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“…Los tiempos han cambiado, es cierto, y las leyes y las costumbres también, 
pero siguen sufriendo maltrato violento centenares, miles de mujeres, ricas y 
pobres, nacionales o extranjeras, y nada parece evitar que muchas de ellas 
acaben, como tú, asesinadas. Si vivieras hoy, querida Mari Carmen, tampoco 
ninguna autoridad civil ni política ni religiosa, presidiría tu entierro. Pero no 
tendrías esa pequeña multitud de ciudadanos que han tomado conciencia de la 
brutalidad que corroe la vida y la muerte de tantas mujeres, acompañando tu 
cadáver hasta su última morada….” 
 
Carta  a Mari Carmen-Victima del Femenicidio en España 













SINDROME DEL NIDO VACIO: Es la sensación de vacío, abandono o soledad, 
que para el tema del cual se ocupa la presente investigación, es la dependencia 
que se desarrolla en las parejas y que normalmente afecta con mayor  énfasis  a 
las mujeres víctimas  de violencia  dentro de la familia 
 
Una de las expresiones de la sociedad patriarcal es precisamente la reacción que 
produce la llegada de la vejez, que es precisamente el momento en que se 
produce con mayor frecuencia el síndrome; al respecto es válida la siguiente 
reflexión: 
 
“En esta sociedad la llegada de la madurez en los hombres y en la 
mujeres se ve de forma totalmente diferente. Los hombres ganan en 
experiencia, y en muchas ocasiones sus canas aumentan su atractivo, 
en la mujer se considera que ha perdido su belleza y rápidamente cubre 
sus canas. Se considera normal que un hombre tenga amantes 
jóvenes, pero no se considera normal lo contrario. Si se da el caso de 
que la mujer sea abandonada por el marido por irse con alguien más 
joven, la autoestima de la mujer aún se verá más disminuida”. (EFIRA. 
2009) 
 
Pese a lo afirmado, no sobra aclarar que el llamado síndrome del nido vacío, no es 
exclusivo de la mujer, ni de las parejas en conflicto, es una situación que se da en 
la mayoría de las familias, cuando los hijos crecen y se independizan,  abandona 
la residencia uno de los cónyuges o fallece uno de ellos. La reacción normal del 
cónyuge sobreviviente es de inutilidad;  en el caso de las mujeres, de manera 





CONCEPTO DE VIOLENCIA DE GENERO: Cualquier acción o conducta, basada 
en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento  físico, sexual o psicológico a 
la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado (ARGIBAY, 2007) 
 
CONCEPTO DE MISOGINIA: Concepto de misoginia es un concepto social que se 
utiliza para designar a aquella actitud mediante la cual una persona demuestra 
odio o desprecio hacia el género femenino. Si bien por lo general el término es 
aplicado a los hombres, en alguna que otra situación también puede ser aplicado a 
mujeres que se mueven con una actitud de desprecio o menosprecio a sus pares 
de género. La misoginia es una actitud que el hombre ejerce sobre la mujer desde 
tiempos inmemoriales, es decir desde el momento en que el ser humano empezó 
a organizarse como comunidad y las mujeres comenzaron a ocupar roles más 
debilitados en términos de jerarquía. Hoy en día, a pesar de todos los avances que 
la sociedad moderna puede representar, la misoginia sigue existiendo muy fuerte. 
(DEFINICIÓN. 2015). 
 
Gramaticalmente,  siguiendo a la Real Academia de la Lengua  en su diccionario 
define la palabra como “Odio o aversión hacia las mujeres” (RAE. 2014); De dicha 
definición se puede afirmar que el comportamiento misógino no involucra 
componentes de carácter sexual, en otras palabras, sucede la mayoría de las 
veces que el individuo misógino no manifieste ninguna situación de agresividad o 
violencia contra la mujer en sus relaciones sexuales.  
 
CRIMENES DE HONOR: Según Human Rights Watch los crímenes de honor “son 
actos de violencia,  usualmente mortales, cometidos por miembros masculinos de 
la familia contra miembros femeninos que se cree que han traído deshonra a la 
familia”. (RIVERA, 2014) 
 
Mientras que para las - Naciones Unidas – Mujeres-  los crímenes de honor, se 
diferencian del comportamiento criminal corriente en el sentido de que en la 
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mayoría de los casos se pueden apreciar en su ejecución las siguientes 
características; El crimen se planifica. Se usa como amenaza para controlar a las 
mujeres. La planificación y ejecución del crimen implica a varios miembros de la 
familia, entre los que se pueden encontrar las madres, hermanas, hermanos, 
primos, tíos y abuelos. El resto de la familia ejerce presión sobre el núcleo familiar. 
La comunidad está implicada. Denuncia las conductas que se consideran 
reprensibles y a veces ayuda a la familia a localizar a la mujer que haya huido de 
su casa. El motivo del crimen es que la mujer ha deshonrado a la familia. Más de 
la mitad de los crímenes registrados implican actos extremadamente violentos o 
barbaros, tales como la decapitación, destripamiento, degollamiento, ataques con 
ácido, estrangulamiento con tortura, ejecución con arma de fuego, o cortes con 
machete. Algunas familias y comunidades en su conjunto defienden los crímenes 
de honor. Los que cometen el crimen son considerados más como héroes que 
como criminales por parte de los parientes cercanos y amigos. El/los asesino(s) 
pocas veces se muestran arrepentidos. Por el contrario, se los considera víctimas 
de la conducta de la mujer. Sienten que han cumplido un deber para restaurar el 
honor a la familia. (PHYLLIS, MIDDLE. 2009) 
 
En la mayoría de los países del Oriente Medio se establecen a nivel normativo 
causales de justificación o mecanismo de rebaja de pena, cuando se pruebe que 
el homicidio se cometió dentro del concepto de ofensa al honor de la familia o en 
estado de ira a raíz de comportamientos de la misma naturaleza 
 
Afortunadamente en la sociedad colombiana dichos crímenes dejaron de 
presentarse desde los finales del siglo XIX, como violencia de género. No así la 
figura del “Crimen de Honor” que esporádicamente se sigue presentado y el cual 








La  monografía que se planea desarrollar con base en  la investigación sobre la 
violencia contra la mujer o de los delitos de género, se realizará  partiendo de la 
incidencia  de los movimientos feministas a nivel internacional, el encuadramiento 
del manejo jurídico del problema.  
 
 
El problema de investigación se abordará no solo desde el ámbito jurídico y 
cultural, sino que abarcará aspectos históricos de lucha feminista y de política 
criminal de género, señalando cómo a partir del hecho de la integración de la 
mujer al mundo productivo se dio comienzo a un proceso de empoderamiento de 
la misma, hasta llegar a la adopción, por parte de la mayoría de los estados de 
políticas públicas destinadas a la discriminación positiva de la mujer. 
 
 
En el desarrollo de la investigación se estudiara de manera especial el aporte de 
las Naciones Unidas en el diseño e implementación de políticas públicas 
orientadas a la superación del problema; el surgimiento de la Corte Penal 
Internacional (C.P.I.) con toda su fuerza coercitiva, que ha obligado a los estados 
a emprender la conformación de mecanismos que permitan la superación y 
erradicación de cualquier forma de violencia de género, igualmente se abordará  la 
incidencia del discurso feminista y la insuficiencia de los recursos jurídicos 
sancionatorios en la solución del mismo, sin desconocer que el derecho no solo 
debe cumplir una función represora, sino que su fundamento o finalidad es la 
modificación de la realidad social; a través de la capacidad preventiva, reparadora 




Finalmente se ocupara de la normatividad nacional que se ha venido 
implementando algunas veces como respuesta a preocupaciones nacionales, pero 
con mayor fuerza por los compromisos convencionales a nivel internacional y en 
otras convirtiendo a norma positiva las líneas jurisprudenciales, que se ocupan del 
manejo del fenómeno en estudio, la experiencia de los operadores judiciales en la 
aplicación del agravante punitivo, cuando quiera que se trate de delitos cometidos 
en razón a la naturaleza de género de la víctima. Para dicho apartado se realizó 
una muestra sobre la escasa aplicación del agravante, tomando como referente el 
departamento de Cundinamarca incluida el área del Distrito Capital de Bogotá e 
información anexa sobre la evaluación de los primeros cinco años de aplicación de 
la ley 1257 de 2008 hasta llegar a su derogación y la entrada en vigencia de la Ley 
1761 de 2015 “Por la cual se crea el tipo penal de feminicidio como delito 






















1.   PROYECTO DE INVESTIGACION 
 
 
1.1   PROBLEMA DE INVESTIGACION 
La década de los sesentas del siglo XX, será reconocida históricamente como una 
década de revoluciones y cambios sociales a nivel internacional que marcan el 
desarrollo social de nuestra época. Mayo del 1968 (en adelante mayo del 68) no 
solo fue un movimiento juvenil, anarquista y libertario, fue también  la expresión de 
inconformidad social más amplia de los últimos tiempos, en dichas 
manifestaciones confluyeron; movimientos pacifistas, que levantaban la bandera 
contra la guerra en Vietnam, movimientos feministas y en algunos estados 
norteamericanos comenzó a darse la lucha de los movimientos de liberación 
homosexual, a los cuales dan inicio los hechos de San Francisco del 28 de junio 
de 1968. (LEYLAND. 1983) 
 
Es a partir de dicha época que se empieza  hablar de igualdad de derechos en  
materia de género, sobre todo en los países Centro Europeos e Inglaterra; 
posteriormente se da una verdadera irrupción de movimientos feministas a nivel 
norteamericano, mientras que en la América Latina, los movimientos sociales,  
bajo la influencia de la victoriosa revolución cubana, son canalizados por los 
grupos insurgentes, desviando su lucha política a grupos armados. 
 
A mediados de la década de los setenta se celebra en Ciudad de México el primer 
congreso internacional de la mujer, ya bajo la egida de la Naciones Unidas,  donde 
se incluye la categorización de violencia contra la mujer, como violencia de 
género. Dicho congreso coincide con la irrupción a nivel mundial del poder de los 
movimientos feministas. Movimientos que dicho sea de paso, marcan su inserción 




La normatividad existente en nuestro país, recoge algunas  reivindicaciones que 
se han levantado por parte de los movimientos feministas a nivel mundial, no así a 
nivel nacional, donde la incidencia de los mismos ha sido mínima, esta afirmación 
no es gratuita, la mayoría de las reivindicaciones de las mujeres colombianas se 
han conseguido, no por medio de la lucha, como en las sociedades española y 
norteamericana, sino que ha sido en la mayoría de los casos, producto de 
relaciones de algunas mujeres destacadas y bien ubicadas en las estructuras de 
poder; basta recordar que el voto femenino fue alcanzado durante el gobierno del 
General Gustavo Rojas Pinilla, por un grupo de mujeres encabezado por 
Esmeralda Arboleda, dama proveniente de la más rancia aristocracia payanes, 
entre otras cosas, resulta necesario destacar que al terminar la dictadura del 
General Rojas, se derogo la mayoría de las decisiones adoptadas por dicho 
gobierno, sin embargo, algunas decisiones de carácter político se mantuvieron,  
entre otras el voto femenino, porque el Frente Civil integrado por los partidos 
tradicionales lo requería para legitimar su poder civil, vía plebiscito. 
 
Se afirma en párrafo anterior, que la legislación existente recoge algunas 
banderas del movimiento feminista internacional, entre las que podemos destacar: 
 
- La inclusión del concepto de violencia contra la mujer y de alguna manera su 
vinculación con la desigualdad social que se da entre hombres y mujeres. 
 
- La incorporación de medidas de sensibilización y prevención, en el ámbito 
educativo, medios de comunicación, instituciones de salud y sancionatorio. 
 
A nivel interno, el constituyente de 1991 consagro en el artículo 13 de la Nueva 
Carta el principio de igualdad, y fue muy claro sobre la obligación de que el Estado 
busque crear las condiciones materiales para que dicha igualdad pase de ser un 
discurso meramente teórico a hacer parte de la cotidianidad de la sociedad 
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colombiana, en busca de esa igualdad el legislador colombiano, ha venido 
promulgado una abundante normatividad;  ello junto con la labor pedagógica  que 
en materia de derechos desarrolla la Corte Constitucional, dicho hecho ha venido 
contribuyendo de manera efectiva para que se continúe superando la violencia 
contra la mujer en todos los ámbitos; primeramente como violencia intrafamiliar 
hasta llegar a la ley 1761 de 2015, sin olvidar claro todo el conjunto normativo a 
que venimos haciendo relación. 
 
La promulgación de la norma resulta un hecho histórico, desde la presentación del 
proyecto, pasando por la irrelevante aplicación del agravante punitivo por parte de 
las autoridades judiciales, cuando se trata de violencia ejercida contra la mujer por 
el hecho mismo de ser mujer. Hasta llegar en el presente año a la expedición de la 
llamada Rosa Elvira Celis (Ley sobre Femenicidio), La afirmación de que desde la 
presentación del proyecto es histórico; por  cuanto fue la primera vez que las 
mujeres de Senado y Cámara actuaron como bancada, bancada en la que no se 
tuvo en cuenta la militancia partidista, sino el género. (SENADO DE LA 
REPUBLICA DE COLOMBIA. 2006) 
 
La violencia contra las mujeres tiene demasiadas variables que involucran su 
ocurrencia; en el país los grupos armados al margen de la ley han utilizado la 
violencia contra la población civil, especialmente la violencia sexual contra la 
mujer, aunque también se da  contra niños y adolescentes varones, pero en menor 
medida.  
 
1.1.1   Pregunta del problema de investigación.   ¿La tipificación del feminicidio en 
Colombia como delito autónomo, para garantizar la investigación y sanción de las 
violencias contra las mujeres por motivos de género y discriminación  es la 





1.2   HIPOTESIS 
1- Sin lugar a dudas, el derecho como elemento integrante de la 
superestructura del Estado cumple el papel de cohesión social, desempeñando de 
una parte la prevención del delito y de otra, reconstruyendo los lazos sociales y en 
últimas sancionando al infractor, pero ello depende en buena manera de las 
autoridades administrativas y de los operadores judiciales, el derecho resulta ser 
la institución capaz de eliminar la discriminación histórica contra la mujer y ser el 
mecanismo a través del cual el estado sancione toda forma de violencia de 
genero. 
 
2- El derecho no resulta suficiente como medio de solución a la problemática 
con respecto a este tipología delictual, o si prefiere violencia contra la mujer, por 
cuanto dicho comportamiento social hace parte de la cultura patriarcal dominante 
en la sociedad colombiana, situación que no es para nada una especialidad de la 
misma, sino que ello, lamentablemente se presenta a nivel internacional, en todas 
las sociedades incluyendo el mundo occidental. 
 
 
1.3   OBJETIVOS 
 
1.3.1   Objetivo general.   Generar la discusión al interior de la comunidad 
universitaria y jurídica sobre los alcances de la figura de la violencia de género en 
los ámbitos familiar, social y político, concluyendo la misma con la propuesta de la 
creación de una jurisdicción especial, que tenga competencia frente a todos los 
comportamientos de violencia contra la  mujer, en los ámbitos; social, familiar, 
penal y laboral. 
 
1.3.2   Objetivos específicos 
1) Establecer parámetros para conceptualizar las diferentes formas de 




2) Realizar un análisis de la evolución legal y jurisprudencial que ha recibido 
en nuestras instituciones judiciales el fenómeno de la violencia contra la mujer. 
 
3) Desarrollar un estudio sistemático del manejo que ha recibido a nivel 
internacional y nacional del fenómeno de la violencia de género, abordando la 
discusión de si hay respuestas correctas desde el derecho al problema de dicha 
forma de violencia. 
 
 
1.4   RESULTADOS ESPERADOS 
Poner a disposición de la Comunidad jurídica un estudio amplio y sistemático de la 
superación de la cultura patriarcal  de violencia y  toda forma de discriminar  a la 
mujer. 
 
Además poner dicho estudio a disposición de  la comunidad jurídica para contribuir 
en la construcción de un orden más justo y equitativo a través de las decisiones 
judiciales, aplicando el agravante creado por el legislador cuando quiera que se 
cometa el homicidio  o se causen lesiones personales por el hecho de ser mujer.  
 
 
1.5   ESTRATEGIA METODOLOGICA 
En el presente proyecto ha adoptado la investigación socio jurídica tomando como 
fuente la información bibliográfica existente y la investigaciones realizadas por 
diferentes instituciones y  organizaciones, a fin de establecer las raíces históricas 
del surgimiento de los llamados delitos de género, así mismo, se realiza el estudio 
de las líneas jurisprudenciales de las Corte Constitucional y Suprema de Justicia 
para analizar las dimensiones reales del problema que conlleva la represión de la 
violencia al interior de la familia, en el ámbito laboral y social del fenómeno, 
igualmente que permitan al lector la validación de los mecanismos legales creados 
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en dirección a efectuar una discriminación positiva que favorezca la creación de  la 































2.   VIOLENCIA CONTRA LA MUJER 
 
 
2.1   VIOLENCIA CONTRA LA  MUJER EN LA HISTORIA 
La historia del surgimiento de la sociedad humana ha sido la historia de la lucha 
por el poder; el hombre se impone y domina a la naturaleza en todas sus formas y 
dentro de la misma a otros hombres;  dicho predominio no fue y no es para nada 
pacifico, dentro de esa lucha se da un eterno enfrentamiento entre los seres 
humanos; el hombre como individuo, inicialmente se desempeña como recolector 
y luego como cazador y en esa lenta pero segura evolución adquiere la capacidad 
de dominar a los demás por la  razón o por la fuerza. 
 
Desde la Grecia mitológica nos llega la historia de la violencia contra la mujer, en 
los orígenes la civilización occidental se encuentra una confusión entre seducción 
y violación, por ello, no resulta extraño que la violación llevada a cabo por los 
dioses olímpicos fueran “seducciones exitosas” propias de su potencia viril y 
daban lugar a una celebrada progenie. (PUELO. 2009) 
 
El surgimiento de religiones con ámbito universalista en lugar de lograr la igualdad 
de géneros aumento por el contrario el dominio patriarcal de la sociedad, la biblia  
del catolicismo establece que la mujer debe sumisión y obedecimiento al varón y 
la represión religiosa del Medioevo con la inquisición marco la erradicación de la 
sociedad dominaba por algunas formas de  matriarcado. 
 
Las revoluciones sociales ocurridas a partir de la edad media, industrial, inglesa, 
francesa y norteamericana, sirvieron de mecanismo de superación de muchas 
relaciones de poder y sometimiento, a través de las cuales el poder de la fuerza 
fue reemplazado por el poder de la ley; sin embargo algunas maneras de 
relacionarse de los hombres  no alcanzaron las modificaciones necesarias, entre 
esas relaciones de  dominación  encontramos las del hombre sobre de la mujer; 
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no obstante, al término de la segunda guerra mundial se da un fenómeno que 
empieza de manera inexorable la superación de dichas relaciones de dominación. 
 
Ese fenómeno es el de las luchas civiles; luchas que con el auge de los medios de 
comunicación, se universalizan, y a finales del siglo un nuevo fenómeno da un 
impulso vital a las mismas, en efecto la globalización que se da en la segunda 
mitad de la centuria del siglo que acaba de terminar, dentro de esas luchas civiles 
surge para la década de los sesentas un fuerte movimiento de grupos feministas, 
que afectan fundamentalmente la sociedad norteamericana, en las cuales se 
visibiliza el problema de la discriminación por razón de género y la violencia contra 
la mujer, dentro de todos los ámbitos sociales; en su vida cotidiana en el hogar, en 
sus relaciones de pareja, en la su vida pública. 
 
Frente a la situación, de la violencia de género, la mayoría de los estados 
adoptaban posiciones complacientes, es decir, se tenían como comportamientos 
socialmente aceptados. La discriminación y la violencia contra la mujer, tiene 
ocurrencia en todos los ámbitos de la sociedad, sin distingos de cultura, creencias 
religiosas o clases sociales, como se señaló antes; dicho comportamiento refleja 
una manifestación de las históricas relaciones de desigualdad entre hombres y 
mujeres, que han marcado a través de los tiempos la vida del género femenino. 
 
Dicho comportamiento se agrava de manera dramática frente a las mujeres 
pertenecientes a minorías étnicas; las mujeres afro descendientes,  las mujeres 
indígenas, las mujeres con discapacidades, las mujeres pertenecientes a la 
tercera edad,  y qué decir, del comportamientos de los grupos armados en los 
conflictos, donde se victimiza sexualmente a la mujer, como forma de lucha 
política. 
 
La visibilizarían de la violencia contra la mujer ha llevado a que se desarrollen 
conferencias y congresos internacionales, que se encargan de diagnosticar las 
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causas y consecuencias de dicho comportamiento, hasta llegar a las Naciones 
Unidas,  en donde se realizan estudios e investigaciones que dan como conclusión 
una serie de recomendaciones y directrices de obligatorio cumplimiento a los 
estados miembros, precisamente de esos estudios se concluye que; 
 
“Las causas de la violencia contra la mujer han sido investigadas desde 
diversas perspectivas, entre ellas, el feminismo, la criminología, el 
desarrollo, los derechos humanos, la salud pública y la sociología. De 
esas investigaciones empíricas y teóricas han surgido diversas 
explicaciones. Si bien difieren en la importancia que asignan a los 
distintos factores individuales y sociales en la explicación de la violencia 
contra la mujer, todas ellas han llegado a la conclusión de que no hay 
una causa única que explique adecuadamente la violencia contra la 
mujer. Dicha violencia proviene de la convergencia de factores 
específicos en el contexto general de las desigualdades de poder en los 




2.2   TIPOLOGÍA DE LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER 
La violencia contra la mujer ha comenzado a ser sancionada de manera drástica 
por los tribunales de justicia internacional, lo que ello refleja es la incapacidad 
estatal para la represión de las conductas atentatorias contra la integridad física y 
moral de la mujer; precisamente la Corte Interamericana refiriéndose a la 
Convención de Belém do Pará, en la cual se concluyó  la violencia contra la mujer 
es “una ofensa a la dignidad humana y una manifestación de las relaciones de 
poder históricamente desiguales entre mujeres y hombres”, que “trasciende todos 
los sectores de la sociedad independientemente de su clase, raza o grupo étnico, 
nivel de ingresos, cultura, nivel educacional, edad o religión y afecta 
negativamente sus propias bases” (C.I.D.H. 2010). 
 
Adentrándonos en el que abordaremos encontramos que dentro de esta categoría 




2.2.1   Formas de violencia tacita.   Dentro de esta  forma de violencia  se pueden 
ubicar diferentes maneras de ejercer la violencia contra la mujer  entre ellas  se 
puede ubicar la violencia sicológica, que en la mayoría de los casos resulta más 
dolorosa y brutal que la misma violencia física, puede ser a través de actos que 
constriñen la decisión de las víctimas, la aíslan o  la someten a continuos ataques 
contra su dignidad y valía social. 
 
Siguiendo a Rueda (UNIROSARIO, 2010) nos ilustra que el cónyuge abusador 
ejerce violencia por medio de factores sicológicos, como la autoestima y la 
percepción de control, a través de los cuales aumenta su utilidad. También usa 
dicha violencia para aumentar su consumo relativo de bienes familiares. Mientras 
la violencia tiene un efecto positivo en la función de utilidad del abusador, la 
violencia influye negativamente en la utilidad del miembro de la pareja que es 
abusado. (RUEDA. 2011) 
 
Sin duda que no se puede dejar de resaltar que uno de los sectores más 
golpeados por la violencia dentro del hogar es la que se ejerce contra las 
trabajadoras domésticas, en esta última es notoria la participación de otras 
mujeres en el  proceso de victimización. Situación que no resulta extraña en el 
contexto privado de los hogares; la historia está llena de ejemplos, en donde la 
violencia que se ejerce contra sectores discriminados o segregados, es ejecutada 
la mayoría de las veces por personas pertenecientes a esos mismos sectores 
sociales; indígenas en la colonia, descendientes afro colombianos en las minas, 
para solo citar algunos ejemplos. 
 
2.2.2   Formas de violencia expresa.   Dentro de dicho comportamiento se 
encuentran formas de agresión física o sexual, propiamente dicha. La mayoría de 
expresiones  físicas violentas que sufre la mujer provienen de su círculo afectivo. 
Precisamente las Naciones Unidas en su labor de erradicación de las formas de 
violencia contra la mujer dejo establecido; 
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“a) La violencia física, sexual y sicológica que se produzca en la familia, 
incluidos los malos tratos, el abuso sexual de las niñas en el hogar, la 
violencia relacionada con la dote, la violación por el marido, la 
mutilación genital femenina y otras prácticas tradicionales nocivas para 
la mujer, los actos de violencia perpetrados por otros miembros de la 
familia y la violencia relacionada con la explotación; b) La violencia 
física, sexual y sicológica perpetrada dentro de la comunidad en 
general, inclusive la violación, el abuso sexual, el acoso y la 
intimidación sexuales en el trabajo, en instituciones educacionales y en 
otros lugares, la trata de mujeres y la prostitución forzada; c) La 
violencia física, sexual y sicológica perpetrada o tolerada por el Estado, 
donde quiera que ocurra”. (UNICEF. 1996) 
 
 
2.3   LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER EN DIVERSOS ESCENARIOS 
La violencia contra la mujer, entendida como violencia de género, se da en todos 
los ámbitos sociales, dicho comportamiento no es exclusivo de ningún estrato o 
condición social, se repite al interior de la familia, en las relaciones de pareja, en la 
comunidad, y dentro del conflicto armado. 
 
 2.3.1   Violencia contra la mujer al interior de la familia.   Esta forma de violencia 
es la más generalizada, ella puede ser producida desde el nacimiento hasta la 
ancianidad; se caracterizan por ser la expresión cotidiana del fenómeno y se 
reproduce con tal grado de cotidianidad, que alcanza muchas veces, la aceptación 
por parte de las víctimas como una forma normal de las relaciones en el hogar, se 
ejerce por padres, esposos, compañeros, por hermanos; ello se realiza mediante 
el ejercicio físico a través de agresión física o sexual y en algunos lugares, sobre 
todo en poblaciones pertenecientes a minorías étnicas mediante rituales de 
iniciación de la vida femenina a través de la ablación o mutilación genital. 
 
Otra forma de violencia, que se da al interior de la familia, es la económica, a 
través de la cual se impide a la mujer la utilización de sus propios recursos, sin 
embargo, esta forma de violencia ha ido siendo superada en la medida en que la 
mujer se integra a la producción y  tiene acceso a sus propios recursos. 
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2.3.2   Violencia dentro de la pareja.   Aunque esta se puede enmarcar dentro de 
la clasificación anterior, es decir en violencia en la familia, se le da una 
connotación especial en la medida en que se ocurre de manera exclusiva dentro 
de las relaciones normales de pareja, ya no involucra otros componentes de la 
unidad familiar; se caracteriza fundamentalmente por su naturaleza física y sexual. 
 
Con mucha frecuencia la violencia en la pareja termina con la muerte; el  homicidio 
de la pareja por celos, por la no aceptación del término de la relación o por graves 
afectaciones de carácter mental. En estudios recientes entre el 40 % y el 70 % de 
las mujeres asesinadas (MUJER 2011), los autores materiales o determinantes 
fueron sus esposos, compañeros o amantes o ex-parejas. En Colombia y México 
se han dado últimamente en aumento  considerable de esta forma de  homicidios 
(GORJÓN 2013).  
 
Un caso, que puede servir de ejemplo de la afirmación anterior , es la situación de 
la violencia que se ejerce contra la mujer es el caso de la ciudad de Bogotá en 
donde las cifras son muy preocupantes, según  Medicina Legal, la violencia 
intrafamiliar deja más muertos que el conflicto armado. En promedio, cada seis 
días una mujer es asesinada por su pareja o ex pareja. En 2011 en Bogotá se 
reportaron 18.999 casos de violencia contra las mujeres en la familia. Los hogares, 
en suma, son lugares más peligrosos para las mujeres que la misma calle y los 
espacios públicos. (TODELAR. 2013)  
  
2.3.3   Violencia contra la mujer en la comunidad.   Igualmente a la mujer se le 
somete a violencia en la vida cotidiana; en el transporte público, en donde se da  
con frecuencia  las injurias físicas, y en donde no es nada extraño que otras 
mujeres respalden al agresor al considerar que la víctima es la responsable  por 
provocación, por su forma de vestir o por cualquier otra característica especial. 
También puede sufrir agresiones en el trabajo, en el espacio público, en la 
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escuela, en los hospitales,  en centros de reclusión y por paradójico que parezca 
en centros y congregaciones religiosas. 
 
2.3.4   Violencia en el trabajo.   En la medida en que la mujer se integra a los 
procesos productivos la discriminación, parece ceder su paso sin embargo, es 
notorio la desigualdad de la remuneración salarial con que la mayoría de las 
empresas, sobre todo, del sector privado maneja frente al personal femenino; en 
Colombia se viene combatiendo dicho flagelo y sin duda arroja  buenos resultados,  
pese a ello las estadísticas arrojan aun una gran diferencia salarial. 
 
En las principales ciudades colombianas no se ha logrado erradicar el 
desequilibrio salarial con lo que se remunera el trabajo de las mujeres, En las 13 
áreas metropolitanas consultadas por el DANE, en el 2007 las mujeres recibían, 
en promedio, el 74,31% de los ingresos que percibían los hombres. De este 
comportamiento no se encuentra excluido ni siquiera el sector formal de la 
economía en donde las mujeres reciben apenas un 83.4 % del salario que reciben 
los hombres en actividades similares. Ni que hablar, del sector informal. En el 
sector informal a las mujeres les va peor: el promedio de sus ingresos sólo llegaba 
al 65,40% de los hombres ocupados en este mismo sector de la economía. 
(E.N.S. 2009) 
 
Ahora bien,  respecto al aspecto que nos interesa la violencia en el trabajo sigue el 
mismo derrotero de la violencia ejercida dentro de la familia; allí la violencia es 
ejercida en la mayoría de los casos por los patronos o sus representantes; en 
otras la violencia se disfraza de acoso laboral, situación a la que no escapan ni 
siquiera mujeres profesionales. 
 
La Organización Internacional del Trabajo (OIT) define el acoso sexual en el 
trabajo, como cualquier tipo de acercamiento o presión de naturaleza sexual tanto 
física como verbal, no deseada por quien la sufre, que surge de la relación de 
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empleo y que da por resultado un ambiente de trabajo hostil, un impedimento para 
hacer las tareas y/o un condicionamiento de las oportunidades de ocupación de la 
persona. (MANSILLA. 2010) 
 
Como se señaló en forma anticipada los Tribunales internacionales se vienen 
ocupando con mayor rigurosidad del problema de la violencia y la discriminación 
contra las mujeres en el seno de la sociedad occidental,  al respecto la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos señaló esta situación en la sentencia del 
Caso Campo Algodonero vs. México en la cual logró demostrar que el ingreso de 
empresas maquiladoras al Norte de México generó la contratación masiva de 
mujeres que cambiaron sus roles tradicionales al convertirse en proveedoras del 
hogar, situación que motivó una respuesta de muchos hombres que quisieron 
reforzar su dominio a través de la violencia1. 
                     
1
 Sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos del caso Campo Algodonero vs. 
México: “1.5. Violencia basada en género.128. Según los representantes, el tema de género es el 
común denominador de la violencia en Ciudad Juárez, la cual “sucede como culminación de una 
situación caracterizada por la violación reiterada y sistemática de los derechos humanos”. Alegaron 
que “niñas y mujeres son violentadas con crueldad por el solo hecho de ser mujeres y sólo en 
algunos casos son asesinadas como culminación de dicha violencia pública y privada”. 
129. El Estado señaló que los homicidios “tienen causas diversas, con diferentes autores, en 
circunstancias muy distintas y con patrones criminales diferenciados, pero se encuentran 
influenciados por una cultura de discriminación contra la mujer”. Según el Estado, uno de los 
factores estructurales que ha motivado situaciones de violencia contra las mujeres en Ciudad 
Juárez es la modificación de los roles familiares que generó la vida laboral de las mujeres. El 
Estado explicó que desde 1965 empezó en Ciudad Juárez el desarrollo de la industria maquiladora, 
el cual se intensificó en 1993 con el Tratado de Libre Comercio con América del Norte. Señaló que, 
al dar preferencia a la contratación de mujeres, las maquiladoras causaron cambios en la vida 
laboral de éstas, lo cual impactó también su vida familiar porque “los roles tradicionales empezaron 
a modificarse, al ser ahora la mujer la proveedora del hogar”. Esto, según el Estado, llevó a 
conflictos al interior de las familias porque la mujer empezó a tener la imagen de ser más 
competitiva e independiente económicamente112. Además, el Estado citó el Informe del CEDAW 
para señalar que “este cambio social en los papeles de las mujeres no ha sido acompañado de un 
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2.3.5   Violencia contra la mujer en los conflictos armados. 
 
2.3.5.1   Conflicto armados internacionales: Este tipo de violencia tiene 
características especiales que la diferencia de las demás tipologías, en el sentido 
de que dicha violencia se realiza con demasiada ferocidad y barbarie y se 
caracteriza por la violación sexual, esclavitud sexual, aborto obligatorio, 
esterilización no consentida, tortura y asesinato de las víctimas. (SANCHEZ. 2006) 
 
En los conflictos armados de cualquier naturaleza, es decir, sea interno o de 
carácter internacional, las mujeres tienden a ser violentadas de todas las formas, y 
lo son por agentes estatales o rebeldes; ello se materializa a través de masacres, 
homicidios selectivos, violencia física y sexual, torturas, esclavitud, desaparición y 
finalmente reclutamiento obligatorio. (SANCHEZ. 2010) 
 
Internacionalmente la guerra civil de Bosnia Herzegobina resulta paradigmática de 
la utilización de la violación de mujeres y niñas como arma de guerra; en efecto, 
terminado el conflicto se abrieron investigaciones que dieron como resultado que 
era una conducta  practicada por la fuerza pública de Serbia en contra de las 
mujeres musulmanes de Bosnia, el Tribunal conformado para investigar y 
sancionar los crímenes cometidos en el conflicto de la antigua Yugoslavia,  el 
Tribunal estimó que las víctimas pudieron ser entre 20.000 y 44.000 mujeres. 
(WIKIPEDIA. 2013) Estas violaciones se produjeron principalmente en Bosnia 
oriental, durante las masacres de Foča, y en Grbavica, durante el sitio de 
Sarajevo. 
 
2.3.5.2   Violencia contra la mujer  en conflicto armado colombiano.   Cuando se 
inició la presente investigación, nunca se dimensionó la importancia de la violencia 
sexual ejercida por los diferentes actores armados del conflicto colombiano; 
                                                               
cambio en las actitudes y las mentalidades tradicionales -el cariz patriarcal- manteniéndose una 
visión estereotipada de los papeles sociales de hombres y mujeres”. 
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Agentes estatales, guerrilleros y paramilitares, implementaron los 
comportamientos más vergonzosos e inhumanos contra la mujer en este tipo de 
conflictos. Seguramente que eso será motivo de otras investigaciones mas 
especializadas que llenaran de vergüenza el mundo. 
 
A nivel nacional la situación de violencia contra las mujeres se ejerció, y se sigue 
ejerciendo por parte de los grupos guerrilleros, paramilitares (ahora Bacrim) y en 
menor grado por agentes estatales, es decir, (miembros del ejército y policía) que 
someten a niñas y mujeres adultas a violencia sexual y sicológica y finalmente al 
asesinato o el desplazamiento.  
 
La violencia de género ha sido históricamente ejecutada por todos los actores 
armados, como se señaló. Pero sin duda quienes con mayor ferocidad cometieron 
dichos crímenes fueron los miembros de las bandas de paramilitares que azotaron 
buena parte del territorio nacional entre los años 1989 a 2006; al respecto 
reproducimos el siguiente testimonio: 
 
“Organizaron un reinado con representantes de todos los pueblos. Eran niñas de 
15 y 16 años. Se las llevaron una semana para prepararlas para el desfile les 
enseñaron sobre cómo deberían caminar. Un día las llevaron al campamento, las 
drogaron y las abusaron... El hecho más fuerte fue con una de las chicas que tenía 
su pareja. Él se la llevo, la obligo a trabajar, la abuso sexualmente como quiso y 
duro 3 días con ella en su campamento y después la trajo… Un 31 de diciembre el 
paramilitar… la azoto, le dio golpes hasta que ya no pudo mas, le dio 20 minutos 
para desaparecerse del pueblo y la chica llego casi desmallada. Toda la familia 
pudo ver esto, salió de la comunidad hacia Cartagena de donde nunca más 
regreso. Eso marco mucho a las mujeres quienes supieron que la vida   nunca 
más seria privada, que no se podían enamorar. Otro caso, una niña de 14 años se 
enamoró de un joven de la comunidad, el paramilitar se enteró y mato al 
muchacho llevándose la chica al campamento, la que estaba embarazada. Ella era 
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muy joven para decidir si debía o no quedarse con el hijo. La hicieron abortar y la 
abusaron sexualmente….” (http://www.revistafuturos.info/futuros14/colombia_ 
violencia_m.htm).  
 
Aunque en otro apartado  se realiza un análisis amplio sobre la Ley 1719 de 2014,   
no sobra anotar que la misma se expidió para declarar la imprescriptibilidad de los 
delitos sexuales cometidos con ocasión del conflicto armado interno: Ello en 
acatamiento de los convenios internacionales suscritos por el Estado colombiano.  
 
Para atender a las víctimas del conflicto armado interno el legislador expidió la ley 
1448 de 2011 también conocida como “Ley de Victimas” en la cual se consagraron 
mecanismos para un tratamiento diferencial cuando la víctima sea niño, niña, 
adolescente o mujer. Situación de la cual se ocupa la presente investigación en 
capitulo posterior. 
 
En la misma investigación, a que se hizo referencia en el párrafo anterior, en los  
informes, se hace relación a como las victimas se ven obligadas al silencio por  
cuanto reclamar sus derechos socialmente es criticable; el acertó del presente 
comentario nos lo da la siguiente transcripción; 
 
“Las supervivientes de la violencia sexual se enfrentan a otra 
extenuante batalla más, esta vez en el seno de sus familias y 
comunidades, que a menudo las culpabilizan y aíslan. Las 
supervivientes pueden verse sometidas a severas normas, sociales y 
culturales, que las responsabilizan del ataque. Para muchas, sobrevivir 
a la violencia sexual, significa vivir para no contarlo. Excluidas por sus 
amigos y familias, y ante las amenazas de sus agresores, con 
frecuencia se ven forzadas irse de sus comunidades, sin que logren 
apartar de sus vidas el temor a sufrir nuevos abusos. "Ana María", 
superviviente de violación en grupo que vive en Medellín, refleja la 
experiencia de estas mujeres que quedan libradas a sus propias 
fuerzas para continuar: 
 
Hace dos años saliendo de Neiva [departamento de Huila] el ejército 
nos bajó [del autobús]. Al muchacho que estaba conmigo lo mataron. A 
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mí me violaron entre ocho y nueve soldados. Me dejaron en el camino, 
hasta que cogí un carro. Cuando llegué a Dabeiba [departamento de 
Antioquia] estaban los paramilitares. Dijeron que yo era de la guerrilla. 
El comandante de los paramilitares me violó. [...] A una le toca 
quedarse callada… Si hablas la gente dice que una se lo buscó…Me 
vine para Medellín [...]. Cuando entra el ejército me vuelven los 
pensamientos que me va a pasar lo mismo. Como una pesadilla que no 
acaba […] (tttp://www.revistafuturos.info/futuros14/colombia_violencia 
_m.htm) 
 
Mi padre abusaba [sexualmente] de mí desde los cinco años. Él no 
quería que estudiara ni que hablara con nadie. Sólo trabajar ordeñando 
las vacas. Mi mamá no sabía nada. Él era el que mandaba. Mi padre 
fue a buscarme pero no volví. Las FARC me dieron una K-47 con tres 
proveedores, ropa y botas. Ya no podría [mi padre] hacerme daño. [...] 
Ahora que ya no estoy en las armas, quisiera irme fuera para estudiar y 
trabajar. Porque yo valgo. [...] Nunca he contado a nadie de los abusos. 
Nadie antes me lo había preguntado. Además, esas cosas se callan. 
Sólo sabía que yo tenía que irme. (IDEM) 
 
La Corte Constitucional en su labor de interpretación ha concluido, con respecto a 
la violencia contra la mujer en el conflicto armado interno ha dejado dicho: En este 
sentido, esta Corporación ha expresado que se han identificado. 
 
“un número significativo de riesgos de género en el marco del conflicto 
armado colombiano, que son a su vez factores específicos de 
vulnerabilidad a los que están expuestas las mujeres por causa de su 
condición femenina, en el marco de la confrontación armada interna 
colombiana. Dentro de esos riesgos detectados, por su relación con 
este caso, se destacan: “…) (v) los riesgos derivados de su pertenencia 
a organizaciones sociales, comunitarias o políticas de mujeres, o de sus 
labores de liderazgo y promoción de los derechos humanos en zonas 
afectadas por el conflicto armado; (vi) el riesgo de persecución y 
asesinato por las estrategias de control coercitivo del comportamiento 
público y privado de las personas que implementan los grupos armados 
ilegales en extensas áreas del territorio nacional; (vii) el riesgo por el 
asesinato o desaparición de su proveedor económico o por la 
desintegración de sus grupos familiares y de sus redes de apoyo 




Finalmente el Gobierno colombiano, como se señaló párrafos atrás,  siguiendo el 
principio de convencionalidad expidió la ley 1719  de 2014 a fin de investigar y 
sancionar los crímenes sexuales cometidos por los diferentes actores armados 
con ocasión del conflicto armado interno; dicha normatividad ordena  a la Fiscalía 
General de la  Nación tipificar las conductas  enlistadas en la normatividad que se 
comenta, como delitos de lesa humanidad lo cual constituye un gran avance en la 
medida en que se impide de alguna manera la prescripción de las conductas 
ocasionadas por los diversos actores del conflicto. (RED NACIONAL DE 
MUJEREZ.2014) 
 
Dicha normatividad está destinada a sancionar todas las formas de violencia 
sexual ejercida contra niñas, niños y mujeres por grupos armados con ocasión del 
conflicto armado, sin distingo de si los autores son estatales, paraestatales o 
insurgentes; una de las características especiales de la norma, es que siguiendo 
los lineamientos de la ley 823 de 2003 obliga a desarrollar mecanismos de 
seguimiento y evaluación de la aplicación de la norma y de manera especial la 
construcción de instrumentos a nivel del Ministerio de Defensa en donde se 
instruya a los miembros de la Fuerzas Militares en el respeto y garantía de los 
derechos humanos de la población civil y en  especial de mujeres, niñas y niños.               
 
Según  el registro único de victimas en Colombia 4.136 mujeres fueron víctimas de 
delitos contra la libertad y la integridad sexual, entre 1985 y el 1° de junio de 2014, 
en el conflicto armado.  Sin embargo, las cifras podrían ser mayores, debido a que 
hay un alto subregistro porque muchas de ellas se abstienen de denunciar, por la 










2.4    CONCLUSIONES 
Las observaciones consignadas en el presente capitulo reflejan de manera amplia 
que la violencia contra las mujeres en la sociedad moderna se ejerce 
indistintamente en todos los ámbitos, y sobre todo hay que decirlo en todas las 
clases sociales y por todos los miembros de la sociedad, a ello no resulta ajena la 
vida al interior de la familia en donde la mujer se sigue victimizando de manera 
alarmante por los esposos, compañeros permanentes, hermanos, y en algunos 
casos, afortunadamente de manera excepcional por los hijos. 
 
Sin embargo, tampoco podemos desconocer que diversas organizaciones 
internacionales han venido impulsando un sin número de convenios y protocolos, 
destinados a que los estados miembros desarrollen normativamente los medios 
mediante los cuales puede ser superada la violencia contra la mujer. 
 
Ahora bien, lo que se puede observar en este capítulo, es que la violencia contra 
la mujer se ha ejercido históricamente de manera colectiva, en las diferentes 
comunidades y formaciones sociales o creencias religiosas. Consideración 
especial merece la violencia ejercida dentro de los conflictos internos como arma 
ideológica y como una forma de guerra violenta contra el “enemigo”; 
lamentablemente también tenemos que decirlo, ello es histórico, en la mayoría de 
las guerras, sean estas internas o internacionales, la violencia sexual contra la 
mujer se utiliza como arma, como parte de la guerra sicológica, en algunos casos 
incluso se ha utilizado como forma de invadir o penetrar territorio enemigo a través 
del embarazo de mujeres pertenecientes a etnias con objetivos claramente de 








3.  EL DERECHO Y LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER 
 
 
Para Altusser (1973) y la escuela estructuralista, el derecho hace parte de la 
superestructura de la sociedad y  en dicha calidad se encuentra al mismo nivel de 
la cultura y la ideología, solo que el derecho se encuentra dotado del poder 
coercitivo del Estado, mientras que la cultura solo tiene fuerza vinculante a nivel 
social, la reflexión que antecede, tiene como finalidad señalar que aunque el 
derecho es un vehículo poderoso de cohesión social, este también se encuentra 
determinado por la cultura de la sociedad en la que se erige, al fin y al cabo el 
derecho es un reflejo de la realidad social a la que pertenece. 
 
Partiendo de dicho presupuesto se puede intentar responder el interrogante 
fundamental de la presente investigación, la implementación del feminicidio como 
delito autónomo puede ser suficiente para la superación de la violencia contra la 
mujer. No nos aventuraremos a una respuesta de forma categórica, ello será la 
conclusión del presente capitulo. 
 
Sin embargo, podemos afirmar sin lugar a equivocaciones que en principio  la sola 
emisión de normas, por parte del órgano legislativo de los estados no resultan ser 
la solución integral para la erradicación de la violencia contra la mujer, como 
violencia de género, ello encuentra su fundamentación en  la experiencia de los 
países europeos que por la combatividad de los movimientos feministas fueron los 
primeros en implementar normas orientadas, a la erradicación y a la represión de 
las conductas violentas contra la mujer. 
 
Los países europeos, que como se dijo,  han sido pioneros en la promulgación de 
normas de protección de la mujer, siguen reflejando un sin número de  
37 
 
acontecimientos constitutivos de violencia intrafamiliar. Siguiendo a Graziosi; la 
violencia en la familia y otras formas de violencia referida al género, continúan 
teniendo una importancia exagerada en la vida de la mujer europea. (GRAZIOSI. 
2008) 
 
Siguiendo las enseñanzas de la autora, antes citada, se concluye que una de las 
principales dificultades para que la justicia, actué con suficiente severidad y 
eficiencia,  es el acceso limitado de las víctimas a la justicia, por factores tan 
diversos como las relaciones amorosas o pasionales existentes entre víctima y 
victimario, la relación filial con los hijos del victimario, amén de las relaciones de 
carácter económico.  
 
En las medidas en que los gobiernos han empezado a estructurar medidas 
alternas destinadas a la superación de la violencia contra la mujer, una de las 
medidas comunes a todos los estados es la implementación de “refugios” para las 
mujeres maltratadas, en Colombia se instauraron desde principios del presente 
siglo y los resultados son muy discutibles por cuanta algunas mujeres se sienten 
“encarceladas” no protegidas y el acceso a ellas presenta sin número de 
dificultades pues se debe partir que resultan muy pocos los  cupos con los que se 
cuentan, para la demanda real de las necesidades de las víctimas.  
 
En dichas casas refugios que operan en las principales ciudades las mujeres que 
son agredidas por sus parejas reciben tratamiento Spico-social, sus hijos reciben 
la protección requerida para continuar con su educación y se les dota de los 
mecanismos recreativos necesarios para la superación del trauma que genera la 







3.1   VIOLENCIA CONTRA LA MUJER EN EL DERECHO COMPARADO 
Como se ha afirmado en la presente monografía, la violencia de género, no es 
exclusiva de la mujer en la sociedad colombiana, se da en todas las culturas y en 
todos los sectores sociales, por ello ni la culta Europa  y mucho menos la joven  
América se pueden excluir de ocurrencia de  dicho fenómeno. En razón de lo cual 
se realiza a continuación una breve aproximación al derecho y violencia de género 
que han venido implementando en las Naciones Unidas, en la Corte Penal 
Internacional, El Consejo de Europa y en los Estados Chileno, en la República de 




3.2   VIOLENCIA CONTRA LA MUJER Y NACIONES UNIDAS 
La Segunda Guerra Mundial marca el comienzo de una verdadera revolución en el 
reconocimiento de derechos civiles, y en el tema que venimos estudiando resulta 
fundamental, el surgimiento de las Naciones Unidas porque es allí donde se 
visibiliza la discriminación contra las minorías y dentro de ellas los derechos de las 
mujeres. 
 
Desde la promulgación de la Carta de la Naciones Unidas en 1945, esta institución 
viene dando una constante lucha por erradicar la discriminación por razones de 
género en efecto, en 1946 se estableció mediante una resolución del Consejo 
Económico y Social de la ONU la Comisión sobre la condición jurídica y social de 
la mujer; asignándole entre sus funciones; promover los derechos de la mujer en 
el ámbito político, económico, civil, social y educacional y dar a conocer las 
situaciones emergentes de los derechos de la mujer, posteriormente en 1987 se le 
asignó la función de realizar estudios e investigaciones a partir de las conclusiones 




Dentro del trabajo adelantado por la Comisión esta logra en 1967 la expedición de 
la Declaración sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la 
mujer, declaración que resulta complementaria de la Convención Internacional 
Sobre la Eliminación de Todas la Formas de Discriminación Racial (1965), el 
Pacto Internacional Sobre Derechos Civiles y Políticos (1966) y el Pacto 
Internacional Sobre Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966) hasta 
llegar a la promulgación de la Convención para la Eliminación de todas las Formas 
de Discriminación Contra la Mujer (CEDAW por sus siglas en ingles) en 1979. (Se 
incluyen las siglas en ingles porque la mayoría de comentaristas sobre dicha 
convención se refieren a la misma utilizando dicha sigla) (TAMES. 2010). 
 
Aunque las Naciones Unidas surgen al finalizar la segunda guerra mundial, no 
podemos ignorar, que a nivel internacional, sobre todo, en Europa se dieron 
luchas que pueden considerarse precursoras de los derechos de la mujer; por ello 
se incluye una referencia al primer congreso internacional de los derechos de las 
mujeres. 
 
3.2.1   Primer Congreso Internacional de los Derechos de la Mujer.   Precisamente 
es en Francia cuna de la gran revolución liberal de 1789 en donde se celebra el 
“Primer Congreso Internacional de los derechos de la Mujer” el cual se efectuó en 
Paris en 1878, siendo sus organizadores Marie Deraismes y León Richer. En 
dicho congreso que propugnaba por el Derecho al  sufragio femenino, el Congreso 
dividió su trabajo en  cinco (5) temas: históricos, educativos, económicos, morales 
y legislativos. Sin embargo, en su desarrollo se ocuparon de temas como el 
sufragio femenino, la prostitución, el derecho de asociación y el trato igualitario 
para la mujer. 
 
Bajo el ordenamiento de la Comisión de las Naciones Unidas para la mujer  se han 
venido celebrando a nivel internacional las denominadas conferencias sobre 




3.2.2   Primera conferencia mundial de la mujer.   (TAMES.2010) Bajo el influjo de 
las Naciones Unidas se celebró en la ciudad de México en 1975 la primera 
conferencia mundial sobre los derechos de la mujer; se abordaron 
fundamentalmente el estudio de la igualdad de géneros, eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, participación de las mujeres en el 
desarrollo. 
 
Dentro de la actividad de la Naciones Unidas se expidió la Convención para la 
eliminación de todas las formas de violencia y discriminación de la mujer que en 
su artículo primero dejo establecido: 
 
“a) La violencia física, sexual y sicológica que se produzca en la familia, 
incluidos los malos tratos, el abuso sexual de las niñas en el hogar, la 
violencia relacionada con la dote, la violación por el marido, la 
mutilación genital femenina y otras prácticas tradicionales nocivas para 
la mujer, los actos de violencia perpetrados por otros miembros de la 
familia y la violencia relacionada con la explotación) La violencia física, 
sexual y sicológica perpetrada dentro de la comunidad en general, 
inclusive la violación, el abuso sexual, el acoso y la intimidación 
sexuales en el trabajo, en instituciones educacionales y en otros 
lugares, la trata de mujeres y la prostitución forzada c) La violencia 
física, sexual y sicológica perpetrada o tolerada por el Estado, 
dondequiera que ocurra” (UN. 1979). 
 
3.2.3   Segunda conferencia mundial sobre los derechos de la  mujer.  Celebrada 
en Copenhague en 1980, en ella se realizó una evaluación del cumplimento de las 
metas trazadas en la reunión de México  1975, se instó a los gobiernos a crear los 
mecanismo legales encaminados a superar la discriminación y la violencia contra 
la mujer. 
 
Dicha conferencia se ocupó además, de lo ya señalado, de socializar el alcance 
de la Convención de Eliminación de todas las formas de discriminizacion contra la 
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mujer” aprobada por la Asamblea General de la Naciones en 1979; conocida como 
la Carta de los Derechos Humanos de la Mujer. 
 
3.2.4   Tercera conferencia para el examen y la evaluación de los logros del 
decenio de las Naciones Unidas para las mujeres.   Con ocasión de los primeros 
diez años de haber celebrado la primera conferencia mundial se efectuó  la tercera 
conferencia en Nairobi-Kenia en 1985, reunión que se ocupó además de realizar 
una evaluación sobre los avances en los derechos de la mujer en impulsar el 
papel de las mismas en la construcción de la paz y el desarrollo. 
 
En dicha conferencia se adoptó como programa impulsar a que los estados 
miembros se comprometieran a adoptar medidas constitucionales y jurídicas sobre 
los derechos de la mujer, a impulsar la igualdad en la participación social y a 
elaborar los mecanismos que permitieran buscar la igualdad en la participación 
política y en la adopción de decisiones (MUJER, 2000). 
 
3.2.5   Cuarta Conferencia mundial sobre las mujeres Naciones Unidas - Bejing 
1995.   Esta conferencia se ocupó de abordar los problemas de igualdad de 
género, los problemas de violencia contra la mujer, las formas persistentes de 
discriminación y los avances dentro de los estados de las normas sobre la 
igualdad; comprometiéndose los 189 estados que participaron a derogar las 
normas que pudieran resultar contrarios a la construcción de la igualdad de la 
mujer y al desarrollo integral de la misma. 
 
En la Convención de Belem do Pará (1994) se llegó a la conclusión que la 
violencia en contra de las mujeres es “cualquier  acción o conducta basada en su 
género que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a la 
mujer, tanto en el ámbito público como en el privado”. En la Declaración y el 
Programa Acción de la  Conferencia sobre Derechos humanos, Viena 1993, se 
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enfatiza sobre la libertad como derecho fundamental de los seres humanos, el cual 
debe considerarse en igualdad para las mujeres. 
 
 La Plataforma de Acción de Beijing (1995) en el capítulo D, determina que la 
violencia en contra de las mujeres “viola, menoscaba o impide su disfrute de los 
derechos humanos y las libertades fundamentales. La inveterada incapacidad de 
proteger y promover esos derechos y libertades en los casos de violencia en 
contra de las mujeres es un problema que incumbe a todos los estados y exige 
que se adopten medidas al respecto”. (LAURENZO, 2007) 
 
A raíz de las conclusiones logradas en las conferencias, las Naciones Unidas 
encargo a un grupo de expertas de diferentes nacionalidades, la elaboración de  
un estudio sobre el problema, el cual fue presentado al Secretario General de 
dicha institución en el mes de julio de 2006 con el título “Estudio a fondo  sobre 
todas las formas de violencia contra la mujer”(ASUA, 2007) en el mismo se resalta 
la universalidad de las expresiones de violencia contra la mujer, sobre todo en el 
ámbito de las relaciones de pareja o al interior de la familia y se le asigna una 
fuente de carácter estructural en la medida en que la familia se organiza a partir de 
la división social del trabajo. 
 
A raíz de dicho informe  las Naciones Unidas decidieron conformar un grupo de 
expertas con el fin de que desarrollaran un estudio sobre la formas de violencia de 
género en diez países entre los cuales se encuentra la República de Chile, las 
autoras en su informe concluyeron que; 
 
“Violencia de género se refiere a aquellas formas mediante las cuales 
se intenta perpetuar el sistema de jerarquías impuesto por la cultura 
patriarcal. Esta adopta diferentes manifestaciones, las que se pueden 
dar en el espacio tanto público como privado, dentro de las cuales está 
el acoso laboral, el acoso sexual, la violación, el tráfico de mujeres y las 
formas de maltrato físico, social y sexual que ellas sufren en el espacio 
familiar por parte de sus parejas. En los últimos años  se ha 
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generalizado el término “femicidio” o“feminicidio” para designar los 
asesinatos de mujeres por razones de género”(LARRAIN, 2008) 
 
Frente a dicho diagnostico se pronuncia  Larrauri  manifestando que “Remitir de 
forma monocorde y exclusivas las explicaciones de la violencia contra la mujer a la 
“desigualdad estructural” en que se encuentra la mujer como si fuera la “única 
causa” constituye una simplificación”(LARRAURI, 2007),posición que es 
compartida por las autoras de la presente monografía, por cuanto esa 
simplificación puede llevar y de hecho en algunos escenarios, así ocurre, a un 
error de diagnóstico que conduce necesariamente a la adopción de políticas 
públicas que en nada contribuyen a la superación de la violencia de género. 
 
Frente a las causas generadoras del fenómeno, ajenas a la estructuración 
económica a que se hace relación en el párrafo anterior,  el estudio elaborado por 
las Naciones Unidas  llega a la conclusión; 
 
“Si bien algunas de las normas y prácticas culturales empoderan a las 
mujeres y promueven sus derechos humanos, también es frecuente que 
las costumbres, las tradiciones y los valores religiosos se utilicen para 
justificar la violencia contra la mujer. Desde hace mucho tiempo se 
menciona a algunas normas culturales como factores causales de la 
violencia contra la mujer, en particular las creencias vinculadas con las 
“prácticas tradicionales nocivas” (como la ablación o mutilación genital 
femenina, el matrimonio de niños y la preferencia por los hijos varones), 
los crímenes cometidos en nombre del “honor”, las penas 
discriminatorias impuestas en virtud de leyes de inspiración religiosa, y 
las limitaciones a los derechos de la mujer en el matrimonio. Sin 
embargo, no se han examinado adecuadamente las bases culturales de 
otras formas de violencia contra la mujer, al menos en parte debido a la 
estrechez de algunas concepciones de lo que constituye 
“cultura.”(NACIONES UNIDAS, 2006) 
 
En opinión de las autoras de la presente monografía, aparte de las causas 
señaladas en el informe no puede desconocerse que existen otras explicaciones 
factoriales de la violencia, que se pueden apreciar en el medio judicial nacional;  
entre ellas, se pueden encontrar de forma reiterativa el alcoholismo, la pobreza, la 
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agresividad, una alta falta de control del deseo sexual y una cultura totalmente 
patriarcal al interior de las familias, donde se “cosifica” la mujer como objeto del 
deseo del varón. 
 
Precisamente el estudio al que se hace referencia, al abordar el homicidio de 
mujeres como máxima expresión de la violencia contra la mujer, concluye, en su 
apartado 84: 
 
“El homicidio de mujeres por el solo hecho de ser mujeres, son 
ilustrativas de las relaciones recíprocas entre las normas culturales y el 
uso de la violencia en la subordinación de las mujeres. El feminicidio 
tiene lugar en numerosos contextos: violencia masculina dentro de la 
pareja, conflicto armado, acoso en el lugar de trabajo, litigios sobre la 
dote y protección del “honor” de la familia. Por ejemplo, los crímenes 
cometidos en nombre del “honor”, por lo común por un hermano, el 
padre, el marido u otro pariente masculino, son un medio de controlar 
las opciones de las mujeres, no sólo en la esfera de la sexualidad sino 
también en otros aspectos del comportamiento, como la libertad de 
circulación. Frecuentemente esos crímenes tienen una dimensión 
colectiva, pues la familia en su conjunto se considera lesionada por el 
comportamiento real o percibido de una mujer. A menudo tienen un 
carácter público, lo cual forma parte integral de sus funciones sociales, 
una de las cuales consiste en influir en la conducta de las otras 
mujeres. En otros contextos culturales, las preocupación por la 
sexualidad de las mujeres se manifiesta no sólo en las prácticas de 
imposición de la castidad forzosa, sino también en las formas en que la 
sexualidad femenina es convertida en una mercancía” (NACIONES 
UNIDAS, 2006) 
 
Sin duda que el papel de la organización internacional ha resultado de vital 
importancia para superación de la segregación y discriminación de la mujer en la 
medida en que en aplicación del principio de convencionalidad se ha hecho 
obligatoria para los estados miembros la implementación de políticas públicas 






3.3   CORTE PENAL INTERNACIONAL Y DERECHO DE GÉNERO 
El Tratado de Roma de 1998 (CONGRESO DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA. 
1998) a través del cual se dio vida jurídica a la Corte Penal Internacional, sin ser 
un Código Penal Internacional ha producido efectos en la legislación interna de los 
diferentes estados miembros;  el hecho de que se incluyera dentro de los delitos 
sancionables por la Corte, aquellos  delitos de carácter sexual  como crímenes de 
lesa humanidad  obligo a que los estados desarrollaran legislación interna que 
proteja de manera efectiva dichas garantías, por cuanto como se recordara la 
competencia de la  Corte es de carácter residual, en la medida en que el aparato 
judicial interno de los estados no actúen o actúen  de manera deficiente. 
 
Los estados miembros del pacto han venido ajustando su legislación interna a 
dichos parámetros;  el Estado colombiano en cumplimiento de dicho convenio 
reformó la Constitución mediante el cual se autorizó la sumisión de Colombia al 
Estatuto de Roma, se tramitó de manera urgente la Ley 742 de 2002  aprobatoria, 
y la Corte Constitucional expidió la sentencia C- 578 DE 2002 2 que determinó su 
constitucionalidad en un tiempo realmente breve. 
 
Todo ello ha obligado al Estado colombiano a realizar ajustes en la legislación 
interna a fin de proteger sus ciudadanos de la competencia de dicho organismo 
                     
2
 La Corte en sentencia C- 578 de 2002, en relación con el Estatuto de Roma y específicamente en 
lo atinente al tema de la imprescriptibilidad de los crímenes de competencia de la CPI, consideró lo 
siguiente: (i) el tratado internacional se ajusta a la Constitución, razón por la cual fue declarado 
exequible; (ii) existen siete (7) tratamientos diferentes entre el instrumento internacional y la 
Constitución, entre ellos, el referido al tema de imprescriptibilidad de los crímenes de competencia 
de la CPI; (iii) tales tratamientos diferentes fueron expresamente autorizados por el Acto Legislativo 
02 de 2001; (iv) estos últimos se aplicarán únicamente en el ámbito de competencia de la CPI, pero 
no modifican, de forma alguna, el ordenamiento jurídico interno; (v) así la acción penal o la pena 
hayan prescrito en Colombia, en relación con uno de los crímenes de competencia de la CPI, de 
llegar a presentarse los presupuestos que activan la competencia de aquélla (principio de 
complementariedad), el órgano internacional podrá investigar y sancionar a los responsables. 
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internacional y precaver la vigencia de la soberanía nacional en materia 
jurisdiccional, precisamente en cumplimiento de dicho mandato fue que se expidió 
la Ley 1719 de 2014 que consagra la imprescriptibilidad de los delitos sexuales 
cometidos en el marco del conflicto interno colombiano, la cual se estudiara de 
manera específica más adelante. 
 
Los crímenes sexuales, cometidos en el marco del conflicto interno tienen dos 
calificaciones;  los de crímenes  contra la humanidad o de lesa humanidad y de 
crímenes de guerra o violaciones graves de las leyes  y usos aplicables en los 
conflictos armados; se reitera que dichos crímenes son los contenidos en el 
artículo 7 del Convenio el cual hace relación a la violación, esclavitud sexual, 
prostitución forzada, embarazo forzado, esterilización forzada y cualquier otra 
forma de violencia sexual grave  que resulte  de igual  o mayor gravedad que las 
conductas tipificadas como tal; no sobra hacer claridad que esta tipificación, 
corresponde a la naturaleza de norma en blanco que consagra la legislación penal 
colombiana con las implicaciones punitivas que ella representa.(ALIJA, 2010) 
 
Ahora bien, la consagración del carácter de delito de lesa humanidad y crimen de 
guerra se debe entender frente a los comportamientos de los combatientes en dos 
conflictos que para la presente investigación resultan paradigmáticos; la guerra de 
Ruanda y el conflicto de Bosnia Herzegobina, en los cuales se aplicó una política 
de violencia sexual generalizada como forma de limpieza étnica. 
 
No puede la presente investigación dejar de ocuparse de la primera sentencia que 
se produjo a nivel internacional únicamente por violencia sexual contra las 
mujeres, que produjo el Tribunal Penal Internacional para Yugoslavia en el caso 
Kunarac, Kovac &Vucovic (ALIJA, 2010)  del 22 de febrero de 2001. 
 
Dicha sentencia resulta de relevancia fundamental en la medida en que se utiliza a 
nivel internacional la situación que modernamente se conoce como “crímenes de 
47 
 
contexto o dominio de la voluntad  en virtud de estructuras de poder organizadas”  
derivado del entorno hostil; modificando el requisito de que hubiera existido 
coerción o fuerza o amenaza de utilizar la fuerza contra la víctima o una tercera 
persona de su ámbito relacional.  
 
Dicha concepción se viene manejando por parte de los Tribunales internacionales 
y últimamente se ha adoptado por la Fiscalía General de la Nación en Colombia3, 
siguiendo la concepción de Roxin que establece con autoridad de doctrina; 
 
“El dominio de la voluntad se alude así a los supuestos  que en la 
posguerra han ocupado en creciente medida a la jurisprudencia y que 
se caracterizan por que el sujeto de detrás tiene a su disposición  una 
“maquinaria” personal (casi siempre organizada estatalmente) con cuya 
ayuda puede comprometer sus crímenes sin tener que delegar su 
realización a la decisión autónoma del ejecutor. Para ilustrar la 
problemática piénsese en los procesos, contra Eichmann Y Staschinski 
(ROXIN, 2014), en los que se muestran con gran claridad las 
especialidades que aquí surgen para la doctrina de la autoría” 
 
Otra de las grandes innovaciones que introduce el Tratado de Roma de 1968, que 
crea la Corte Penal Internacional es que incorpora el concepto de “género” en el 
tratamiento de las víctimas en el marco de los conflictos armados; situación 
completamente novedosa en los tratados internacionales; el articulo 7 Numeral 3 
define dicho concepto de la siguiente manera “A los efectos del presente Estatuto 
se entenderá que el término “género” se refiere a los dos sexos, masculino y 
femenino, en el contexto de la sociedad. El término “género” no tendrá más 
acepción que la que antecede” 
 
                     
3
 La Unidad de Análisis y Contextos, adscrita al Despacho del Fiscal General de la Nación, fue 
creada mediante resolución 01810 de 4 de octubre de 2012 como un instrumento de política 
criminal enfocada a enfrentar principalmente fenómenos de delincuencia organizada mediante el 
uso de herramientas de análisis criminal y creación de contextos con el objetivo de articular la 
información aislada que actualmente se encuentra en las diversas unidades de la entidad.  
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Así mismo, la jurisprudencia de los Tribunales Internacionales ha venido 
abandonado el marco de los Convenios de Ginebra que enlistaba los delitos 
sexuales como “Ataques  a la dignidad” como lo establecía el artículo 3 de los 
Convenios de  Ginebra de 1949, para comenzar a darle aplicación a la concepción 




3.4   CONVENIO DEL CONSEJO DE EUROPA SOBRE PREVENCIÓN Y LUCHA 
CONTRA LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LA VIOLENCIA 
DOMÉSTICA. 
Producto del trabajo de prevención, erradicación y concientización que ha 
desarrollado la comunidad internacional, se han venido construyendo ¡y 
desarrollando mecanismos de alcance regional, en busca  de conseguir los 
mismos objetivos, es decir, la prevención, erradicación y sensibilización sobre las 
dimensiones del problema de la violencia contra la mujer;  tocando incluso países 
y regiones donde la violencia de género y especialmente contra la mujer se 
aprecia como una situación  culturalmente aceptable. Hablamos de los países con 
influencia religiosa o cultural del Islamismo y formación musulmán. 
 
Cuando se analiza  la labor desarrollada por las Naciones Unidas en la prevención 
y erradicación de todas las formas de violencia o discriminación contra la mujer, se 
hizo referencia de manera tangencial, el cómo el concepto tradicional de 
soberanía ha dado pasos hacia  su desaparición , en la medida en que se avanza 
hacia el desarrollo y la implementación de las directrices del convencionalismo, en 
otras palabras, ya no es el legislador de los estados nacionales el que crea e 
implementa la normatividad bajo su propia iniciativa, sino que son los 
compromisos multilaterales y de bloque los que obligan a orientar el trabajo 
parlamentario en la dirección determinada por las convenciones internacionales. 
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Lo acertado o equivocado de dicha política, que es tendencia internacional, no es 
algo que se discuta en al presente investigación. 
 
Con la anterior premisa los estados pertenecientes al Consejo de Europa y 
algunos otros que sin hacer parte de dicho organismo internacional participaron 
voluntariamente  expidieron el Convenio sobre prevención y lucha contra la 
violencia contra las mujeres y la violencia doméstica, suscrito en Estambul - 
Turquía en mayo de 2011. En el mismo se recoge la filosofía y directrices de los 
diferentes tratados y convenios  orientados a la eliminación de toda forma de 
violencia y discriminación contra el ser humano lo lleva la especialización de la 
eliminación de todas las formas de violencia contra la mujer. 
 
Ahora bien, el convenio se estructura a partir de las siguientes  recomendaciones 
del Consejo de Ministros a los Estados del Consejo de Europa: Recomendación 
Rec (2002)5 sobre la protección de las mujeres contra la violencia, 
Recomendación CM/Rec (2007)17 sobre normas y mecanismos de igualdad entre 
las mujeres y los hombres, Recomendación CM/Rec (2010)10 sobre el papel de 
las mujeres y de los hombres en la prevención y solución de conflictos y la 
consolidación de la paz, y las demás recomendaciones pertinentes; Teniendo en 
cuenta el volumen creciente de la jurisprudencia del Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos que establece normas importantes en materia de violencia 
contra las mujeres; Considerando el Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos (1966), el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (1966), la Convención de las Naciones Unidas sobre la eliminación de 
todas las formas de discriminación contra la mujer (“CEDCM”, 1979) y su 
Protocolo facultativo (1999) así como la Recomendación general nº 19 del Comité 
de la CEDCM sobre la violencia contra la mujer, la Convención de las Naciones 
Unidas sobre los Derechos del Niño (1989) y sus Protocolos facultativos (2000) y 
la Convención de las Naciones Unidas sobre los Derechos de las Personas 
Discapacitadas (2006); Considerando el Estatuto de Roma de la Corte Penal 
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Internacional (2002); Recordando los principios básicos del derecho humanitario 
internacional, y Reconociendo que la violencia contra las mujeres es una 
manifestación de desequilibrio histórico entre la mujer y el hombre que ha llevado 
a la dominación y a la discriminación de la mujer por el hombre, privando así a la 
mujer de su plena emancipación (www.boe.es/boe/dias/2014/06/06/pdfs/BOE-A-
2014-5947.pdf). 
 
El Tratado  se centra en la prevención, detección y represión contra todas las 
formas de violencia contra la mujer y hace especial énfasis en la violencia al 
interior de la familia,  ello en razón, a que es allí donde se origina en las primeras 
formas de violencia  y discriminación social de la mujer, igualmente porque se 
parte de una realidad , cuál es qué es desde la misma cultura donde se reproduce 
de manera constante y tradicional la idea de que la violencia contra el sector 
femenino históricamente se encuentra justificada. 
 
Continuando con los considerandos sobre los que se fundamenta el convenio se 
expresa “ Reconociendo con profunda preocupación que las mujeres y niñas se 
exponen a menudo a formas graves de violencia como la violencia doméstica, el 
acoso sexual, la violación, el matrimonio forzoso, los crímenes cometidos 
supuestamente en nombre del “honor” y las mutilaciones genitales, que 
constituyen una violación grave de los derechos humanos de las mujeres y las 




A renglón seguido el convenio se ocupa de su ámbito de aplicación en donde 
estatuye que el mismo se aplicará a todas las formas de violencia contra las 
mujeres, incluida la violencia doméstica, que afecta a las mujeres de manera 
desproporcionada, así mismo hace especial énfasis en que los Estados miembros 
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garantizar de manera especial su aplicación en los estados de conflicto armado, 
sea este interno o internacional. 
 
En su artículo 3 el convenio se ocupa de definir qué se entiende por “violencia 
contra las mujeres”. Estatuyendo que se deberá entender una violación de los 
derechos humanos y una forma de  discriminación contra las mujeres, y desechará 
todos los actos de violencia basados en el género que implican o pueden implicar 
para las mujeres daños o sufrimientos de naturaleza física, sexual, psicológica o 
económica, incluidas las amenazas de realizar dichos actos, la coacción o la 
privación arbitraria de libertad, en la vida pública o privada. Mientras que por 
“violencia doméstica” se entenderán todos los actos de violencia física, sexual, 
psicológica o económica que se producen en la familia o en el hogar o entre 
cónyuges o parejas de hecho antiguos o actuales, independientemente de que el 
autor del delito comparta o haya compartido el mismo domicilio que la víctima” 
(IBIDEM) 
 
Los estados participantes en dicho convenció se comprometieron, y así lo dejaron 
consignado en el tratado,  a tomar todas las medidas legislativas y otras para 
prevenirla, en particular, indicando en sus constituciones nacionales o en cualquier 
otro texto legislativo adecuado el principio de la igualdad entre mujeres y hombres, 
garantizando la aplicación efectiva del mencionado principio; prohibiendo la 
discriminación contra las mujeres, recurriendo incluso, en su caso, a sanciones; 
derogando todas las leyes y prácticas que discriminan a la mujer. 
 
El tratado consciente de que la norma jurídica es de ninguna manera la solución 
adecuada o suficiente para la erradicación de una cultura tradicional y patriarcal 
que permite su reproducción de manera continuada adoptaron dentro de la misma 
convención que a nivel interno cada estado implementara las medidas necesarias 
para promover los cambios socio culturales a nivel de la sociedad en general que 
permita la eliminación de toda practica basada en la inferioridad de la mujer o en 
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los roles tradicionales con los que se califica socialmente la diferenciación entre 
hombre y mujeres, así como impulsaran dentro de la educación los mecanismos 
que permitan superar las expresiones de violencia de género. 
 
 
3.5   VIOLENCIA DE GÉNERO Y DERECHO EN CHILE. 
La situación y el tratamiento del problema de la violencia de género en la sociedad 
chilena no es muy diferente a los demás países de Latinoamérica. El Estado 
Chileno como integrante de diversos grupos internacionales ha suscrito diversos 
convenios y tratados en los cuales se  compromete a desarrollar los mecanismos 
destinados a la erradicación de la violencia de género: Dentro de dichos pactos y 
tratados podemos destacar la Declaración Universal de Derechos Humanos; el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales; la Convención Americana de 
Derechos Humanos; la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de 
Discriminación contra la Mujer; la Convención Interamericana para Prevenir, 
Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer; la Convención de los Derechos 
del Niño y la Niña; la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, 
Inhumanos o Degradantes; la Convención contra la Delincuencia Organizada 
Transnacional. También es signatario de los documentos emanados de la 
Conferencia Mundial de Derechos Humanos (Viena, 1993), la Conferencia 
Internacional sobre Población y Desarrollo (El Cairo, 1994) y la Conferencia 
Mundial de la Mujer (Beijing, 1995), los cuales ha venido incorporando en su 
legislación interna o aplicando vía bloque de constitucionalidad.4 
                     
4
 La Constitución Chilena, reformada en 1989, artículo 5°, inciso 2:“El ejercicio de la soberanía 
reconoce como limitación el respeto a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza 
humana. Es deber de los órganos del Estado respetar y proveer tales derechos, garantizados por 






Chile ha desarrollado, igual que el Estado colombiano,  un amplio repertorio legal 
de garantía y protección  de la mujer contra la violencia en todos sus formas y 
para todos los ámbitos; comenzando con el Decreto Supremo 789 de 1989;  la Ley 
19.617 sobre Delitos Sexuales, de 1999. A partir del año 2005 se han promulgado 
otras cuatro leyes al respecto: la Ley 20.066, que sustituyó a la Ley 19.325 sobre 
Violencia Intrafamiliar de 1994; la Ley 19.968, que creo los Tribunales de Familia; 
la Ley 20.030, que modificó el Código Civil en lo referido al reclamo de maternidad 
o paternidad y que obliga a la prueba de ADN para el reconocimiento de la filiación 
de descendientes no reconocidos; y la Ley 20.005, que tipificó y sancionó el acoso 
sexual, además de modificar el Código del Trabajo. Finalmente, en el año 2012 se 
promulgó la Ley 20.609 contra la Discriminación. 
 
Pese a los esfuerzos legislativos a que venimos haciendo referencia el Código 
Civil Chileno, conserva la vieja institución de que el marido es el jefe de la 
sociedad conyugal; en los siguientes términos; “….. como tal administra los bienes 
sociales y los de su mujer; sujeto, empero, a las obligaciones y limitaciones que 
por el presente Título se le imponen y a las que haya contraído por las 
capitulaciones matrimoniales….” 
 
La Ley 20.066 define la violencia intrafamiliar como todo maltrato que afecte la 
vida o la integridad física o psíquica de quien tenga o haya tenido la calidad de 
cónyuge o una relación de convivencia con el agresor y reconoce como un delito 
el maltrato habitual. La norma crea el Servicio Nacional de la Mujer (Sernam) la 
función de proponer a la Presidencia de la República las políticas públicas en 
beneficio de los derechos y erradicación de la violencia de género, cumple las 
funciones de planeación y diseño, su función es interdisciplinaria con las demás 
unidades del Estado e igualmente y tiene amplias facultades para representar y 
hacerse parte en cualquier proceso judicial; en otras palabras, es el equivalente al 




No obstante, la existencia de esa amplia normatividad la implementación de las 
políticas públicas en que se haya comprometido el Estado Chileno, la violencia 
contra la mujer se reproduce cada día al interior de las comunidades, en el ámbito 
laboral, en la comunidad y lo que es más preocupante al interior de la familia. 
Chile enfrenta formas de violencia, que no se presentan en todos los países 
latinoamericanos y es contra los sectores originarios (indígenas) y contra los 
migrantes. En efecto, la violencia contra los sectores originarios; ha tenido 
existencia históricamente, las comunidades Mapuche (Nación Mapuche) siempre 
han recibido un tratamiento discriminatorio y la misma sociedad justifica dichas 
comportamientos, esos comportamientos discriminatorios se aplica indistintamente 
contra Hombres, mujeres y niños pertenecientes a esa etnia, pero se acentúa 
contra la mujer; dicho comportamiento social fue estimulado por amplios sectores 
afines con la dictadura en las décadas setenta y ochenta del siglo que acaba de 
terminar. 
 
De otro lado la globalización de la estructura económica chilena hizo muy atractiva 
su economía, amplios sectores de migrantes, sobre todo de mujeres, buscaron su 
inserción en su mundo laboral y productivo, contra esos sectores se viene 
aplicando  prácticas discriminatorias, a nivel laboral y sexual sobre todo.5 
 
La dictadura padecida por el país desarrolló formas culturales de control social que 
recibieron su aprobación en una sociedad ampliamente fracturada y dividida, en 
                     
5
 Encuesta Nacional de Victimización por Violencia Intrafamiliar y Delitos Sexuales, realizada por el 
Ministerio del Interior en el año 2008, informó que la prevalencia de cualquier tipo de violencia 
doméstica contra las mujeres de 15 a 59 años alcanzaba un 35,7%. Del total de estas mujeres, el 
32,6% había sido simultáneamente víctima de violencia psicológica, física y sexual. Los principales 
riesgos identificados para las mujeres de 15 a 59 años que vivían violencia psicológica eran: a) 
mantener relaciones abusivas/controladoras con su pareja (49%); b) poseer creencias que 
justificaban las agresiones contra la mujer (46,8%); c) haber sido víctima de violencia física en la 
infancia (42%) (Ministerio del Interior y Desuc, 2008). 
55 
 
efecto, la llamada violencia estructural/institucional contra las mujeres, practicada 
en el marco de las instituciones del Estado, por sus órganos y agentes. Estas 
modalidades de violencia se aplican para ejercer control social, señalándose que 
este elemento es central, pues el control social incluye –cuando se trata de 
género– la mantención de estructuras y relaciones de poder, así como prácticas 
sociales que están “normalizadas” en el orden de género hegemónico, que no 
reconoce, discrimina y vulnera derechos, principalmente de las mujeres, pero 
también de los hombres (OEGS. 2013). 
 
 
3.6   VIOLENCIA DE GÉNERO Y DERECHO EN ARGENTINA 
Respecto a la definición de las diferentes modalidades de violencia que se ejercen 
contra las mujeres el legislador argentino ha realizado de manera normativa una 
definición de manera taxativa de las diferentes formas de violencia que sufre la 
mujer en su ámbito social, de la siguiente manera; 
 
a) Violencia doméstica: aquella ejercida contra las mujeres por un integrante del 
grupo familiar, independientemente del espacio físico donde ésta ocurra, que dañe 
la dignidad, el bienestar, la integridad física, psicológica, sexual, económica o 
patrimonial, la libertad, comprendiendo la libertad reproductiva y el derecho al 
pleno desarrollo de las mujeres. Se entiende por grupo familiar el originado en el 
parentesco sea por consanguinidad o por afinidad, el matrimonio, las uniones de 
hecho y las parejas o noviazgos. Incluye las relaciones vigentes o finalizadas, no 
siendo requisito la convivencia. 
 
b) Violencia institucional: aquella realizada por las/los funcionarias/os, 
profesionales, personal y agentes pertenecientes a cualquier órgano, ente o 
institución pública, que tenga como fin retardar, obstaculizar o impedir que las 
mujeres tengan acceso a las políticas públicas y ejerzan los derechos previstos en 
esta ley. Quedan comprendidas, además, las que se ejercen en los partidos 
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políticos, sindicatos, organizaciones empresariales, deportivas y de la sociedad 
civil. 
 
c) Violencia laboral: aquella que discrimina a las mujeres en los ámbitos de trabajo 
públicos o privados y que obstaculiza su acceso al empleo, contratación, ascenso, 
estabilidad o permanencia en el mismo, exigiendo requisitos sobre estado civil, 
maternidad, edad, apariencia física o la realización de test de embarazo. 
Constituye también violencia contra las mujeres en el ámbito laboral quebrantar el 
derecho de igual remuneración por igual tarea o función. Asimismo, incluye el 
hostigamiento psicológico en forma sistemática sobre una determinada 
trabajadora con el fin de lograr su exclusión laboral. 
 
d) Violencia contra la libertad reproductiva: aquella que vulnere el derecho de las 
mujeres a decidir libre y responsablemente el número de embarazos o el intervalo 
entre los nacimientos. 
 
e) Violencia obstétrica: aquella que ejerce el personal de salud sobre el cuerpo y 
los procesos reproductivos de las mujeres, expresada en un trato deshumanizado, 
un abuso de medicalización y patologización de los procesos naturales. 
 
f) Violencia mediática: aquella publicación o difusión de mensajes e imágenes 
estereotipados a través de cualquier medio masivo de comunicación, que de 
manera directa o indirecta promueva la explotación de mujeres o sus imágenes, 
injurie, difame, discrimine, deshonre, humille o atente contra la dignidad de las 
mujeres, como así también la utilización de mujeres, adolescentes y niñas en 
mensajes e imágenes pornográficas, legitimando la desigualdad de trato o 
construya patrones socioculturales reproductores de la desigualdad o generadores 
de violencia contra las mujeres.6 
                     
6
 En argentina hay actividades que abarcan la capacitación para profesionales de la comunicación; 





3.7   VIOLENCIA DE GÉNERO EN ESPAÑA 
En España la mujer sufre los mismo procesos de victimización que en los demás 
países hispanoamericanos; en efecto con la terminación de la dictadura  en 1975, 
tras la muerte de Francisco Franco, la sociedad española  sufrió un drástico 
cambio en sus comportamientos sociales, en efecto, ocurrió un amplio movimiento 
social, en donde la mayoría de las minorías, válgase el termino,  se hicieron 
visibles después de  más de cuarenta años de invisibilidad; movimientos de 
liberación Homosexual, Colectivos de Mujeres, veteranos de la guerra Civil y 
llegada de inmigrantes en forma masiva, hicieron que la cultura cerrada de la era 
franquista se cuestionara hasta producir el pacto político que dio origen a la 
Constitución de 1978; en la cual se consagraron formas de participación 
democrática para todos los sectores sociales. No se puede desconocer en el 
presente análisis la importancia de las Naciones Unidas, con sus resoluciones y 
convenciones,  a que se hizo referencia en forma anticipada,  que de manera 
efectiva influyeron en los movimientos sociales que finalmente obligarían a las 
Cortes Españolas a darle el trámite  a la normatividad y a la creación de 
instituciones encargadas de la protección de la mujer contra la violencia de 
género. 
 
Sin embargo,  pese a ello la violencia de género no  sufrió ninguna modificación en 
la medida en que como ha quedado demostrado en el desarrollo de la presente 
monografía es un problema cultural muy arraigo al interior de la sociedades; fue a 
instancias de un movimiento popular que obligaron al gobierno a presentar el 
proyecto que posteriormente se convertiría en la Ley Orgánica No. 1 de 2004 o 
                                                               
el debate ciudadano; la producción de campañas audiovisuales; y la construcción de materiales 
que sirven de insumo para la práctica profesional y para motivar la reflexión de la sociedad sobre la 
problemática, de la violencia mediática contra las mujeres. Ley 26.485  
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Ley Integral contra la violencia de género, el cual resulto aprobado por todos los 
movimientos  y partidos políticos españoles.(BARRÉRE. 2008) 
 
Esta ley, en su artículo 1.1., define la violencia de género como aquella que, 
“como manifestación de la discriminación, la situación de desigualdad y las 
relaciones de poder de los hombres sobre las mujeres, se ejerce sobre éstas por 
parte de quienes sean o hayan sido sus cónyuges o de quienes estén o hayan 
estado ligados a ellas por relaciones similares de afectividad, aun sin convivencia”, 
y “comprende todo acto de violencia física y psicológica, incluidas las agresiones a 
la libertad sexual, las amenazas, las coacciones o la privación arbitraria de 
libertad.” 
 
A partir de la entrada en vigencia de la normatividad contra la violencia de género 
se vienen desarrollando actividades de promoción, sensibilización y una ardua 
labor de los colectivos de mujeres que han visibilizado de manera efectiva el 
problema y han conseguido disminuir las tasas de violencia, sin embargo, se 
siguen presentando 
 
En la norma se crea el llamado Observatorio Estatal de Violencia sobre la Mujer, 
institución que fue reglamentada mediante el decreto real 253 de 2006, en el cual 
se le fijan las funciones de asesoramiento, evaluación, colaboración institucional, 
elaboración de informes y estudios y propuestas de actuación en materia de 
violencia de género. Está adscrito a la Secretaría de Estado de Servicios Sociales 
e Igualdad a través de la Delegación del Gobierno para la Violencia de Género.  
 
La Ley Integral contra la violencia de género reconoce una serie de derechos 
subjetivos a las mujeres víctimas de violencia con su independencia de su origen, 
religión o cualquier otra condición: 
 Derecho a ser informadas y asesoradas. 
 Derecho a asistencia social integral a través de servicios sociales. 
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 Asistencia jurídica para todas las víctimas, gratuita para las que acrediten 
insuficiencia de recursos. Además las víctimas tienen la misma dirección letrada y 
especializada para los procesos penales civiles o administrativos que se puedan 
instar. 
 Derechos laborales y prestaciones de la seguridad social, como el derecho 
a reducción o reordenación del tiempo de trabajo, la movilidad geográfica, al 
cambio de centro de trabajo, a la suspensión de la relación laboral con reserva del 
puesto de trabajo y a la extinción del contrato de trabajo. 
 Derechos económicos a las víctimas con escasos recursos, cuando sus 
rentas mensuales no superen el 75% del salario mínimo interprofesional. 
 
Las mujeres extranjeras tienen una doble forma de victimización en la sociedad 
española; primero sufren discriminación por su condición de extranjeras y segundo 
por su condición de mujer, sin embargo el legislador expidió la Ley 4 de 2000, en 
dicha legislación se consagro que las mujeres extranjeras gozaran de los 
derechos consagrados  en el Título I de la Constitución Española y los tratados 
Internacionales suscritos por el Estado Español.  Respecto a la seguridad social  
de las mujeres extranjeras tienen derecho a la protección de todo habitante 
nacional o extranjero en España, tratándose de mujeres colombianas en España, 
ambos estados suscribieron un convenio mediante el cual la seguridad social y los 
derechos pensiónales se conservan en cualquiera de los estados donde se cotice 
o desarrolle su actividad laboral. Es decir, además de la protección normal que 
como habitante en España se cuenta tiene la facilidad de seguir construyendo su 
régimen pensional y a que se le garantice la salud en las condiciones en que se 
disfrutaba en Colombia. 
 
El cuadro que se incluye a continuación tiene como finalidad demostrar lo 
planteado como hipótesis al problema de investigación, el lector puede apreciar, 
que no se ha dado una modificación extraordinaria en el comportamiento de la 
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violencia contra la mujer en España, pese a la promulgación de la norma y los 












Fuente: Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, Subdirección 
General de Sensibilización, Prevención y Conocimiento de la Violencia de Género 
(Delegación del Gobierno para la Violencia de Género). Los datos de 2003 a 2005 
proceden del Instituto de la Mujer, siendo su fuente la información facilitada por los 
medios de comunicación. A partir de 2006. 
 
 
3.8   VIOLENCIA DE GÉNERO EN TURQUÍA 
Turquía  junto con Pakistán y Palestina son los países, a nivel mundial, donde más 
violencia contra la mujer se presenta; el problema en este país es completamente 
cultural, en el año 2011, precisamente cuando se celebraba la reunión del Consejo 
de Europa que finalizaría con la suscripción del Convenio sobre prevención y 
lucha contra la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica, se efectuó 
una encuesta que arrojo que el 28% de los encuestados consideró que la violencia 
contra las mujeres es esencial: Esto debe hacerse precisamente para 
disciplinarlas. Y un  34% dijo que se consideraban moderados y que la violencia 
dentro del matrimonio se ofrece sólo “ocasionalmente” y de forma “necesaria”  eso 
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significa que el 62% de la población masculina ve en ese país, la violencia contra 
la mujer como una cuestión licita,  natural y culturalmente aceptable. 
(www.alertadigital.com/.../el-62-de-los-turcos-esta-a-favor-de-la-violen- cia...). 
 
El parlamento de Turquía aprobó la  ley contra la violencia de género, siguiendo 
los lineamientos del tratado; en efecto, la nueva normatividad fue aprobada por el 
parlamento el 8 de marzo de 2012, es de origen gubernamental y busca erradicar 
y prevenir cualquier forma de violencia contra la mujer. Constituyéndose así en el 
primer país en aprobar e incorporar  a su legislación interna el  Convenio Europeo 
contra la Violencia de Genero. 
 
Los principios orientadores de la nueva normativa son los señalados en la 
principialistica del convenio a que venimos haciendo relación; y el trabajo de 
sensibilización y erradicación de costumbres  que reproducen la cultura patriarcal 
lo vienen haciendo las organizaciones de mujeres de ese país. 
 
Cuando se habla de “Crímenes de Honor” en medios latinoamericanos y en 
general en países de cultura occidental, la mayoría de las personas consideran 
que es un fenómeno superado desde la edad media. Pues bien las estadísticas de 
dicho comportamiento en la sociedad turca contradicen en forma contundente 
dicho imaginario, al respecto la Asamblea Nacional turca creó en 2006 una 
Comisión para investigar los Crímenes de Honor. Esta comisión contó 332 casos 
entre 2006 y 2010 sobre todo en el este del país. El Ministerio de Justicia indicó 
que el número de casos estaba aumentando drásticamente, pasando de 66 en 
2002 a 953 en 2009. En 2010 la Asociación Derechos Humanos denuncio que 46 








3.9   VIOLENCIA DE GÉNERO EN FRANCIA 
En la culta y liberal República Francesa también se presenta la práctica de la 
violencia de género; con dos agravantes, es decir, además del comportamiento 
sexista de los nacionales, los franceses han desarrollado un cultura de 
discriminación contra las inmigrantes7 y tienen que soportar la violencia que 
ejercen los inmigrantes dentro de sus propias comunidades contra la mujer; y 
respecto a sus autoridades, la policía es muy dada a la discriminación  sobre todo 
cuando se trata de africanos y miembros de  la comunidad Árabe8el gobierno 
nacional francés prohibió el uso de la Burka y el velo9 lo que ha generado una ola 
de enfrentamientos entre las mujeres musulmanas y la policía. 
 
En Francia excepcionalmente se comenten los llamados delitos de honor contra la 
mujer, por parte de sus ciudadanos, no así en  las comunidades de inmigrantes, 
sobre todo, de personas provenientes del Oriente Medio, en donde aún se da con 
mucha frecuencia. Una vez establecidos en Europa, algunos inmigrantes intentan 
reforzar sus tradiciones comunitarias, Temen que sus hijos se alejen del modelo 
en él que ellos mismos fueron formados. Sabemos, por ejemplo, que un gran 
número de familias tradicionalistas, provenientes el Oriente medio,  abogan por el 
matrimonio con alguien de la misma comunidad de origen; dentro de esos 
                     
7
 El Comité para la eliminación de la discriminación racial de la ONU (CERD) ha denunciado en 
Ginebra el aumento de actos racistas en Francia y las medidas gubernamentales contra algunas 
minorías. FRANCIA/ONU - Artículo publicado por Viernes 13 Agosto 2010 - Ultima modificación el 
Viernes 13 Agosto 2010 - http://www.espanol.rfi.fr/francia/20100813-francia-criticada-en-la-onu-por-
discriminacion 
8
 La situación es tan preocupante que en una encuesta realizada  a finales de abril del 2014; El 63 
% de las 2273 personas encuestadas considera los motivos étnicos como los que mueven a Policía 
a la hora de realizar los controles, una cifra que llega hasta el 83 % en el caso de los consultados 
de origen norteafricano.  
9
 El Estado Francés prohibió mediante una ley de origen gubernamental el uso de estas prendas 
en espacios públicos. 
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comportamientos se encuentra el matrimonio acordado o forzoso, que es una de 
las costumbres más controvertidas para los jóvenes inmigrantes de segunda, 
tercera o cuarta generación. Su negación a cumplir esta práctica podría explicar 




3.10   VIOLENCIA DE GÉNERO EN LOS EMIRATOS ÁRABES 
Los Emiratos Árabes Unidos es uno de los estados donde la violencia de género 
se admite y se justifica de manera cultural, en efecto, es uno de los pocos estados 
que no ha ratificado la Convención Contra Todas las formas de Violencia contra la 
Mujer de las Naciones Unidas 
 
La Constitución Política de dicho país consagra en su parte dogmática todas las 
garantías constitucionales de los Derechos fundamentales, los cuales se 
encuentran incorporados en los artículos sobre los derechos y libertades públicas. 
Igualmente su Carta Política tiene carácter normativo, es decir, sus disposiciones 
tienen precedencia sobre la legislación y las normas ordinarias, la norma 
constitucional está dotada de fuerza vinculante. Al tratar  de los derechos y las 
libertades públicas, los autores de la Constitución de los Emiratos Árabes Unidos 
utilizaron como guía los derechos, las libertades y las garantías reconocidas en la 
Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados internacionales sobre 
derechos humanos. Por lo cual, la Constitución incluye la mayor parte de los 
derechos consagrados en esos instrumentos internacionales 
 
Al revisar el capítulo III de dicha  Constitución que  trata sobre los derechos, las 
libertades y las obligaciones públicas. El lector se encuentra con un sinnúmero de 




Artículo 25: "Todas las personas son iguales ante la ley y no se harán 
distinciones entre los ciudadanos de la Federación por motivos de raza, 
nacionalidad, creencias religiosas o situación social". 
 
Artículo 26: "Se garantiza la libertad personal a todos los ciudadanos y 
nadie puede ser arrestado, registrado ni detenido de forma que no esté 
de acuerdo con la ley. Nadie puede ser sometido a tortura ni a tratos 
degradantes". 
 
Pese a dichas normas de carácter constitucional se expiden leyes totalmente 
contrarios a su espíritu; resulta necesario hacer claridad que los Emiratos Árabes 
Unidos, es un Estado Federal y en consecuencia las normas de ese Estado 
priman sobre las normas que se expiden en cada uno de los estados que lo 
componen; ello para hacer claridad,  del porqué se afirma que resulta 
contradictorio lo estatuido en la Constitución  frente a lo que expide el legislador 
ordinario; pues precisamente el parlamento expidió en el año 2005 una ley 
denominada Código de Estatuto Personal (www.academia.edu 
/5705706/_El_c%C3%B3digo_de_estatuto_personal_de_Emiratos_%C3%81rabes
_Unidos_I_)  en la cual incluyo en su artículo 334.1 normas completamente 
discriminatorias en relación a la mujer10 
 
Así mismo,  la realidad en la práctica es muy diferente cuando se trata de mujeres, 
en la actividad de la justicia, se expiden sentencias que de manera abierta 
legitiman la violencia contra la misma, pues el marido tiene la posibilidad de 
                     
10
 Artículo 334. 1. Cuando hay una combinación de herederos masculinos y femeninos:  
(a) Cuando el difunto tiene una o más hijas y uno o más hijos; 
(b) Cuando el difunto tiene una o más nietas y uno o más nietos que son del mismo grado de 
ascendencia o inferior, si es necesario para evitar su exclusión; un varón de mayor ascendencia, 
sin embargo, la excluirá; 
(c) Cuando el difunto tiene una o más hermanas y uno o más hermanos; y 
(d) Cuando el difunto tiene una o más medios hermanas y uno o más medios hermanos. 2. En tales 




castigar físicamente a las mujeres de su hogar y a los menores que convivan en 
él, para probar el aserto de  esta manifestación,  resulta muy ejemplar la sentencia 
expedida por el Tribunal Superior de  los Emiratos, que sanciono con multa a un 
varón que castigo físicamente a su mujer, pero el castigo, no lo fue por la agresión 
sino porque se excedió y dejo marcas físicas en el cuerpo de la víctima.11 
 
Pese a lo cual, se han expedido normas destinadas a morigerar de alguna forma 
comportamientos ofensivos contra mujeres, tal es el caso, de la ley destinada la 
prevención de las formas de explotación, especialmente de las mujeres y los 
niños, que en su artículo primero define la trata de personas como el 
reclutamiento, traslado, deportación o recepción de personas por medio de la 
fuerza o la amenaza de uso de la fuerza o por otros medios coercitivos, mediante 
secuestro, engaño, perfidia, uso indebido de la autoridad o aprovechamiento ilícito 
de su situación de debilidad, concediendo o recibiendo sumas de dinero o 
privilegios para obtener la anuencia de otra persona para su explotación. 
 
La misma norma se encarga de definir que por explotación se entiende "toda 
forma de explotación sexual, el aprovechamiento de la prostitución ajena, el 
trabajo forzoso, la esclavización o las prácticas asimilables a la esclavitud, la 
subyugación o la extirpación de órganos". 
 
La situación en ese país para las mujeres y los niños, frecuentemente sometidos a 
la violencia masculina es tan grave, que llevo a que la Sociedad de la Medialuna 
Roja de los Emiratos Árabes Unidos, entidad equivalente a la Cruz Roja 
Internacional en Occidente,  a expedir la Resolución Nº 1 de 2008 disponiendo el 
                     
11
 El Tribunal Superior de Justicia de los Emiratos Árabes Unidos dio a conocer en noviembre de 
2013 una decisión tomada a principios de mes en donde establecen que de acuerdo con la Sharia 
o ley islámica, un esposo puede golpear legítimamente a su esposa y a sus hijos, siempre que 




establecimiento, en dicho Estado, de refugios para mujeres y niños,  que sean 




3.11   VIOLENCIA DE GÉNERO EN HOLANDA.  
Holanda como parte del Consejo de Europa fue pionero en expedir e implementar 
normatividad destinada a la protección de la violencia de género. El problema de 
la violencia de género  en dicho país es muy semejante a todos los países de la 
Comunidad Europea, sin embargo,  dicha nación  presenta dos situaciones que 
merecen especialísima consideración,  en la presente investigación; en primer 
lugar  es necesario abordar el tratamiento de la  prostitución y un segundo aspecto  
que merece la atención de las investigadoras es, la violencia que se viene 
ejerciendo contra los varones, al punto que es uno de los primeros países que ha 
venido creando refugios para hombres víctimas de la violencia doméstica y de 
género y finalmente que se empieza a tratar la violencia de género en las nuevas 
tecnologías. 
 
3.10.1   El problema de la Prostitución. El auge del turismo y la relativa seguridad 
ciudadana con la cual ha contado la mayoría de los países bajos, desde los años 
setenta, hizo que estos se enfrentaran con el problema de la prostitución 
fenómeno que como en la mayoría de los países europeos no  estaba ni prohibida 
ni legalizada, pero socialmente tolerada. Se afirma al principio del presente 
párrafo, que uno de los factores que influyen en el aumento de la prostitución es el 
turismo, dicha afirmación, no es para nada gratuita, en efecto, la misma situación 
sufre ciudades como Cartagena (http://www.semana.com/nacion/articulo/ 
cartagena-pasion/257186-3:) y la Habana (http://profesorcastro.jimdo.com/la-





La violencia generada en el tráfico del comercio sexual,  las enfermedades y el 
surgimiento de verdaderas empresas prestadoras de dichos servicios hizo 
necesario para las autoridades su regulación sanitaria laboral e implementar 
nuevas medidas a fin de controlar la violencia de género que se origina en dichas 
relaciones, así como el auge del tráfico de mujeres y niños con fines de 
explotación sexual. 
 
La reglamentación estableció la libertad para que las personas sin  importar su 
sexo puedan ejercer de manera profesional su actividad de prostitución; con la 
autorización  y deber de protección de las autoridades policivas; sin embargo el 
legislador de manera previsiva conservo una serie de normas destinadas a la  
persecución de conductas tales como la trata de personas, en esa dirección el 
artículo 250 del Código Penal holandés penaliza la trata de personas para su 
prostitución, la prostitución forzosa y la de menores con "una pena máxima de 
ocho años" de prisión. 
 
Los burdeles y centros de prostitución entraron así a funcionar como verdaderas 
empresas; a los cuales se les exige garantías locativas, de seguridad social y 
seguridad personal de las personas que ejercen dicha actividad al servicio de 
estos establecimientos. Especial consideración merecen la situación de las 
mujeres extranjeras que ejercen la prostitución en Holanda que  según 
estadísticas oficiales puede llegar al 90% de quienes laboran como prostitutas. Sin 
embargo, según estudios oficiales,  dicha ley,  que fue expedida en el año 2000 no 
resulto de utilidad para erradicar la clandestinidad, la explotación de menores y la 




3.11.2   Delitos de género y nuevas tecnologías.   Como se dijo al principio del 
presente apartado, Holanda no presenta unas condiciones especiales frente a los 
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demás países de la Comunidad Europea respecto al tema objeto de la presente 
investigación; pero ahora, como casi todo el mundo debe enfrentar nuevas formas 
de agresión y victimización de la mujer, a través de las nuevas tecnologías, entre 
ellas se pueden distinguir; 
 El ciberbulling o ciberacoso, consiste en una agresión psicológica, 
sostenida y repetida en el tiempo, perpetrada por los sujetos contra su pareja o ex 
pareja, utilizando para ello las nuevas tecnologías por medio de cualquier 
plataforma o escenario virtual como el correo electrónico, SMS, whatsapp, redes 
sociales, blogs o foros. 
 El stalking o acecho, íntimamente ligada a la anterior conducta, es una 
forma de acoso que consiste en la persecución ininterrumpida e intrusiva a un 
sujeto con el que se pretende establecer un contacto personal contra su voluntad, 
sirviéndose para ello de las TIC. 
 El sexting, se vincula al envío de mensajes de texto vía SMS, MMS o 
similares, de imágenes tomadas por el agresor o grabados por la protagonista de 
los mismos de carácter sexual desde dispositivos móviles de comunicaciones, con 
el fin de dañar el honor e imagen de la mujer. Y que cuando la pareja se separa y 
se utiliza dicho material por parte de la ex pareja como un elemento para vejar o 
incluso chantajear a la mujer protagonista de las imágenes, daría lugar a 
la extorsión, que sería el chantaje en el que alguien utiliza esos contenidos para 
obtener el retorno sentimental de la víctima, o ejerce una situación de control o 
dominio sobre ella, amenazando con su publicación. (GARCIA, 2013) 
 
La transcripción que antecede hace parte de la ponencia presentada  ante el 
congreso de estudio de la Violencia contra la Mujer celebrado en Sevilla España 
en el año 2013 y que por ahora se detecta como nuevas formas de victimización, 






3.12   VIOLENCIA DE GÉNERO EN BÉLGICA.  
Bélgica cuenta con un amplio repertorio de normas destinas a la erradicación y 
prevención de los delitos de género, pero sin duda la norma que pudiéramos 
llamar rectora sobre el tema es la Ley Sobre Violencia de Género expedida en el 
año 2003, norma que modifica la ley de 31 de mayo 1999 sobre la policía y la 
inspección general de la policía que se ocupaba del tema, Igualmente los  códigos 
penal y de instrucción criminal y finalmente en el nuevo código de procedimiento 
civil. Normatividad que está destinada al logro de  tres objetivos fundamentales: 
1. La prevención de los actos de violencia de género; 
2. La responsabilidad de los autores de violencia; 
3. La toma de consciencia a nivel de la sociedad, de la gravedad y de la 
especificidad de la violencia de género 
 
La policía con autorización del fiscal del Estado, expulsará a esta persona del 
domicilio. La duración de esta medida de expulsión será de 10 días, durante este 
periodo y bajo pena de sanción, le será prohibido a la persona expulsada entrar en 
el domicilio o sus dependencias. La policía le retirará todas las llaves que den 
acceso al domicilio o dependencias. En caso de expulsión, la policía emite un 
acta, cuya copia será remitido al/ a la interesado/a. Está informará al Servicio de 
Asistencia a las Víctimas de Violencia de género sobre la medida de expulsión. 
Una vez pronunciada la medida de expulsión, el servicio de asistencia se pone en 
contacto con la persona interesada, informándola sobre los derechos y posibles 
acciones. Se dispone de 10 días para solicitar al Presidente del Tribunal de Distrito 
la prohibición de que la persona expulsada vuelva al domicilio correspondiente. 
Está medida será válida hasta un período máximo de 3 meses, 
independientemente del derecho de propiedad de esta persona. En ciertos casos, 
el tribunal puede acordar medidas accesorias: - prohibición de tomar contacto - 
prohibición de acercamiento - prohibición de frecuentar algunos lugares - 
prohibición de alojar a los niños. Resulta necesario hacer claridad que la ley cobija 
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3.13    CONCLUSIONES 
A manera de conclusión del presente apartado, podemos afirmar que en él se 
realiza un estudio sobre la violencia que se ejerce contra las mujeres en el devenir 
histórico y en los diferentes ámbitos sociales y de la labor orientada a su 
superación que estructura la Organización de las Naciones Unidas para que 
dichas formas de violencia no se sigan reproduciendo al interior de las sociedades 
modernas. 
 
Se aborda el tema a partir de las primeras conferencias internacionales que se 
realizaron en la etapa anterior al surgimiento de las Naciones Unidas y en las 
cuales se planteaba el derecho al voto para la mujer y que devino abordando 
muchos temas que no se encontraban como propósito inicial, entre ellos; el 
derecho al trabajo por parte de la mujer, el manejo de sus ingresos y el derecho a 
la educación. 
 
Sea lo primero afirmar que la violencia contra la mujer hunde sus raíces en los 
inicios de las formaciones sociales; la mujer a través de la historia unas veces se 
le ha considerado trofeo u otras como simple “objeto de dominación “….en la 
mitología griega que fue el motivo para desatar guerras históricas o su rapto 
constituía el premio para los ejércitos vencedores”. Dicha manifestación no es de 
alguna manera gratuita, recuérdese como el Gran estratega militar y tal vez uno de 
los más grande guerreros de la humanidad Alejandro Magno entrega ciudades 
enteras a su ejército a fin de disfrutaran de las virtudes de sus mujeres, como 




Volviendo a la labor adelantada por la Organización de las Naciones Unidas es a 
partir de ocuparse de la situación de los derechos humanos a nivel mundial en 
donde se empieza a aceptar que la mayoría de las conductas muchas 
“socialmente aceptadas” se dan a partir del ejercicio de la violencia, maltrato 
contra la mujer y la aceptación expresa de las sociedad y / o de los estados; de 
donde se comienza con la creación de una comisión que se encargue de elaborar 
un diagnostico que permita la construcción de mecanismos jurídicos o de política 
pública que garanticen la erradican de dichos comportamientos a nivel mundial y 
que se debe implementar en todos los estados asociados o miembros de la ONU. 
 
De singular importancia resulta la labor preventiva que viene realizando la Corte 
Penal Internacional, por cuanto ha obligado a los estados miembros a implementar 
una normatividad y a  realizar el seguimiento normativo de manera tal que sus 



















4.   MUJER  Y DERECHO  EN SOCIEDAD COLOMBIANA 
 
 
La sociedad colombiana, marcada por  una formación completamente patriarcal en 
su vida social, nunca se ocupó de los sectores poblacionales discriminados, y 
entre dichos sectores se encuentra la mujer, aparte de hechos aislados 
propiciados por gobiernos liberales o de manera coyuntural en que se legislo de 
alguna manera a favor de las mismas, son tan pocas esas medidas que no resulta 
exagerado ocuparnos de las mismas, en forma específica; nos referimos a la 
expedición de la ley 28 de 1932 que permitió a la mujer  el ejercicio de la 
administración de sus bienes y de los recursos de la sociedad conyugal. En el 
gobierno de López Pumarejo (periodo 1934-1938) se legalizo el ingreso de la 
mujer a la educación superior; posteriormente en el gobierno del General Rojas 
Pinilla (1953 a 1957) se le concedió el derecho a la ciudadanía plena 
reconociendo el derecho a elegir mediante el voto, para ello se le expidió por 
primera vez la cedula de ciudadanía; terminado el Frente Nacional, el gobierno del 
Presidente López Michelsen, reconoció una serie de derechos al sector femenino, 
se expidió el llamado “Estatuto de la Mujer” y se restableció el divorcio vincular. 
 
En resumen la mujer históricamente fue discriminada en la sociedad colombiana; y 
dicha discriminación se daba en todos los aspectos; en el ámbito de la familia, en 
la educación, en el ámbito laboral y en general en todos los ámbitos sociales 
(CORTE CONSTITUCIONAL DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA. 2008). Hasta 
hace solamente algunas décadas, las mujeres en Colombia tenían restringida su 
ciudadanía, se les equiparaba a los menores y dementes en la administración de 
sus bienes, no podían ejercer la patria potestad, se les obligaba a adoptar el 
apellido del marido, agregándole al suyo la partícula “de” como símbolo de 
pertenencia, entre otras limitaciones (CORTE CONSTITUCIONAL DE LA 




En materia civil, el Código Civil señalaba que la niña que contraía matrimonio 
siempre se encontraba sometida a la representación legal de un hombre: primero 
de su padre, después de su marido12 . Se entendía que el padre “faltaba”, entre 
otras razones, cuando se le había privado de la patria potestad; en cambio, se 
entendía que la madre “faltaba” cuando se le había inhabilitado para intervenir en 
la educación de sus hijos “por su mala conducta”.13  Adicionalmente, la madre 
tenía la patria potestad tan sólo en caso de la ausencia del padre.14 
 
En materia de familia, las diferencias entre los cónyuges eran muy claras. Mientras 
el marido le debía “protección” a la mujer, ésta le debía “obediencia” a aquél.15 La 
mujer, además de no compartir la patria potestad sobre sus hijos, estaba sometida 
a la potestad marital,16 y tenía obligaciones específicas de “seguirlo”, sin que estas 
fueran recíprocas; tan sólo se le daba el derecho a ser admitida en la casa del 
                     
12
 Artículo 62 del Código Civil (ya derogado): ‘Son representantes legales de una persona, el padre 
o marido bajo cuya potestad vive, su tutor o curador, y lo son de las personas jurídicas los 
designados en el artículo 639.’ [modificado por el Decreto 2820 de 1974 y Decreto 772 de 1975 y 
revisado en la sentencia C-983 de 2002 (MP Jaime Córdoba Triviño) En este caso la Corte resolvió 
declarar exequible palabra “sordomudo” contenida en los artículos 62, 432 y 1504 del Código Civil, 
e inexequible la expresión “por escrito” contenida en los artículos 62, 432, 560 y 1504 del mismo 
Código. 
13
 Artículo 119 del Código Civil (ya derogado): ‘Se entenderá faltar asimismo el padre que ha sido 
privado de la patria potestad y la madre que por su mala conducta ha sido inhabilitada para 
intervenir en la educación de sus hijos.’ [modificado posteriormente por el Decreto 2820 de 1974] 
14
 Artículo 288 del Código Civil (ya derogado): “La patria potestad es el conjunto de derechos que la 
ley reconoce al padre legítimo sobre los hijos no emancipados.  ||  Muerto el padre ejercerá estos 
derechos la madre legítima mientras guarde buenas costumbres y no pase a otras nupcias.  ||  
(…)”. 
15
 Artículo 176 del Código Civil (ya derogado): “Los cónyuges están obligados a guardarse fe, a 
socorrerse y ayudarse mutuamente en todas las circunstancias de la vida.  ||  El marido debe 
protección a la mujer, y la mujer obediencia al marido” 
16
 Artículo 177 del Código Civil (ya derogado): “La potestad marital es el conjunto de derechos que 
las leyes conceden al marido sobre la persona y bienes de la mujer” 
74 
 
marido.17  Por otro lado, la capacidad de la mujer en el manejo de los bienes era 
limitada, mientras que los hombres, desde los 18 años, ya no requerían curador 
para administrar su sociedad conyugal.18 
 
En el campo laboral, la posibilidad de trabajar de toda mujer casada se encontraba 
sometida a la autorización del marido. El que una mujer ostentara públicamente la 
condición de trabajadora, es decir, que ejerciera una profesión o un oficio de forma 
reconocida, otorgaba a la mujer una condición especial en la sociedad; se 
entendía tácitamente autorizada por su marido, a menos que éste se manifestara 
en contra.19 
 
En el campo penal, durante varios siglos se presentó una discriminación absurda 
respecto de diversos delitos: (i) Los Códigos Penales de 183720 y 189021 
                     
17
 Artículo 178 del Código Civil (ya derogado): ‘El marido tiene derecho para obligar a su mujer a 
vivir con él y seguirlo a dondequiera que traslade su residencia.  ||  Cesa este derecho cuando su 
ejecución acarrea peligro inminente a la vida de la mujer.  ||  La mujer, por su parte, tiene derecho a 
que su marido la reciba en su casa.’  [modificado posteriormente por el Decreto 2820 de 1974] 
18
 Artículo 193 del Código Civil: ‘El marido menor de dieciocho años necesita de curador para la 
administración de la sociedad conyugal”  [derogado por la Ley 28 de 1932] 
19
 Artículo 195 del Código Civil, decía el: ‘Si la mujer casada ejerce públicamente una profesión o 
industria cualquiera (como la de directora de colegio, maestra de escuela, actriz, obstetras, 
posadera, nodriza), se presume la autorización general del marido para todos los actos y contratos 
concernientes a su profesión o industria, mientras no intervenga reclamación o protesta de su 
marido, notificada de antemano al público, o especialmente al que contratare con la mujer” 
[derogado por la Ley 28 de 1932] 
20
 Art. 729 del Código penal de 1837: “La mujer casada que cometa adulterio, perderá todos los 
derechos de la sociedad marital, y sufrirá una reclusión por el tiempo que quiera el marido con tal 
que no pase de diez años. Si el marido muriere sin haber pedido la soltura, y faltare más de un año 
para cumplirse el término de la reclusión, permanecerá en ella la mujer un año después de la 
muerte del marido, y si faltare menos tiempo acabará de cumplirlo” (la ortografía corresponde al 
castellano de principios del siglo XIX). 
21
 Art. 713 del Código penal de 1890: “El cómplice en el adulterio sufrirá arresto por el tiempo de la 
reclusión de la mujer. Después de cumplir esta pena, será desterrado a diez miriámetros, por lo 
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sancionaban solamente el adulterio de la mujer pero no el del hombre adúltero y 
las penas aplicables eran la pérdida de todos los derechos de la sociedad marital  
y la reclusión por el tiempo que quisiera su marido hasta 10 años, lo cual era 
claramente desproporcionado; (ii) En los Códigos Penales de 189022 y 193623 la 
pena del delito de rapto se atenuaba si era cometida contra grupos determinados 
de mujeres. 
 
Del 18 al 21 de julio de 1981, se celebró en Bogotá (Colombia) el Primer 
Encuentro Feminista de Latinoamérica y del Caribe, en el que 280 mujeres 
denuncian la violencia de género a nivel doméstico y la violación y el acoso sexual 
a nivel de Estados incluyendo la tortura y los abusos sufridos por prisioneras 
políticas. En este primer encuentro fue declarado el 25 de noviembre como Día 
Internacional para la Eliminación de la Violencia contra las Mujeres, en homenaje 
de las hermanas Mirabal 24que enfrentaron la dictadura de Rafael Trujillo en 
República Dominicana y fueran asesinadas por el régimen dictatorial el 25 de 
noviembre de 1961. 
 
A nivel nacional, fue solo hasta la expedición de la Constitución de 1991, que se 
incorporaron derechos fundamentales para las mujeres como la participación 
ciudadana, la libertad, la igualdad frente a los hombres, el derecho a conformar 
una familia, la protección durante el embarazo, el derecho a ejercer una profesión, 
                                                               
menos, del lugar en que se cometió el delito, o del de la residencia de la mujer, por el tiempo que 
viva el marido, si éste lo pidiere; pudiendo en cualquier tiempo levantarse el destierro a solicitud del 
mismo”. 
22
 Art. 688 del Código penal de 1890: “Si la ofendida fuere mujer pública conocida por tal, sufrirá el 
reo arresto de uno a tres meses”.  
23
 Art.  321 del Código penal de 1936: “Las penas señaladas en los Capítulos anteriores serán 
disminuidas hasta en la mitad si la víctima de los delitos allí previstos fuere una meretriz o mujer 
pública. En este caso no se podrá proceder sino a virtud de petición o querella de parte”.  
24
Las hermanas Patria, Minerva y María Teresa Mirabal fueron tres de las víctimas de la tiranía de 
Trujillo. Su asesinato marcó el inicio del fin de la tiranía. 
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entre otros; derechos que ya habían sido reconocidos en instrumentos 
internacionales y que fueron ratificados por el Estado colombiano en la década de 
los noventas. 
 
La Corte Constitucional ha contribuido de manera fundamental en la 
materialización de esos derechos y en la eliminación de ordenamientos que 
pueden resultar permitiendo la violencia contra la mujer, a ese respecto, la 
sentencia C-285 de 1997 mediante la cual se declaró la inexequibilidad  el artículo 
25 de la ley 294 sobre violencia intrafamiliar, norma que consagraba un atenuante 
para los casos de violencia intrafamiliar cuando el agresor fuera el cónyuge o 
compañero permanente.(CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA, 1997) 
 
Posteriormente  fue  expedida la sentencia C-025 de 2004, a través de la cual se 
reconoce la existencia de un Estado de Cosas Inconstitucionales,  entrando a 
regular toda la política para víctimas del desplazamiento y  mediante el auto de 
seguimiento 092 de 2008 se ocupa de regular el impacto diferencial con relación a  
las mujeres víctimas de la violencia en el marco del conflicto interno 
 
Finalmente la Corte expidió la sentencia C-355 de 2006 (CORTE 
CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA, 2006) que despenalizo el aborto, cuándo se 
presente alguna de las tres siguientes situaciones; Primero;  cuando la 
continuación del embarazo constituya un peligro para la vida de la mujer, 
debidamente certificado por médico. Segundo; Cuando exista grave malformación 
del feto que haga inviable su vida;  y  tercero; cuando el embarazo sea producto 
de una conducta, debidamente denunciada, constitutiva de acceso carnal o acto 
sexual no consentido abusivo o inseminación artificial o transferencia de ovulo en 





4.1   EVOLUCION NORMATIVA A NIVEL INTERNO SOBRE LOS DERECHOS 
DE LA MUJER 
La Constitución de 1991 con su fuerte orientación garantista consagra una serie 
de normas destinadas a la protección de los derechos de la mujer.  En ella se  
instituyo como derecho fundamental el derecho a la igualdad; el articulo 13 
consagra; “Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la 
misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, 
libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, 
origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica”. 
 
El artículo 40 de la Carta regula el derecho de la mujer a acceder y participar 
políticamente en la administración del Estado; ordenando que las autoridades 
garanticen la adecuada y efectiva participación de la mujer en los niveles 
decisorios de la Administración Pública 
 
El artículo 43 consagra la igualdad de género al establecer que “La mujer y el 
hombre tienen iguales derechos y oportunidades”. De igual manera dejo 
establecido que “La mujer no podrá ser sometida a ninguna clase de 
discriminación”. Adicionalmente ordena que la mujer “Durante el embarazo y 
después del parto gozará de especial asistencia y protección del Estado, y recibirá 
de éste subsidio alimentario si entonces estuviere desempleada o desamparada”. 
Así mismo expresa que “el Estado apoyará de manera especial a la mujer cabeza 
de familia”. 
 
En el artículo 53  que regula la protección del trabajo y de los trabajadores se 
encuentran contenidos los requisitos mínimos que debe observar el Estado 
Colombiano en la estructuración del régimen laboral,  en el mismo consigna como 
garantía especial para la mujer una protección especial a la maternidad. La Corte 
se ha ocupado en diferentes oportunidades del caso,  dentro de ellas resulta 
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destacable la sentencia SU- 070 del 2013, que se mantiene como línea 
jurisprudencial  y que ordena; 
 
 “La protección a la mujer durante el embarazo y la lactancia tiene 
múltiples fundamentos en nuestro ordenamiento constitucional. En 
primer lugar, el artículo 43 contiene un deber específico estatal en este 
sentido cuando señala que la mujer “durante el embarazo y después del 
parto gozará de especial asistencia y protección del Estado, y recibirá 
de éste subsidio alimentario si entonces estuviere desempleada o 
desamparada”. Este enunciado constitucional implica a su vez dos 
obligaciones: la especial protección estatal de la mujer embarazada y 
lactante, sin distinción, y un deber prestacional también a cargo del 
Estado: otorgar un subsidio cuando esté desempleada o desamparada. 
En el mismo sentido, el Estado colombiano se ha obligado 
internacionalmente a garantizar los derechos de las mujeres durante el 
periodo de gestación y lactancia. Existe una obligación general y 
objetiva de protección a la mujer embarazada y lactante a cargo del 
Estado. Es decir, se trata de una protección no sólo de aquellas 
mujeres que se encuentran en el marco de una relación laboral sino, en 
general, de todas las mujeres. El segundo fundamento constitucional es 
la protección de la mujer embarazada o lactante de la discriminación en 
el ámbito del trabajo, habitualmente conocida como fuero de 
maternidad. El fin de la protección en este caso es impedir la 
discriminación constituida por el despido, la terminación o la no 
renovación del contrato por causa o con ocasión del embarazo o la 
lactancia. Un tercer fundamento de la protección especial de la mujer en 
estado de gravidez deriva de los preceptos constitucionales que 
califican a la vida como un valor fundante del ordenamiento 
constitucional, especialmente el Preámbulo y los artículos 11 y 44 de la 
Carta Política. La vida, como se ha señalado en reiterada jurisprudencia 
de esta Corporación, es un bien jurídico de máxima relevancia. Por ello 
la mujer en estado de embarazo es también protegida en forma 
preferencial por el ordenamiento como gestadora de la vida que es. 
Ahora bien, la protección reforzada de la mujer embarazada, estaría 
incompleta si no abarcara también la protección de la maternidad, es 
decir, la protección a la mujer que ya ha culminado el período de 
gestación y ha dado a luz. En esa medida, dicho mandato guarda 
estrecha relación con los contenidos normativos constitucionales que 
hacen referencia a la protección de los niños y de la familia. En efecto, 
de esa manera se pretende que la mujer pueda brindar la necesaria 
atención a sus hijos, sin que por ello sea objeto de discriminaciones en 
otros campos de la vida social, como el trabajo, buscando entre otros, 
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“garantizar el buen cuidado y la alimentación de los recién nacidos” 
(CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. 2013) 
  
El legislador siguiendo los mandatos convencionales, constitucionales y 
jurisprudenciales ha venido promulgando un abundante repertorio legal destinado 
a la materialización de dichos derechos y orientaciones jurisprudenciales, 
orientados todos ellos a la protección y superación de la histórica discriminación y 
violencia contra la mujer. 
 
4.2.1.   Ley  82 de 1993.   Dicha norma se encarga de definir qué se entiende por 
mujer cabeza de familia; en su artículo segundo estatuye: 
 
“(…) entiéndase por mujer cabeza de familia, quien siendo soltera o 
casada, tenga bajo su cargo, económica o socialmente, en forma 
permanente, hijos menores propios u otras personas incapaces o 
incapacitadas para trabajar, ya sea por ausencia permanente o 
incapacidad física, sensorial, síquica o moral del cónyuge o compañero 
permanente o deficiencia sustancial de los demás miembros del núcleo 
familiar.” 
  
4.2.2   Ley 248 de 1995.    Incorpora  a la legislación interna “La Convención 
Internacional para prevenir, sancionar y erradicar toda forma de violencia contra la 
mujer” aprobada en Belem do Para en Brasil en 1994. 
 
Haciendo un poco de historia, sobre el origen de esta norma, tenemos que 
rememorar que el 9 de junio de 1994 en Belém do Pará, Brasil se adoptó la 
Convención Interamericana para Prevenir, Castigar y Erradicar la Violencia Contra 
la Mujer. Esta convención comienza por definir el delito como “cualquier acción o 
conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufrimiento físico, 
sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado” 
(UNICEF. 1996). Así mismo señala las formas en las cuales se presenta la 
violencia contra la mujer:  
“Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia física, 
sexual y psicológica: 
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a) Que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en 
cualquier otra relación interpersonal, ya sea que el agresor comparta o 
haya compartido el mismo domicilio que la mujer, y que comprende, 
entre otros, violación, maltrato y abuso sexual;  
b) Que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por cualquier 
persona y que comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, 
trata de personas, prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el 
lugar de trabajo, así como en instituciones educativas, establecimientos 
de salud o cualquier otro lugar, y c) Que sea perpetrada o tolerada por 
el Estado o sus agentes, donde quiera que ocurra” (UNICEF. 1996). 
 
En dicha normatividad,  el legislador, en su preámbulo dejo establecido que la 
violencia contra la mujer constituye una violación de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales y limita total o parcialmente a la mujer el reconocimiento, 
goce y ejercicio de tales derechos y libertades; la violencia contra la mujer es una 
ofensa a la dignidad humana y una manifestación de las relaciones de poder 
históricamente desiguales entre mujeres y hombres;  la violencia contra la mujer 
trasciende todos los sectores de la sociedad independientemente de su clase, 
raza o grupo étnico, nivel de ingresos, cultura, nivel educacional, edad o religión y 
afecta negativamente sus propias bases; la eliminación de la violencia contra la 
mujer es condición indispensable para su desarrollo individual y social y su plena e 
igualitaria participación en todas las esferas de vida. (OPS/OMS. 2013) 
 
4.2.3   La ley 294 de 1995 que castiga la violencia intrafamiliar.   Esta norma se 
encuentra destinada a la eliminación de toda forma de violencia sea esta física, 
sociológica o sexual, Pero su mandato no se limita a sancionar únicamente la 
violencia contra la mujer,  sino contra todos los integrantes del núcleo familiar. Sin 
embargo,  se incluye como legislación a favor de la mujer en consideración al 
grado de maltrato y violencia que se ejerce al interior de la familia y en  contra del 
sector femenino. 
 
4.2.4   Ley 599 de 2000 (Código Penal).   Estableció sanciones como delitos 
diversas conductas punibles de las cuales pueden ser víctimas las mujeres 
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destacándose de manera muy específica: el aborto sin consentimiento 
(ARBOLEDA. 2014), el parto o aborto preterintencional y la inseminación o 
transferencia de óvulo no consentidas. Así mismo, se consagra la calidad de mujer 
como sujeto pasivo en numerosos delitos como la desaparición forzada, el 
secuestro, la tortura, el desplazamiento forzado y la violencia intrafamiliar. Norma 
que fue modificada por la ley 1142 de 2007 (CONGRESO DE LA REPUBLICA DE 
COLOMBIA. 2007). 
 
Mención especial merece la redacción del artículo 205 del Código Penal el cual 
contempla el acceso carnal violento estableciendo penas de 12 a 20 años que 
debe ser interpretado en armonía con el artículo 211 del mismo ordenamiento,  
que contempla las circunstancias de agravación punitiva, entre otras razones 
cuando la conducta se realice contra el cónyuge, compañera o compañero 
permanente.25 
 
4.2.5   Ley 750 de 2002.   Por la cual se expiden normas sobre el apoyo  en 
materia de prisión domiciliaria y trabajo comunitario a la mujer cabeza de familia; 
en la cual se dictan una serie de normas destinadas en primera instancia a 
favorecer a la mujer cabeza de familia, cuando quiera que sea condenada a la 
                     
25
   Artículo   211. Circunstancias de agravación punitiva.  Modificado por el art. 7, ley 1236 de 
2008. Las penas para los delitos descritos en los artículos anteriores, se aumentarán de una 
tercera parte a la mitad, cuando:1. La conducta se cometiere con el concurso de otra u otras 
personas. 2. El responsable tuviere cualquier carácter, posición o cargo que le dé particular 
autoridad sobre la víctima o la impulse a depositar en él su confianza.3. Se produjere 
contaminación de enfermedad de transmisión sexual.4. Se realizare sobre persona menor de doce 
(12) años. 5.  Modificado por el art. 30, Ley 1257 de 2008. Se realizare sobre el cónyuge o sobre 
con quien se cohabite o se haya cohabitado, o con la persona con quien se haya procreado un 
hijo.6. Se produjere embarazo. 7. Adicionado por el art. 30, Ley 1257 de 2008 8. Adicionado por el 




detención, a esta debe concederse la prisión domiciliara a fin de pueda continuar 
desempeñando su roll de jefe de hogar. 
 
La Corte Constitucional expidió la sentencia S.U-389 DE 2005  en la cual en  
aplicación del principio de igualdad hizo extensivo dichos beneficios al hombre, 
cuando sea este quien  ejerza el roll de cabeza de hogar. La Corte para declarar la 
exequibilidad ampliando la órbita de protección normativa al varón, parte de la 
aplicación del principio de igual y de la prevalencia del  derecho del niño de tener 
una familia, a no ser separado de ella, a ser protegido contra toda forma de 
abandono y a la prevalencia de sus intereses. 
 
4.2.6   Ley 800 de 2003.   Esta ley es aprobatoria del “Protocolo para prevenir, 
reprimir y sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños, que la 
complementa” adoptados por la Asamblea General de la ONU 15 de noviembre de 
2000. 
 
4.2.7   Ley 823 de 2003.   En ella se establecieron normas sobre igualdad de 
oportunidades para las mujeres y el fortalecimiento de las instituciones 
responsables de su ejecución (CONGRESO DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA. 
2007). 
 
Para ello el Gobierno Nacional deberá: 
1. Adoptar criterios de género en las políticas, decisiones y acciones en todos los 
organismos públicos nacionales y descentralizados. 
2. Adoptar las medidas administrativas para que las instituciones responsables 
cuenten con instrumentos adecuados para su ejecución. 
3. Promover la adopción de indicadores de género en la producción de 
estadísticas de los organismos e instituciones públicas y privadas. 
4. Divulgar los principios constitucionales, leyes e instrumentos internacionales 
suscritos por Colombia que consagren la igualdad real y efectiva de derechos y 
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oportunidades de todas las personas, y en especial los relacionados con los 
derechos de las mujeres y las niñas. 
 
No sobra recordar que el legislador ha establecido sanciones de carácter penal y 
disciplinario para los funcionarios que no cumplan  con la aplicación de la leyes u 
obren en contra de las políticas públicas en beneficio de la mujer, en efecto, la 
legislación Colombiana prevé como delito contra la administración pública el 
prevaricato, según las siguientes tipificaciones; Prevaricato por acción y 
Prevaricato por Omisión 
 
4.2.8   Ley 1009 de 2006.   Creó el observatorio de asuntos de género con 
carácter permanente a cargo del Departamento Administrativo de la Presidencia 
de la República a través de la Consejería Presidencial para la Equidad de la Mujer 
con el objeto de “identificar y seleccionar un sistema de indicadores de género, 
categorías de análisis y mecanismos de seguimiento para hacer reflexiones 
críticas sobre las políticas, los planes, los programas, las normas, la jurisprudencia 
para el mejoramiento de la situación de las mujeres y de la equidad de género en 
Colombia” (CONGRESO DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA. 2006). 
 
4.2.9   Ley 1010 de 2006.   Por medio de dicha norma se adoptan medidas para 
prevenir, corregir y sancionar el acoso laboral y otros hostigamientos  en el marco 
de las relaciones de trabajo, la norma en mención definió el acoso laboral como 
“toda conducta persistente y demostrable, ejercida sobre un empleado, trabajador 
por parte de un empleador, un jefe o superior jerárquico inmediato o mediato, un 
compañero de trabajo o un subalterno, encaminada a infundir miedo, intimidación, 
terror y angustia, a causar perjuicio laboral, generar desmotivación en el trabajo, o 
inducir la renuncia del mismo”. 
 
En este contexto la norma señala que son modalidades del acoso laboral: el 
maltrato laboral, la persecución laboral, la discriminación laboral, el 
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entorpecimiento laboral, la inequidad laboral y la desprotección laboral. Si bien 
esta Ley no está enfocada específicamente a la mujer, si resulta un instrumento 
muy importante para luchar contra la discriminación y la violencia contra la misma, 
pues el trabajo es uno de los ámbitos donde más se presentan estas reprochables 
conductas, entre las cuales se pueden señalar el acoso laboral, materializado este 
en el acoso sexual,  discriminación salarial, asignación  de labores de manera que 
constituya una abierta afrenta contra la mujer por sus condiciones físicas o 
sicológicas especiales. 
 
4.2.10   Ley 1257 de 2008.   A través de dicha norma se crearon mecanismos de 
sensibilización, prevención y sanción de todas las formas de violencia y 
discriminación contra las mujeres. Esta ley conforma una serie de mecanismos de 
mucha importancia para la protección de los derechos de las mujeres: 
 
I- En el primer capítulo, se señalan aspectos generales como la violencia 
contra la mujer (CONGRESO DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA. 2008), las 
modalidades de daño contra la mujer26, los principios de igualdad efectiva, 
                     
26
 Artículo 3º. Concepto de daño contra la mujer. Para interpretar esta ley, se establecen las 
siguientes definiciones de daño:  
a. Daño psicológico: Consecuencia proveniente de la acción u omisión destinada a degradar o 
controlar las acciones, comportamientos, creencias y decisiones de otras personas, por medio de 
intimidación, manipulación, amenaza, directa o indirecta, humillación, aislamiento o cualquier otra 
conducta que implique un perjuicio en la salud psicológica, la autodeterminación o el desarrollo 
personal.  
b. Daño o sufrimiento físico: Riesgo o disminución de la integridad corporal de una persona.  
c. Daño o sufrimiento sexual: Consecuencias que provienen de la acción consistente en obligar a 
una persona a mantener contacto sexualizado, físico o verbal, o a participar en otras interacciones 
sexuales mediante el uso de fuerza, intimidación, coerción, chanta-je, soborno, manipulación, 
amenaza o cualquier otro mecanismo que anule o limite la voluntad personal. Igualmente, se 
considerará daño o sufrimiento sexual el hecho de que la persona agresora obligue a la agredida a 
realizar alguno de estos actos con terceras personas.  
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derechos humanos, corresponsabilidad, integralidad, autonomía, coordinación, no 
discriminación y atención diferenciada y los derechos de las mujeres víctimas de 
violencia (CONGRESO DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA. 2008).  
 
II- El segundo contempla medidas de sensibilización y prevención en el ámbito 
público, educativo, laboral de la salud, de la familia y de la sociedad. 
 
III- El tercero consagra una serie de medidas de protección en el caso de 
violencia intrafamiliar y en el ámbito familiar para lo cual se modifica la Ley 294 de 
1996. 
 
El Decreto 164 de 2010 reglamentario de dicha norma, en cumplimiento de lo 
establecido en la ley 823 de 2003 creó la Comisión Intersectorial denominada 
"Mesa por el derecho de las Mujeres a una vida libre de violencias" que ha venido 
evaluando y haciendo seguimiento a la aplicación de la normativa. Producto del 
trabajo de dicha comisión fue publicado un informe en el 2013, con ocasión de los 
primeros cinco (5) años de su promulgación y en el cual se concluye; 
 
“Las medidas de prevención, atención, protección y acceso a la justicia para las 
mujeres víctimas de violencias no han comenzado a aplicarse de manera efectiva. 
Para enfrentar la situación de violencias contra la mujer, el Estado ha asumido 
ciertamente el desarrollo de acciones normativas de diversa índole, como la 
adopción de planes, políticas, protocolos, modelos de atención y la expedición de 
diferentes decretos reglamentarios sobre la ley de no violencia, entre otras. No 
obstante, cerca de cinco (5) años de la aprobación de la Ley 1257 de 2008, el 
Estado continúa en fase de formulación de normas y procedimientos sin avances 
significativos en materia de aplicación para garantizar el derecho humano de las 
                                                               
d. Daño patrimonial: Pérdida, transformación, sustracción, destrucción, retención o distracción de 
objetos, instrumentos de trabajo, documentos personales, bienes, valores, derechos o económicos 
destinados a satisfacer las necesidades de la mujer.  
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mujeres a una vida libre de violencia. Esto genera un panorama recurrente de 
punto cero en el cumplimiento de la Ley 1257 de 2008, que mantiene a las 
mujeres en un estado de exposición frente a las violencias” (SISMA. 2013). 
 
Regresando a la norma que se viene comentando, se puede afirmar que es una 
ley hecha por mujeres para buscar la protección de las mujeres, pudiera resultar 
exagerada tal afirmación, pero ello no es así, en la medida en que fue producto del 
trabajo mancomunado de muchas organizaciones de mujeres, que lograron 
impulsar que en el Congreso de la República se integraran todas las mujeres y 
actuaran como bancada sin diferencia de partidos o movimientos sociales a los 
que ellas pertenecían. 
 
4.2.11   La Ley 1468 de 2011.   Modificó las normas que consagran en el Código 
Sustantivo del Trabajo: el Descanso remunerado en la época del parto 
(CONGRESO DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA. 2011), colocando la legislación 
acorde con la posición doctrinaria de la Corte Constitucional y siguiendo los 
lineamientos y recomendaciones de la O.I.T. 
 
4.2.12  Ley 1719 de 2014.   Con el propósito de sancionar las conductas de 
agresión sexual realizadas en el marco del conflicto interno que ha sufrido la 
nación colombiana se promulgo la ley 1719 la cual tiene como objetivo la adopción 
de medidas para garantizar el derecho de acceso a la justicia de las víctimas de 
violencia sexual, en especial de la violencia sexual asociada al conflicto armado 
interno. Estas medidas buscan atender de manera prioritaria las necesidades de 
las mujeres, niñas, niños y adolescentes víctimas, en ella se sancionan de manera 
drástica los  comportamientos  que puedan significar nuevas formas de agresión 
sexual tales como la esclavitud sexual, la exposición de las víctimas a la 
desnudez, la trata de blancas, la inducción a la prostitución , esterilización forzada, 
aborto  o inseminación no consentida por parte de miembros de los grupos 




Otra de las innovaciones de esta ley es la  tipificación de los delitos sexuales 
cometidos con ocasión del conflicto interno como delitos de lesa humanidad, así lo 
establece la norma en su artículo 15 cuando ordena. “Se entenderá como “crimen 
de lesa humanidad” los actos de violencia sexual cuando se cometan como parte 
de un ataque generalizado o sistemático contra la población civil y con 
conocimiento de dicho ataque, de conformidad con las definiciones del artículo 7° 
del Estatuto de Roma y los elementos de los crímenes desarrollados a partir de 
ese Estatuto”.27 
  
La autoridad judicial competente que adelante la investigación y el juzgamiento, 
deberá declarar que la(s) conducta(s) por la cual se investiga o juzga es de lesa 
humanidad, cuando así se establezca. Ello resulta de gran importancia para las 
víctimas en la medida en que se afecta el fenómeno de la  prescripción, o mejor 
por cuanta dicha tipificación  hace imposible la aplicación de dicha figura a los 
sujetos activos de las conductas delictuales que se pretenden sancionar. 
                     
27
 Estatuto De Roma (Incorporado a  nuestra legislación interna mediante la ley 742 de 2002); 
“Articulo 7 Crímenes de lesa humanidad 1. A los efectos del presente Estatuto, se entenderá por 
"crimen de lesa humanidad" cualquiera de los actos siguientes cuando se cometa como parte de 
un ataque generalizado o sistemático contra una población civil y con conocimiento de dicho 
ataque: a) Asesinato; b)Exterminio; c) Esclavitud; d) Deportación o traslado forzoso de población; 
e) Encarcelación u otra privación grave de la libertad física en violación de normas fundamentales 
de derecho internacional; f) Tortura j) Violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo 
forzado, esterilización forzada o cualquier otra forma de violencia sexual de gravedad comparable; 
h) Persecución de un grupo o colectividad con identidad propia fundada en motivos políticos, 
raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de género definido en el párrafo 3, u otros 
motivos universalmente reconocidos como inaceptables con arreglo al derecho internacional, en 
conexión con cualquier acto mencionado en el presente párrafo o con cualquier crimen de la 
competencia de la Corte; i) Desaparición forzada de personas; j) El crimen de apartheid; k) Otros 
actos inhumanos de carácter similar que causen intencionalmente grandes sufrimientos o atenten 





4.2.13   Ley 1761 de 2015. “Rosa Elvira Cely”.  Entró a regir a partir del 6 de julio 
de 2015. Fue un grupo de abogados al servicio del  Centro de Investigación en 
Justicia y Estudios Críticos del Derecho (Cijusticia) los que se encargaron de 
elaborar el proyecto que fue presentado en el Senado por Comisión Legal Para la  
Equidad de la  Mujer. 
 
Dicho cuerpo normativo se ocupa por primera vez de definir lo que debe 
entenderse como Femenicidio, dejando establecido que es el  “conjunto de 
violaciones de los derechos humanos de las mujeres, incluidos los crímenes y las 
desapariciones”28.  
 
El proyecto de ley se estructuró con base en los instrumentos internacionales  
suscritos por el Estado colombiano y que por tratarse de convenios relativos a 
derechos humanos hacen parte del llamado “bloque de constitucionalidad” en 
sentido estricto y se encuentran incorporados a la Carta vía artículo 93 de la 
misma. 
 
El nuevo cuerpo normativo introduce el concepto de violencia Femenicidio como 
forma extrema de violencia de género en el Código Penal, y adiciona el tipo penal 
de Femenicidio como un delito autónomo e independiente del homicidio agravado, 
a través del artículo 3 de la ley adiciona el Código Penal, al  ordenar; “Incurrirá en 
el delito de Femenicidio quien causare la muerte violenta a una mujer, por su 
condición de ser mujer, o por motivos de su identidad de género o donde haya 
concurrido o antecedido en cualquiera de las siguientes circunstancias: a. Tener o 
haber tenido una relación familiar, intima o de convivencia con la víctima, de 
amistad, de compañerismo o de trabajo y ser perpetrador de un ciclo de violencia 
física, sexual, psicológica o patrimonial que antecedió el crimen contra ella; b. 
Ejercer sobre el cuerpo y la vida de la mujer actos de instrumentalización de 





género o sexual o acciones de opresión y dominio sobre sus decisiones vitales y 
su sexualidad; c. Cometer el delito en aprovechamiento de las relaciones de poder 
ejercidas sobre la mujer, expresado en la jerarquización personal, económico, 
sexual, militar, político o sociocultural. d. Cometer el delito para generar terror o 
humillación a quien se considere enemigo. e. Que existan antecedentes o indicio 
de cualquier tipo de violencia o amenaza en el ámbito doméstico, familiar, laboral 
o escolar por parte del sujeto activo en contra de la víctima o violencia de género 
cometida por el autor contra la víctima, independientemente de que el hecho haya 
sido denunciado o no. f. Que la víctima haya sido incomunicada o privada de su 
libertad de locomoción, cualquiera que sea el tiempo previo a la muerte de 
aquella”. (Artículo 103 A Código Penal) 104A y 104B. 
 
En dicha normatividad el legislador continua con su efectivísimo punitivo, 
pretendiendo que la imposición de altas penas, es el mecanismos idóneo para la 
superación de las conductas delictivas; en efecto, la norma crea agravantes y 
prohíbe los subrogados penales, las rebajas de penas  e impone la detención en 
centro carcelario prohibiendo de manera expresa el beneficio de la detención 
domiciliara, así mismo, la nueva normatividad eleva el tope de la pena hasta 41 
años, amplía las circunstancias de comisión y cobija no solo la muerte de una 
mujer por su condición, sino por causa de su género o de discriminación (artículo 
3), cuando concurran circunstancias de parentesco, relación de convivencia o 
amistad, aprovechamiento de relaciones de poder, finalidad terrorista o ser 
precedida de agresión sexual o de algún antecedente de violencia. En la misma 
norma se crean dos nuevos agravantes referidos a la edad de la víctima, si esta es 
menor de 18 años o mayor de 60 o embarazadas, agravantes que aumenta la 
pena entre 41 a 50 años. 
 
En la misma norma y siguiendo el espíritu de la Ley 294 de 1995 se crea el 
Sistema Nacional de Estadísticas sobre violencia de género, coordinado por el 
Departamento Nacional de Estadística (DANE), el Instituto de Medicina Legal y el 
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Ministerio de Justicia y Derecho (artículo 11). Además se abre la Unidad Especial 
de Fiscalías dentro de la Fiscalía General de la Nación y se someten los juicios a 
los Tribunales Superiores de Distrito Judicial. Finalmente el Estado a través de la 
Defensoría del Pueblo garantizará la orientación, asesoría y representación 
jurídica a mujeres víctima de las violencias de género y en especial de la violencia 
de feminicida de manera gratuita, inmediata, especializada y prioritaria desde la 
perspectiva de género y de los derechos humanos de las mujeres. 
 
Hasta ahí, la norma no representa mayores cambios en la orientación de las 
normas punitivas expedidas en el presente siglo. Sin embargo a partir del artículo 
séptimo, se encuentran una serie de innovaciones en el tratamiento y prevención 
de la conducta, en efecto, consagra la perspectiva de género como parte de la 
educación preescolar, básica y media, con proyectos pedagógicos transversales 
“basados en la interdisciplinariedad, la intersectorialdad y la interinstitucionalidad” 
(artículo 10), que serán coordinados por el Ministerio de Educación y servirán para 
prevenir las  violencias. Así mismo, se conmina a la formación de servidores 
públicos en temas de género. 
  
De otra parte, y ya cuestionando la conducta punible como tal, no significa que 
todo asesinato de una mujer es feminicidio, no procede objetivamente, esto es, 
automáticamente, en todo lo caso en que resulte víctima una mujer; sino, en 
aquellos donde el ataque e comete por la condición de mujer; lo cual exige una 
imputación factico jurídica y demostración de la responsabilidad subjetiva, en otras 
palabras, se requiere, para constituir esa conducta, que la violencia que la cause 
esté asociada a la discriminación y dominación de que ella es objeto, por ejemplo 
el maltrato del hombre para mantener bajo su control y “suya” a la mujer, el acoso 
constante a que la somete para conseguirlo, la intimidación que con ello le 
produce, el aumento en la intensidad de su asedio y agresividad en cuanto ella 
más se aproxima a dejar de “pertenecerle” y la muerte que al final le causa “para 
que no sea de nadie más”, claramente es el homicidio de una mujer por el hecho 
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de ser mujer o “por razones de género”.  
 
Ese elemento adicional que debe concurrir en la conducta para la configuración 
del feminicidio, es decir, la discriminación y dominación de la mujer implícita en la 
violencia que provoca su muerte, obviamente debe probarse en el proceso penal 
para que pueda reprocharse al autor. En consecuencia, en ningún caso cabe 
deducirla de la simple circunstancia de ser el autor del delito un hombre y la 
víctima una mujer, sino que ha de fundarse en evidencias demostrativas de la 
situación de abuso de poder en que se encontraba la última. 
 
 
4.3   LÍNEA JURISPRUDENCIAL DE LA CORTE CONSTITUCIONAL RESPECTO 
A LAS CUESTIONES DE GÉNERO 
La Corte Constitucional de Colombia ha construido una férrea línea jurisprudencial 
orientada a la protección de las mujeres de manera integral en todos los aspectos, 
en aplicación del principio de igualdad de sexos o consagrando fallos en aplicación 
de la discriminación positiva, algunas de dichas líneas jurisprudenciales  el  
legislador las ha convertido en norma positiva; en torno a dichas línea 
jurisprudencial podemos concluir en primer lugar sobre el concepto de género;  
 
“El concepto género es una creación social que frecuentemente se 
contrasta con el término “sexo”, que se refiere más bien, a las 
diferencias biológicas entre hombres y mujeres, en este sentido, resulta 
erróneo identificar o asimilar la palabra género con sexo. El género es 
una noción explicativa de las relaciones entre los seres humanos más 
amplia, mientras que la segunda categoría, da cuenta exclusivamente a 
las diferencias biológicas y fisiológicas entre mujeres y hombres. 
Asimismo, género no es igual a “mujer” o a “hombre”, pues engloba 
también los roles socio-culturales que se asignan a cada uno de los 
sexos en la sociedad por el hecho de nacer con atributos femeninos o 





A continuación se realiza un estudio detallado de los aspectos que con relación a 
la temática ha desarrollado la alta Corporación. 
 
4.3.1   En aplicación del principio de igualdad se destaca.   El derecho a la 
igualdad en el régimen contributivo de seguridad social en salud y su vulneración 
al establecerse un período de espera para atención de mujer embarazada y de 
menores de un año (CORTE CONSTITUCIONAL REPUBLICA DE COLOMBIA. 
2006); la vulneración del derecho a la igualdad por medidas discriminatorias 
injustificadas en la ley penal como la de la sanción a la mujer adúltera(CORTE 
CONSTITUCIONAL REPUBLICA DE COLOMBIA. 1999); la inconstitucionalidad 
de la norma que permitía al testador que provea a la subsistencia de una mujer 
mientras permanezca soltera o viuda, dejándole por ese tiempo un derecho de 
usufructo, de uso o de habitación, o una pensión periódica (CORTE 
CONSTITUCIONAL REPUBLICA DE COLOMBIA. 2005). 
 
4.3.2   En materia política.   Sobre participación política de la mujer haciendo 
obligatoria la participación en los órganos de representación popular en todos sus 
niveles y dentro de los cargos que se elijan por elección la inclusión obligatoria de 
la mujer (CORTE CONSTITUCIONAL REPUBLICA DE COLOMBIA. 2006). 
 
4.3.3   En materia laboral.  El derecho a la igualdad en la selección de personal, 
generalizando dicho derecho a todas las actividades productivas (CORTE 
CONSTITUCIONAL REPUBLICA DE COLOMBIA. 2010); el derecho al libre 
desarrollo de la personalidad en el ingreso de las mujeres a empleos que 
históricamente fueron desempeñados exclusivamente por hombres como la 
infantería de marina(CORTE CONSTITUCIONAL REPUBLICA DE COLOMBIA. 
1995); y la imposibilidad de establecer parámetros dentro de los cuales sin 
justificación alguna, opten por contratar trabajadores solo de determinado sexo 




4.3.4   En relación con la protección especial de la mujer embarazada y madre se 
destacan: el reconocimiento de su estabilidad laboral reforzada(CORTE 
CONSTITUCIONAL REPUBLICA DE COLOMBIA. 1995); el derecho a no ser 
discriminada (CORTE CONSTITUCIONAL REPUBLICA DE COLOMBIA. 2006), el 
derecho al pago oportuno de salarios (CORTE CONSTITUCIONAL REPUBLICA 
DE COLOMBIA. 2006); el derecho a la educación (CORTE CONSTITUCIONAL 
REPUBLICA DE COLOMBIA. 2006) y el derecho a unas condiciones adecuadas 
para la permanencia del menor junto a la madre en un establecimiento carcelario 
(CORTE CONSTITUCIONAL REPUBLICA DE COLOMBIA. 2002). 
 
4.3.5   La protección de la mujer frente a todo tipo de violencia.   (CORTE 
CONSTITUCIONAL REPUBLICA DE COLOMBIA. 2008) y ordenando de manera 
preferencial la ley de víctimas cuando estas sean mujeres.(CORTE 
CONSTITUCIONAL REPUBLICA DE COLOMBIA. 2004) 
 
 
4.4   CONCLUSIONES 
A manera de conclusión  del presente capitulo, podemos afirmar que la violencia 
contra la mujer en la sociedad colombiana se sigue presentando en todos los 
ámbitos de la vida familiar, social  y comunitaria. Que la discriminación tampoco 
muestra mejorías, sin embargo, los indicadores pueden empezar a mostrar 
resultados favorables en la medida en que el legislador, sin abandonar el 
tratamiento punitivo, se ha venido diseñando medios complementarios a la 
represión, construyendo los mecanismos que permiten empezar a visibilizar  en la 
opinión publica el problema, desarrollando  procesos de sensibilización a través de 
los medios de comunicación, sobre todo de medios de comunicación pública, no 
obstante las estadísticas hasta finales de la primera década del presente siglo 
apenas si muestran algún avance en su disminución, el lector podrá apreciar las 
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estadísticas que arrojan las investigaciones realizadas por Pro-Familia29 (ver 
anexo C ) 
 
En este marco es preocupante la cifra negra de criminalidad que tiene el 
fenómeno de la violencia de género en Colombia, que ha sido reconocida por 
diversas instituciones de nuestro país, lo cual indica que pese a la importancia de 
las leyes que sancionan este fenómeno deben adoptarse medidas para reforzar su 
cumplimiento y también para complementarlas con mecanismos de control social 
informal para que los victimarios comprendan su obligatoriedad  y no simplemente 
busquen evitar su castigo a través de la intimidación a las víctimas, quienes en su 
gran mayoría no denuncian por miedo o falta de confianza en la eficacia del 
aparato estatal encargado de la represión y punición de dichas conductas. 
 
Las cifras de violencia intrafamiliar durante el año 2012 muestran que el 77,7% de 
los casos se cometieron contra mujeres, frente a un 22,3% de casos contra 
hombres. Una situación similar ocurrió en el año 2011 (tabla 1). En el año 2012 
hubo una leve disminución de la violencia intrafamiliar general, correspondiente a 
un 6,6%, respecto del año 2011. Mientras que en 2011 se presentaron 5.844 
casos de violencia intrafamiliar contra la mujer al mes, 194 al día y 8 cada hora, en 
2012 se presentaron 5.434 al mes, 181 al día y 7,5 cada hora. 
 
En el anexo B, tabla 2 se reproduce la información estadística respecto al 
fenómeno del Femenicidio; del cual se puede afirmar que  los estudios 
desarrollados en la materia, usualmente se habla de distintos tipos, como el 
íntimo, no íntimo o sexual y por conexión: “El primero alude a los asesinatos 
cometidos por hombres con quien la víctima tenía o tuvo una relación íntima, 
familiar, de convivencia o afines a éstas; mientras el segundo, a aquellos 
                     
29
 PROFAMILIA – Entidad encargada de impulsar los derechos de la familia en Colombia, no 
obstante, hay que destacar que el muestreo corresponde a la época en que aun no se había 
implementado la ley 1057  
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cometidos por hombres con quienes la víctima no tenía dichas relaciones y que 
frecuentemente involucran un ataque sexual previo, por lo que también es 
denominado Femenicidio sexual”. 
 
Finalmente, el Femenicidio o Femenicidio por conexión “hace referencia a las 
mujeres que fueron asesinadas ‘en la línea de fuego’ de un hombre tratando de 
matar a una mujer” (TOLEDO. 2009) Aunque el Instituto Nacional de Medicina 
Legal y Ciencias Forenses no lo cuantifica de manera explícita como Femenicidio, 
lo derivamos de la categoría de “homicidio a manos de pareja o ex pareja”, que 
utiliza la entidad. 
 
Las cifras de maltrato de pareja y ex pareja durante el año 2012, que se reflejan 
en la tabla tres del anexo B,  muestran que el 87,5% de los casos se cometieron 
contra mujeres, y el 12,5% contra hombres, porcentajes muy cercanos a los 
registrados en el año 2011 (tabla 2). En el año 2012 se presentó una leve 
disminución (5,8%) de los hechos de maltrato contra la pareja o ex pareja respecto 
del año 2011. Mientras que durante 2011 se registraron 4.257 casos de maltrato 
de pareja y ex pareja contra la mujer cada mes, 142 cada día y 6 cada hora, en 
2012 se presentaron 3.968 cada mes, 132 cada día y 5,5 cada hora. 
 
En las tablas 3 y 4 que se incluyen en el anexo B  siguen el mismo patrón de las 
que se comentaron en forma anticipada y es el aumento sostenido de la violencia 
contra la mujer; frente a este fenómeno cabe la pregunta se ha aumentado los 
sucesos que constituyen violencia contra la mujer o se está comenzando a perder 
el miedo a  denunciar. Parece ser que se está denunciado más, por cuanto en la 
medida en que la mujer se ha integrado a la producción, ha ocurrido un fenómeno 
paralelo de empoderamiento que le viene permitiendo la superación del 




Finalmente en el anexo D se incluye una serie de encuestas que realiza la Fiscalía 
General de la Nación a fin de dar cumplimiento con el seguimiento de la aplicación 
de la ley 1257 y específicamente de los agravantes creados para la violencia 











5.   VIOLENCIA DE GÉNERO Y RESPONSABILIDAD DEL ESTADO 
 
 
El constituyente de 1991 acogiendo las líneas jurisprudenciales doctrinarias 
nacionales y extranjeras instituyo la responsabilidad del Estado por la acción o la 
omisión que cause cualquier daño antijurídico (DE CUPIS, 1970) imputable a 
cualquier entidad o agente estatal, perjuicio que es provocado a una persona que 
no tiene el deber jurídico de soportarlo, independiente de que el mismo, es decir el 
daño, se haya producido con una conducta regular o irregular e incorporo a la 
Carta Política la figura del Bloque de Constitucionalidad los tratados sobre 
Derechos Humanos30. 
 
En ese orden de ideas tenemos que la responsabilidad del Estado por la violencia 
de género tiene dos fuentes normativas  claramente delimitadas en primer lugar 
por el principio de convencionalidad de los estados y en segundo lugar por las 
normas internas, amen, de que como se hizo claridad en el párrafo anterior, fue el 
constituyente que incorporo vía bloque de constitucionalidad los tratados 
internacionales de Derechos Humanos. 
 
 
                     
30
 “Los tratados y convenios internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los 
derechos humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen en el 
orden interno. Los derechos y deberes consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad 
con los tratados internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia”. Dado el rango 
constitucional que les confiere la carta, las disposiciones que integran el bloque superior cumplen 
la cuádruple finalidad […], servir de i) regla de interpretación respecto de la dudas que puedan 
suscitarse al momento de su aplicación; ii) la de integrar la normatividad cuando no exista norma 
directamente aplicable al caso; iii) la de orientar las funciones del operador jurídico, y iv) la de 
limitar la validez de las regulaciones subordinadas”. Corte Constitucional, sentencia C-067 del 4 de 




5.1   FUENTES NORMATIVAS DE ORDEN INTERNACIONAL DE LA 
RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR VIOLENCIA DE GÉNERO.  
El artículo 1º de la Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer 
de Naciones Unidas suscrita en 1974, definió la violencia contra la mujer, como 
todo acto que basado en la pertenencia al sexo  femenino, tenga o pueda tener 
como resultado un daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico para la mujer, 
así como las amenazas de tales actos, la coacción o la privación arbitraria de la 
libertad, tanto si esta se produce en la vida pública como en la vida privada 
(http://www.acnur.org/t3/fileadmin/scripts/doc.php?file=biblioteca/pdf/1286). En el 
marco de dicha declaración se han celebrado diversas convenciones, a las que se 
hizo relación en forma específica en el apartado que se ocupa del trabajo de las 
Naciones Unidas respecto a cuestiones de género. 
 
No sobra recordar dichos tratados y las normas que las han incorporado a la 
legislación nacional,  Con la aclaración,  claro está,  que cuando dichos tratados 
se ocupen de aspectos que tengan que ver con derechos humanos, se entienden 
incorporados vía bloque de constitucionalidad, entre ellas encontramos; La 
Convención para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la 
Mujer (CEDAW), aprobada mediante la Ley 51 de 1981. La Declaración y 
Plataforma de Acción de Beijing, adoptada en Beijing, China en 1995. La 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer “Convención de Belem do Pará”, aprobada mediante la Ley 248 de 
1995. La Resolución 1325 del Consejo de Seguridad de Naciones Unidas, 
adoptada por el Consejo de Seguridad el 31 de octubre de 2000. El Protocolo para 
Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y 
Niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la 
Delincuencia Organizada Transnacional, aprobado mediante Ley 800 de 2003.  El 
Protocolo Facultativo de la Convención sobre la eliminación de todas las formas 
de discriminación contra la mujer, aprobado mediante la Ley 984 del 2005.  La 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
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contra la Mujer, conocida como Convención de Belem Do Pará, La Cuarta 
Conferencia Mundial sobre la Mujer, celebrada en Beijing en 1995, en dicha 
conferencia se expidió la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing, 
(http://www.un.org/womenwatch/daw/beijing/platform/) 
 
Dicha Convención reconoce un conjunto de derechos a las mujeres, Así lo 
establece el artículo  4 que ordena: “Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, 
goce, ejercicio y protección de todos los derechos humanos y a las libertades 
consagradas por los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos 
humanos. Estos derechos comprenden, entre otros: 
a. el derecho a que se respete su vida; 
b. el derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral; 
c. el derecho a la libertad y a la seguridad personal; 
d. el derecho a no ser sometida a torturas; 
e. el derecho a que se respete la dignidad inherente a su persona que se proteja a 
su familia (...). 
 
Así mismo, la Convención para la Eliminación de todas las formas de 
Discriminación conocida como “La Carta Magna de las 
Mujeres”(http://www.unicef.org/argentina/spanish/ar_insumos_cedaw.pdf)adoptada 
por la Asamblea General de Naciones Unidas –Resolución 34/180 (1979) y 
aprobada en Colombia mediante la Ley 51 de 1981, definió la concepción de 
discriminación contra la mujer y fijó las obligaciones específicas en este tema a 
cargo del Estado. Al respecto, establece en sus artículos 2º, 3º ,5º y 7. Sobre todo 
el artículo 7 consagra todo un vademécum de obligaciones a cargo de cada 
Estado parte, a fin de que adecue su normatividad interna en la dirección de 
erradicar, prevenir y sancionar toda conducta que resulte lesiva, discriminatoria o 
dañosa para la mujer por situaciones de género, en otras palabras, por el hecho 




De otra parte se reconoce la existencia de lo que actualmente se denomina 
normas de “de Derecho Blando”, preceptivas que sin tener poder vinculante para 
los  estados parte, sirven de criterio auxiliar orientador en la interpretación de los 
tratados internacionales sobre derechos humanos. Así lo ha venido reconociendo 
la Corte Constitucional, igual tratamiento se le da  a la jurisprudencia de los 
organismos internacionales; como las Sentencias de la Corte Interamericana o los 
fallos del Consejo de Justicia Europeo.(CORTE CONSTITUCIONAL REPUBLICA 
DE COLOMBIA. 2002). Pertenece a esta categoría normativa la Resolución  
34/169 titulada Código de Conducta para funcionarios encargados de hacer 
cumplir la Ley, norma orientadora dirigida a los cuerpos policiales, aprobada por 
lasNacionesUnidasen1979.(https://www.unodc.org/pdf/compendium/compendium_
2006_es_part_04_0) Que si bien es cierto no tiene poder vinculante para el juez 
nacional si es criterio orientador sobre la función policial, y ello resulta importante 
en la medida en que las Corporaciones de cierre han comenzado a dar la 
importancia que dicha normatividad tiene para la decisión final en los procesos 
judiciales internos. 
 
Igualmente junto al llamado bloque de constitucionalidad surge el principio de 
convencionalidad,31 del cual se ha venido ocupando tanto la Corte Constitucional , 
como el Consejo de Estado que en su sentencia de unificación de la Sección 
Tercera del 28 de agosto del 2014, refiriéndose a los tratados de derecho 
internacional celebrados en materia de Derechos Humanos,  dejo dicho; 
 
“Dado el rango constitucional que les confiere la carta, las disposiciones 
que integran el bloque superior cumplen la cuádruple finalidad […], 
servir de i) regla de interpretación respecto de las dudas que puedan 
                     
31
 En lo concerniente a la posición de garante y control de convencionalidad se puede consultar la 
sentencia del 21 de noviembre de 2013 de la Sección Tercera del Consejo de Estado, rad. 29764, 





suscitarse al momento de su aplicación; ii) la de integrar la normatividad 
cuando no exista norma directamente aplicable al caso; iii) la de orientar 
las funciones del operador jurídico, y iv) la delimitar la validez de las 
regulaciones subordinadas”. (CONSEJO DE ESTADO DE COLOMBIA, 
2014) 
 
Siguiendo la argumentación expuesta en la mencionada sentencia de unificación, 
de la Sección Tercera del Consejo de Estado a que nos venimos refiriendo, se 
puede concluir que; 
 
 “El juez de daños como juez de convencionalidad en el ordenamiento 
interno, tiene la facultad para revisar el cumplimiento de las 
obligaciones de respeto y garantía de los derechos humanos por parte 
de las autoridades públicas internas. 
 
En ese orden, si bien el control de convencionalidad, visto como una 
técnica de orden estatal, le sirve al juez de daños para ejercer un 
control objetivo de constatación del cumplimiento de obligaciones 
internacionales, también le sirve para confrontar la posible abstención 
de una obligación de hacer, que nace de un estándar funcional de 
origen internacional, de allí que, en caso de concretarse un daño 
antijurídico, este le puede ser imputable al Estado” (IBIDEM). 
 
A nivel de la doctrina el Consejo de Estado ha incorporado como posición 
doctrinaria, respecto a la aplicación del principio de convencionalidad cuando se 
trate de imputar la responsabilidad del Estado por la inaplicación o actuación 
administrativa en contra de los tratados internacionales; de la siguiente manera; 
 
“los controles dentro del moderno Estado de Derecho no pueden 
limitarse a los tradicionales juicios de legalidad o de formal comparación 
normativa. El carácter sustancial de esta base edificadora del Estado 
conduce a que los controles que puedan surgir en la complejas 
intimidades de su estructura normativa no se agoten en simple 
esfuerzos sin sentido, superficiales, formales, alejados de los principios 





Ello resulta completamente entendible en la medida en que es el Estado el ente 
que se obliga al incorporar el convenio o tratado a su legislación interna y de otra 
parte tiene una función de garante con respecto a sus nacionales en el sentido de 
materializar los ordenamientos que nacen de dichos convenios o tratados a los 
cuales se ha sometido de manera libre y voluntaria.  Al respecto la Corte 
Interamericana tiene establecido que; 
 
“La Corte es consciente [de] que los jueces y tribunales internos están 
sujetos al imperio de la ley, y por ello, están obligados a aplicar las 
disposiciones vigentes en el ordenamiento jurídico. Pero cuando un 
estado ha ratificado un tratado internacional como la Convención 
Americana, sus jueces, como parte del aparato del Estado, también 
están sometidos a ella, lo que les obliga a velar porque los efectos de 
las disposiciones de la Convención no se vean mermadas por la 
aplicación de leyes contrarias a su objeto y fin, y que desde un inicio 
carecen de efectos jurídicos. En otras palabras, el Poder Judicial debe 
ejercer una especie de “control de convencionalidad” entre las normas 
jurídicas internas que aplican en los casos concretos y la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos. En esta tarea, el Poder Judicial 
debe tener en cuenta no solamente el tratado, sino también la 
interpretación que del mismo ha hecho la Corte Interamericana, 
intérprete ultima de la Convención Americana” (C.I.D.H. 2006) 
 
Dicha interpretación y orientación de la Corte interamericana se ha reiterado en 
diversas decisiones entre las que podemos mencionar; en el caso Cabrera García 
y Montiel contra México, la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
consideró: “Los jueces y órganos vinculados a la administración de justicia en 
todos los niveles están en la obligación de ejercer exofficio un “control de 
convencionalidad” entre las normas internas y la Convención” 
 
Lo que en la práctica resulta es que el Juez nacional tiene que armonizar sus 
decisiones referentes a los daños ocasionados por las autoridades estatales a los 
estándares internacionales contemplados en los convenios y tratados 
internacionales, incorporados de manera automática a la carta constitucional  
mediante la aplicación del artículo 93 de la Constitución Política Colombiana y ello 
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corresponde en primer lugar al Consejo de Estado  como juez de daños 
imputables al Estado o cualquiera de sus agentes. 
 
Precisamente la  Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia, al abordar el tema 
de la violencia de género en sentencia del 23 de septiembre del 2009 (CORTE 
SUPREMA DE JUSTICIA, 2009) llama la atención sobre la imperiosa necesidad 
de atender los instrumentos internacionales que imponen al Estado el respeto de 
los derechos fundamentales de la mujer: La observancia de tales deberes, por lo 
demás, es imperiosa en un país como Colombia, en donde la tradición 
sociocultural ha sido la de tolerar, justificar y ponderar la supremacía de lo 
masculino tanto en el ámbito público como en el privado, de suerte que las 
expectativas con las personas pertenecientes al sexo opuesto han quedado 
reducidas a la asunción de determinados roles (como el de madre abnegada, 
novia fiel y esposa sumisa), e incluso a la divulgación de ciertas cualidades (como 
la virginidad, la ineptitud, la pasividad, la belleza o la simple condición ornamental), 




5.2  FUENTES NORMATIVAS DE ORDEN INTERNO  DE LA 
RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR VIOLENCIA DE GÉNERO 
El constituyente de 1991, como se ha señalado en forma reiterada, incluyo todo un 
extenso catálogo normativo orientado a la eliminación de toda forma de violencia, 
discriminación o formas culturales que pudieran significar  comportamientos contra 
la mujer; en efecto; el artículo segundo de la Carta contempla dentro de los fines 
del Estado Social y Democrático de Derecho la construcción de los medios 
materiales para la realización de los fines del Estado; el articulo trece (13) se 
ocupa del principio de igualdad y ordena que se deben desarrollar todos los 
mecanismos que permitan la construcción de la igualdad material y no meramente 
formal. Así mismo el articulo cuarenta y dos (42) hace especial énfasis en la 
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familia, e incorpora un principio rector respecto de las relaciones intrafamiliares, el 
cual se basa en la igualdad de derechos y deberes de la pareja y en el respeto 
recíproco entre todos sus integrantes. Asimismo, la Carta concentra la atención en 
el trato diferencial y preferencial a personas que se encuentran en situación de 
vulnerabilidad, como ocurre en los casos de los niños, los jóvenes, los adultos 
mayores y las mujeres cabeza de familia, igual es el espíritu del artículo 43 de la 
Carta (GOMEZ, 2014)  
 
El legislador en la tarea de desarrollar  la Constitución ha expedido una amplia 
legislación destinada al cumplimiento de los compromisos internacionales y  a los 
lineamiento de la Carta, legislación que se abordo de manera específica cuando la 
presente investigación se ocupó de la normatividad sobre la mujer y la violencia de 
género en razón de lo cual no se enumera dicha normatividad. 
 
 
5.3   ELEMENTOS DE LA RESPONSABILIDAD CIVIL 
Es concepto  jurisprudencialmente aceptado que para que se pueda imputar la 
responsabilidad civil, cualquiera que sea su tipo, es necesario la concurrencia del 
daño y el nexo causal. 
 
5.3.1   El daño.   Sin embargo por considerarse que la categoría del “Daño” es la 
columna vertebral sobre la cual se construye la responsabilidad; resulta de utilidad 
manifiesta transcribir la definición de dicha categoría realizada por el legislador en 
la ley 1257 de 2008, la definición de qué se debe entender por daño contra la 
mujer y los diversos tipos de daño, así; 
- Daño psicológico: causado por toda acción u omisión que implique degradar 
o controlar las acciones, comportamientos, creencias, por medio de intimidación, 
manipulación, amenaza, directa o indirecta, humillación, aislamiento o cualquier 
otra conducta que produzca un perjuicio en la salud psicológica, la 
autodeterminación o el desarrollo personal. 
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- Daño o sufrimiento físico: riesgo o disminución de la integridad corporal de 
una persona. 
- Daño o sufrimiento sexual: Consecuencias que provienen de la acción 
consistente en obligar a una persona a mantener contacto sexual, físico o verbal, o 
a participar en otras interacciones sexuales mediante el uso de cualquier 
mecanismo que anule o limite la voluntad personal. 
- Daño patrimonial: cualquier perturbación o alteración en detrimento delos 
bienes económicos destinados a satisfacer las necesidades de la mujer.(SENADO 
DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA, 2008) 
 
5.3.2   Nexo  de causalidad.   El segundo aspecto que se debe dejar claro para la 
estructuración de la responsabilidad del Estado por la violencia de género es la 
autoría de la conducta, que como se dejó dicho, debe determinarse si ella fue 
ocasionada por una autoridad estatal y  ello se realizó en cumplimiento de sus 
funciones o no o si la conducta dañosa es producto de una omisión de la función 
estatal de dicha autoridad y ello en razón al nexo o vínculo con el servicio. En ese 
sentido resulta necesario  traer la línea jurisprudencial que mantiene el Consejo de 
Estado cuando afirma; 
 
“Si el daño no se produce como consecuencia del ejercicio de una 
potestad pública, sino que se ejecutó exclusivamente en la esfera 
privada del agente estatal, desligado del servicio público, no es posible 
imputarle el resultado dañoso al Estado, pues esta Sección ha 
reconocido que los agentes estatales tienen una esfera individual, 
ámbito en el cual sus comportamientos son reputados como los de 
cualquier particular sin que tenga incidencia con las funciones 
asignadas constitucional y legalmente (CONSEJO DE ESTADO DE 
COLOMBIA, 2011). Así pues, cuando los agentes estatales actúan por 
ejemplo, i)no con ocasión de las funciones públicas o administrativas 
que les han sido asignadas temporal o permanentemente por vía legal o 
reglamentaria (IDEM); o ii) 
 
Despojado de toda condición pública frente al sujeto que padece el 
daño, esto es si el ofensor ante los ojos de la víctima exhibe un 
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comportamiento evidente y manifiesto de persona privada, no es 
posible imputarle los daños al Estado” (IDEM) 
 
La misma Corporación ha sido reiterativa en dicha posición que es doctrina o línea 
jurisprudencial decantada, así se puede aclarar con la lectura del siguiente 
extracto; 
 
“[N]o cualquier actuación dañosa de los funcionarios o agentes 
administrativos conlleva imputación de responsabilidad a la 
administración de quien dependen o en la que están encuadrados. Se 
requiere en todo caso para que opere el mecanismo de atribución a la 
administración del deber de reparar un daño patrimonial, que la 
actuación lesiva de la persona autora material de éste pueda calificarse 
como propia del “funcionamiento de los servicios públicos”. Es decir que 
la conducta del agente de la administración productora del evento 
dañoso suponga una manifestación del desempeño o ejercicio del cargo 
público, presentándose externamente entonces el resultado lesivo como 
expresión o consecuencia del funcionamiento del servicio público. Por 
tanto, la Administración no responde de los daños causados por la 
actividad estrictamente privada de sus funcionarios y agentes, es decir, 
la llevada a cabo absolutamente al margen de las funciones del cargo 
público; en una palabra, la realizada fuera del servicio público. En 
definitiva, el fenómeno jurídico de la imputación de responsabilidad civil 
a la administración no se produce en aquellos supuestos de daños 
resarcibles en los que el funcionario se presenta frente al sujeto dañado 
en su calidad de persona privada, desprovisto, por tanto, de toda 
calificación jurídico publica” (IDEM) 
 
 
5.4 PRINCIPALES PRONUNCIAMIENTOS DE LA CORTE INTERAMERICANA 
DE DERECHOS HUMANOS SOBRE RESPONSABILIDAD DE LOS ESTADOS 
POR  VIOLENCIA DE GÉNERO 
Entre las sentencias que ha producido la Corte Interamericana por la 





5.4.1   Caso González y otras (“Campo Algodonero”) vs. México.32   Esta sentencia 
resulta paradigmática en el sentido en que fue la primera vez que la Corte abordo 
el estudio y la solución del caso desde la perspectiva de género, En su sentencia, 
la Corte IDH concluye que los homicidios de las tres víctimas definidas en el caso, 
Laura Berenice Ramos, Claudia Ivette González y Esmeralda Herrera Monreal, 
fueron cometidos “por razones de género”, esto es, constituyen casos de 
“feminicidio” 33 y están enmarcados dentro de un contexto de violencia contralas 
mujeres en Ciudad Juárez (CIDH, 2009) 
 
En dicha sentencia La Corte define con cierta precisión el estándar de “debida 
diligencia” establecido en el artículo  7 de la CBDP, a fin de determinar el alcance 
del deber estatal de prevención de crímenes basados  en el género, tales como 
desapariciones, vejaciones sexuales, torturas y homicidios de mujeres. En el caso, 
la Corte aplica el estándar de debida diligencia respecto del deber estatal de 
protección de los derechos frente a actos de particulares. 
 
También fija la Corte los criterios jurídicos que permiten atribuir esos crímenes de 
particulares al Estado. La definición de un campo de responsabilidad jurídica 
                     
32
 Corte IDH, Caso González y otras (Campo Algodonero) vs. México. Sentencia de 16 de 
noviembre de 2009. Para el análisis de este caso hemos considerado además la demanda de la 
CIDH y el escrito de solicitudes, argumentos y pruebas de los peticionarios. Ver Demanda de la 
CIDH ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso de Campo Algodonero: 
Claudia Ivette González, Esmeralda Herrera Monreal y Laura Berenice Ramos Monárrez (Casos 
12.496, 12.497 y 12.498) contra los Estados Unidos Mexicanos, 4/11/ 2007. Escrito presentado a la 
Corte IDH, por Josefina González, Benita Monárrez e Irma Monreal Jaime, y por el Centro de 
Desarrollo Integral de la Mujer (CEDIMAC), la Red  Ciudadana de No Violencia y Dignidad 
Humana, la Asociación Nacional de Abogados Democráticos A. C. (ANAD) y el Comité de América 
Latina y el Caribe para la Defensa de los Derechos de la Mujer (CLADEM). También se consultó la 
contestación de demanda de México ante la Corte- en http://new.pensamientopenal.com.ar/sites 
/default/files/2011/08/ddhh02_1.pdf 
33
 La Corte afirma que utilizará la expresión “homicidio de mujeres en razón de género también 
conocido como feminicidio”. Ver Corte IDH, caso “Campo Algodonero”, párr. 143. 
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estatal por crímenes de particulares es un tema espinoso en un contexto regional 
atravesado por crisis políticas recurrentes, causadas por el creciente deterioro de 
la seguridad ciudadana. El caso se refiere además a hechos ocurridos en una de 
las ciudades más violentas del continente34.  
 
En la sentencia que se analiza y que se conoce como caso “Campo 
Algodonero”(CIDH, 2014), el tribunal interamericano retomó la  doctrina del riesgo 
previsible y  evitable inspirada en la jurisprudencia del sistema europeo de 
derechos humanos–, que había  desarrollado en fallos previos relacionados con 
prácticas de violencia de grupos paramilitares  en el conflicto armado interno en 
Colombia. En esta ocasión aplicó esos estándares al contexto  social de prácticas 
de violencia contra las mujeres en Ciudad Juárez, definiendo un deber de 
protección estatal reforzado por la CBDP35 
 
5.4.2   Caso Rosendo Cantú y otra vs. México y Fernández Ortega y otros vs. 
México.   El caso se origina en una  demanda por la “violación sexual y tortura” en 
perjuicio de la señora Rosendo Cantú ocurrida el 16 de febrero de 2002, por la 
“falta de debida diligencia en la investigación y sanción de los responsables” de 
esos hechos, por “las consecuencias de los hechos del caso en la hija de la 
[presunta] víctima”, por “la falta de reparación adecuada [en] favor de la [presunta] 
víctima y sus familiares”, por “la utilización del fuero militar para la investigación y 
juzgamiento de violaciones a los Derechos humanos”, y por “las dificultades que 
                     
34
 A nivel interno los jueces colombianos – Consejo de Estado – no ha producido aún ninguna 
condena al Estado por crímenes de género ocasionado por particulares, solo lo ha hecho por los 
que producen agentes estatales. 
35
 El artículo 1 de la CBDP define la violencia contra las mujeres como “cualquier acción o 
conducta, basada en su género, que causa muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o sicológico a 
la mujer, tanto en su ámbito público como en el privado”. Cabe mencionar que en un caso previo, la 
Corte IDH examinó los alegatos de las partes sobre violación del derecho a la integridad física 
usando como criterio de interpretación el artículo 7 de la CBDP. Ver Corte IDH, caso del Penal de 
Castro Castro. Sentencia de 25 de noviembre de 2005, Serie C, No. 160, párr.276. 
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enfrentan las personas indígenas, en particular las mujeres, para acceder a la 
justicia y a los servicios de salud, en el Estado mexicano”.(CIDH, 2011) 
 
En dicha sentencia la Corte Interamericana aborda de manera específica la 
situación del daño producido por agentes estatales en operaciones ajenas a la 
órbita de sus funciones orgánicas o de servicio, en otras palabras, si por el hecho 
de que quienes ocasionaron el daño, no se encontraran en servicio o el 
comportamiento dañoso no se enmarque dentro de las facultades es razón 
suficiente para absolver la responsabilidad de los estados y en segundo lugar el 
problema de la investigación efectiva y punibilidad de la conducta. 
 
En ella la Corte deja expresamente clarificada la posición de garante que 
corresponde al Estado y la creación del riesgo cuando no se cumple con dichos 
estándares de protección; configurándose de dicha manera el fundamento de 
imputación por violación de la Convención. 
 
Resumiendo, De acuerdo con lo expuesto, para que surja el derecho a imputar 
responsabilidad a un Estado por violencia de género deben concurrir las 
siguientes situaciones: i) que haya una acción u omisión en contra de una o varias 
mujeres; ii) que se dirija contra ella por su condición de mujer, o por razones de 
género presentes en la sociedad, o iv) que las afecte de manera desproporcionada 
en razón a estas circunstancias; v) que se les cause un daño físico, sexual o 
psicológico, económico o patrimonial, sin importar el ámbito en el que se presente 
o de quien provenga la acción o la conducta.(GUZMÁN, MOLANO, Y UPRIMNY, 
2012) 
 
5.4.3   Caso Gelman vs. Uruguay (CIDH,2010).   El Caso Gelman se origina en la 
demanda fue presentada por la desaparición de María Claudia García y la 
supresión de la identidad de su hija, Macarena Gelman, nieta del poeta argentino 
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Juan Gelman.36Los hechos del caso demandando  ocurrieron durante la dictadura 
cívico-militar que gobernó Uruguay entre 1973 y 1985, en el marco de prácticas 
sistemáticas de detenciones arbitrarias, torturas, ejecuciones extrajudiciales y 
desapariciones forzadas perpetradas por las fuerzas de seguridad e inteligencia 
de la dictadura uruguaya en colaboración con autoridades argentinas, en el marco 
de la doctrina de seguridad nacional y de la llamada “Operación Cóndor”.37 
 
En dicha sentencia la Corte se ocupa de uno de los problemas con los cuales los 
estados participantes de la “Operación Cóndor” pretendían lograr la impunidad 
para sus agentes; en efecto,  el 22 de diciembre de 1986 el Parlamento uruguayo 
aprobó la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado38. Normatividad 
que fue declarada exequible por la Corte Suprema de Justicia de ese país y 
aprobada mediante  referéndum en 1989 y 2009.39 Frente a dichos actos la Corte 
                     
36
 El análisis que se realiza de la sentencia en estudio se efectúa a partir del texto de resumen 
oficial de la sentencia contenido en www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_221_esp1.pdf- 
Consulta realizada el 06 de enero de 2015 
37
 La Operación Cóndor fue el nombre clave que se dio a la alianza entre las fuerzas de seguridad 
y militares y servicios de inteligencia de las dictaduras del Cono Sur durante la década de los 
setenta del siglo XX, en su lucha y represión contra personas designadas como “elementos 
subversivos”. Eran operaciones clandestinas de las Fuerzas de Inteligencia de Chile, Argentina, 
Paraguay y Uruguay 
38
 Ley 15.848 mediante la cual, entre otros, concedió una amnistía “respecto de los delitos 
cometidos hasta el 1º de marzo de 1985 por funcionarios militares y policiales, equiparados y 
asimilados por móviles políticos o en ocasión del cumplimiento de sus funciones y en ocasión de 
acciones ordenadas por los mandos que actuaron durante el período de facto”. 
39
 En la sentencia sobre la masacre de Barrios Altos Vs. Perú del 2001, la Corte estableció la 
incompatibilidad de leyes de autoamnistía con la Convención Americana en los siguientes 
términos: […] son inadmisibles las disposiciones de amnistía, las disposiciones de prescripción y el 
establecimiento de excluyentes de responsabilidad que pretendan impedir la investigación y 
sanción de los responsables de las violaciones graves de los derechos humanos tales como la 
tortura, las ejecuciones sumarias, extralegales o arbitrarias y las desapariciones forzadas, todas 
ellas prohibidas por contravenir derechos inderogables reconocidos por el Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos. 
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dejo sentado “La legitimación democrática de determinados hechos o actos en una 
sociedad está limitada por las normas y obligaciones internacionales de protección 
de los derechos humanos reconocidos en tratados como la Convención 
Americana. 
 
El 24 de febrero de 2010 la Corte Interamericana de Derechos Humanos declaró, 
por unanimidad, que el Estado de Uruguay es internacionalmente responsable por: 
a) la desaparición forzada y la violación de los derechos al reconocimiento de la 
personalidad jurídica, a la vida, a la integridad personal y a la libertad personal, en 
perjuicio de María Claudia García Iruretagoyena Casinelli; b) la violación de los 
derechos al reconocimiento de la personalidad jurídica, a la vida, a la integridad 
personal, a la libertad personal, a la familia, al nombre, a los derechos del niño y a 
la nacionalidad, en perjuicio de María Macarena Gelman García Iruretagoyena, por 
lo que constituyó una forma de desaparición forzada desde su nacimiento hasta el 
momento en que recuperó su verdadera y legítima identidad; c) la violación de los 
derechos a la integridad personal y a la protección de la familia, en perjuicio del 
señor Juan Gelman, y d) la violación de los derechos a las garantías judiciales y a 
la protección judicial, en relación con las normas pertinentes de la Convención 
Americana y de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de 
Personas, por la falta de investigación efectiva de los hechos del presente caso, 
en perjuicio de Juan Gelman y María Macarena Gelman. Además, el Estado ha 
incumplido la obligación de adecuar su derecho interno a la Convención 
Americana, como consecuencia de la interpretación y aplicación que le ha dado a 
la Ley de Caducidad de la Pretensión Punitiva del Estado respecto de graves 
violaciones de derechos humanos. 
 
La Corte se ocupa a si mismo del problema que constituye el traslado de personas 
de un estado a otro (de Argentina a Uruguay) hecho con el cual a juicio de la Corte 
se perseguía privar a la víctima de la personalidad jurídica nacional e 
internacionalmente, situación agravada por la condición de especial vulnerabilidad 
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en que se encontraba la víctima, como quiera que se hallaba embarazada. La 
Corte se ocupa igualmente del hecho de que en la preparación, ejecución y 
desenlace, necesariamente se tuvieron que ver involucrados agentes estatales de 
diversa categoría hechos que llevaron a la Corte a declarar que el Estado faltó 
gravemente a sus deberes de prevención y protección de los derechos de las 
víctimas, consagrados en el artículo 1.1 de la Convención Americana, y utilizaron 
la investidura oficial y recursos otorgados por el Estado para cometer las 
violaciones. 
 
La sentencia no se ocupa de manera específica de  la responsabilidad del Estado 
Uruguayo por violencia de género pero si de su posición de garante del 
cumplimiento de los derechos reconocidos en los artículos 7.1, 5.1 y 5.2, 4.1 y 3 
de la Convención Americana, en razón de la clara violación del principio de 
convencionalidad por el incumplimiento de sus obligaciones de respetar y 
garantizar esos derechos, establecidas en el artículo 1.1 del mismo tratado, en 
relación con los artículos I y XI de la Convención Interamericana sobre 
Desaparición Forzada de Personas, de prevenir, investigar y sancionar toda 
violación a los derechos humanos. 
 
5.4.4   Caso Atala Riffo y niñas vs Chile (CIDH, 2012).   El presente caso se 
origina en la demanda  por la presunta responsabilidad internacional del Estado 
Chileno  por el trato discriminatorio y la interferencia arbitraria en la vida privada y 
familiar que habría sufrido la señora Átala debido a su orientación sexual en el 
proceso judicial que resultó en el retiro del cuidado y custodia de  sus hijas M., V. y 
R. El caso también se relaciona con la alegada inobservancia del interés superior 
de las niñas cuya custodia y cuidado fueron determinados en incumplimiento de 
sus derechos y sobre la base de supuestos prejuicios discriminatorios. 
 
En el presente caso tampoco se ocupa la Corte de abordar el problema de la 
violencia de género o contra la mujer. No obstante se incluye por considerar que 
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se trata de una sentencia hito en la medida en que se aborda una situación 
completamente particular y que fue resuelta por las autoridades judiciales 
chilenas, sin embargo la Corte considero que se había incurrido en actos de 
discriminación, basados en la identidad sexual de la demandante. 
 
Los hechos que dan origen al proceso ocurrieron como sigue “La señora Atala 
contrajo matrimonio con Ricardo Jaime López Allendes el 29 de marzo de 1993. 
Las niñas M., V. y R. nacieron en los años 1994, 1998 y 1999, respectivamente35. 
La señora Atala tiene un hijo mayor, Sergio Vera Atala, nacido en un matrimonio 
anterior. En marzo de 2002 la señora Atala y el señor López Allendes decidieron 
finalizar su matrimonio por medio de una separación de hecho. Como parte de 
dicha separación de hecho, establecieron por mutuo acuerdo que la señora Atala 
mantendría la tuición y cuidado de las tres niñas en la ciudad de Villarrica, con un 
régimen de visita semanal a la casa de su padre en Temuco36. En noviembre de 
2002 la señora Emma de Ramón, compañera sentimental de la señora Atala, 
comenzó a convivir en la misma casa con ella, sus  tres hijas y el hijo mayor. A 
raíz de dicha situación el padre de los menores inicios el proceso de tuición de las 
menores en consideración a que el desarrollo físico y emocional estaba en peligro.  
 
En primera instancia el Juez al resolver las pretensiones formuladas en la 
demanda expidió la correspondiente  sentencia negando la tuición solicitada, el 
demandante interpuso Recurso de Apelación contra dicha sentencia, recurso que 
confirmo la sentencia de primera instancia. Inconforme con dicha decisión el padre 
de las menores presento el recurso de queja ante la Corte Suprema de Justicia  el 
cual fue admitido y en el mismo se mantuvo la tuición provisional de las menores a 
favor del padre que se había otorgado inicialmente por el Juez de primera 
instancia. 
 
En primer lugar, la Corte Suprema en decisión dividida destacó que “en todas las 
medidas que le conciernan [a los niños y niñas], es primordial atender al interés 
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superior del niño sobre otras consideraciones y derechos relativos a sus 
progenitores y que puedan hacer necesario separarlo de sus padres”. Además, la 
Corte Suprema expresó que el inciso primero del artículo 225 del Código Civil 
chileno, el cual provee que en el caso de que los padres vivan separados el 
cuidado personal de los hijos corresponde a la madre, no es una norma “absoluta 
y definitiva”. Por lo tanto, la Corte declaró que “el tribunal puede confiar el cuidado 
personal de los hijos al otro padre, haciendo cesar la tuición de quien la ejerce, si 
existe una ‘causa calificada’ que haga indispensable adoptar la resolución, 
siempre teniendo en cuenta el interés del hijo” (CORTE SUPREMA DE CHILE, 
2004) 
 
La Comisión en su estudio previo concluyo que el caso debía ser tramitado ante la 
Corte por considerar que el caso “se relaciona con la discriminación e injerencia 
arbitraria en la vida privada de [la señora] Atala, ocurridas en el contexto de un 
proceso judicial sobre la custodia y cuidado de sus tres hijas” .Lo anterior, debido 
a que presuntamente la “orientación sexual [de la señora] Atala y, principalmente 
la expresión de dicha orientación en su proyecto de vida, fueron la base principal 
de las decisiones mediante las cuales se resolvió retirarle la custodia de las niñas”. 
(C.I.D.H. 2012) 
 
La Corte Interamericana  considero que los problemas jurídicos planteados en la 
demanda se reducen a:  
1) los alcances del derecho a la igualdad y a la no discriminación; 
2) la orientación sexual como categoría protegida por el 28 artículo 1.1 de la 
Convención Americana; 
3) si existió en el presente caso una diferencia de trato basada en la orientación 
sexual, y  
4) si dicha diferencia de trato constituyó discriminación, para lo cual se evaluarán 
en forma estricta las razones que se alegaron para justificar dicha diferencia de 
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trato en razón del interés superior del niño y las presunciones de riesgo y daño en 
perjuicio de las tres niñas. 
 
Frente a los problemas jurídicos planteados la Corte Interamericana  atribuye la 
responsabilidad del estado chileno a través de la siguiente conclusión; 
 
“Este Tribunal concluye que si bien la sentencia de la Corte Suprema y 
la decisión de tuición provisoria pretendían la protección del interés 
superior de las niñas M., V. y R., no se probó que la motivación 
esgrimida en las decisiones fuera adecuada para alcanzar dicho fin, 
dado que la Corte Suprema de Justicia y el Juzgado de Menores de 
Villarrica no comprobaron en el caso concreto que la convivencia de la 
señora Atala con su pareja afectó de manera negativa el interés 
superior de las menores de edad (supra párr. 121, 131 y 139) y, por el 
contrario, utilizaron argumentos abstractos, estereotipados y/o 
discriminatorios para fundamentar la decisión (supra párr. 118, 119, 
125, 130, 140 y 145), por lo que dichas decisiones constituyen un trato 
discriminatorio en contra de la señora Atala. Por tanto, la Corte declara 
que el Estado vulneró el derecho a la igualdad consagrado en el artículo 
24 en relación con el artículo 1.1. de la Convención Americana, en 
perjuicio de Karen Atala Riffo” (IBIDEM). 
 
La sentencia analizada resulta de suma importancia en la medida en que la Alta 
Corporación se ocupa de unos hechos en los cuales el poder judicial del estado 
desarrollo todos los procedimientos consagrados, sin embargo, en el 
enjuiciamiento el juez internacional pudo establecer la argumentación y   
aplicación de criterios de discriminación contra la mujer por su orientación sexual, 
sin que se hubiera demostrado la posible vulneración o daño que se pudiera 
infringir a las menores que se pretendían proteger en el marco del mandato 
constitucional y legal de la normatividad chilena. 
 
5.4.5   Caso Vivian a Gallón VS Costa Rica.   Dentro de las sentencias que se 
escogieron para analizar en la presente investigación, encontramos la 
correspondiente al “Caso Costa Rica Vs Viviana Gallón” la cual es paradigmática 
en consideración en que en dicho caso es el estado de Costa Rica la que 
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invocando el artículo 61.2 de la Convención  Americana acude en forma directa a 
la Corte en busca del pronunciamiento  renunciando formalmente al requisito de 
agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna y de agotamiento previo de 
los procedimientos previstos en los artículos 48 a 50 de la Convención en los 
casos de la muerte en prisión de Viviana Gallardo y de las lesiones inferidas a 
Alejandra María Bonilla Leiva y Magaly Salazar Nassar, el 1º de julio 1981. 
Proceso que tiene los siguientes antecedentes: 
 
“Viviana Gallardo Camacho, Alejandra Bonilla Leiva y Magaly Salazar 
Nassar, costarricenses, fueron detenidas por el Organismo de 
Investigación Judicial (OIJ) de la República de Costa Rica, 
vinculándolas a una organización terrorista o sediciosa, y puestas, por 
intermedio del Ministerio Público, a la orden del tribunal de instrucción 
ordinario correspondiente.  Por razones de seguridad, se les mantuvo 
en una celda de detención de la Dirección General de la Guardia Civil.  
Entre otros cargos, a Viviana se le imputaba personalmente el homicidio 
de un miembro de dicha Guardia Civil, de una manera repugnante, lo 
cual produjo una ola de indignación, tanto en el país en general, como 
en el seno de la Guardia Civil y de las autoridades del orden público en 
particular. 
 
El 1o. de julio de 1981, el Cabo de la Guardia Civil José Manuel 
Bolaños Quesada, que no estaba a cargo de la vigilancia de las 
detenidas, logró llegar hasta la puerta de su celda y disparar con una 
metralleta a través de la mirilla de la misma, causando la muerte de 




Y continua la misma fuente relatando “Las noticias de prensa y los reclamos 
públicos de las víctimas y sus parientes plantearon, en resumen, la posible 
responsabilidad del Gobierno de la República:  a) porque los hechos fueron 
cometidos por un agente de la autoridad, si no en el ejercicio de sus funciones, sí 
por lo memos con ocasión del mismo y utilizando los medios jurídicos y materiales 
de su cargo (acceso a las detenidas, arma de reglamento, uniforme, posición, 
etc.); b) porque el mantenerlas en un centro de detención de la Guardia Civil, al 
alcance de compañeros del agente asesinado y en condiciones precarias de 
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seguridad, parecía significar una imprudencia grave que podría haber facilitado el 
atropello; c) porque su detención en un centro anormal e inadecuado, y las tres 
juntas en una celda de mínimas dimensiones y sin condiciones de higiene y 
comodidad, podría constituir un tratamiento cruel, inhumano o degradante; d) 
porque, además, se acusaba concretamente al OIJ de maltratos, físicos y 
sicológicos, a las detenidas, en condiciones que se tildaban de tortura” (IBIDEM). 
 
Fue tal el impacto en la opinión pública que el gobierno Costa rícense considero 
que no existían condiciones para que el Proceso se adelantara en la jurisdicción 
interna de ese país en razón de lo cual acude a lo estatuido en el artículo 62.3 de 
la Convención Americana, a fin de que este Tribunal decidiera si los hechos 
constituían una violación, por parte de las autoridades nacionales, de los derechos 
humanos consagrados en los artículos 4 y 5 de la Convención, o de cualquier otro 
derecho contemplado en dicho instrumento internacional. 
 
El caso resulta de suma importancia, desde dos puntos de vista; primero la aptitud 
del estado costarricense que se caracteriza por honrar sus deber de garantizar los 
derechos humanos de sus asociados y el inmenso respeto por los mismos que 
tiene como tradición y segundo; ante la indignación que produjeron ambos hechos 
el Estado decidió renunciar a su propia jurisdicción y competencia en buscar de 
que un organismo imparcial pudiera realizar el ideal de justicia. Sin embargo la 
Corte considero que no era de su competencia en la medida en que no se habían 
agotado los trámites consagrados en la convención para que la corporación 












Después de realizar la investigación y de acuerdo a los objetivos se evidencia la 
necesidad en primer lugar de identificar las variables que generan las diferentes 
conductas de violencia de genero, estas resultan útiles no solo desde un aspecto 
académico para abrir puertas a la investigación, sino para reconocer las áreas y 
los grupos de personas desde los que se debe impulsar una mejor recepción a los 
cambios no solo jurídicos sino también socio culturales.  
 
Del recorrido histórico planteado se lograron identificar, patrones de reproducción 
que ubican a la mujer en condiciones diferenciales negativas, frente a una línea 
base de lo que se considera normal, lo cual resultaría importante en términos de 
identificar las medidas preventivas y predicción de su comisión y finalmente la 
elaboración de políticas publicas.  
 
El análisis realizado permite concluir que se deben concatenar tanto los aspectos 
jurídicos o tratamiento jurídico que constituye el componente represivo del estado, 
como los aspectos socio culturales que representan las acciones preventivas de la 
sociedad, la tipificación del feminicidio es una respuesta institucionalizada del 
primero sin embargo no se esta articulando con una reacción socio cultural, los 
cambios socio culturales no han alcanzado la institucionalidad suficiente para 
generar un cambio social que permita poner en un escenario en el que la mujer 
este libre de violencias. 
 
A través del estudio se estableció que efectivamente si existen mecanismos 
legales internacionales como nacionales para combatir la violencia ejercida sobre 
la mujer, lo que encontramos es que si bien es cierto están expresadas 




   
 
Finalmente concluimos del problema de investigación planteado, que ejercer un 
punto de presión sobre un tipo penal especifico, en este caso el homicidio sobre 
una mujer por el hecho de ser mujer, podría estar generando entre otras 
situaciones, incentivos para aumentar otras formas de violencia, ya que esta solo 
responde a un tipo de agresión, es decir el agresor ya no pensaría en matar a la 
mujer, sino vulnerarla de diferentes formas ya sea física, verbal, psicológica, 
familiar, laboral o económicamente, con el ánimo de evadir la drástica sanción 
penal, porque el feminicidio en Colombia nació como respuesta a una situación 
coyuntural mediática desconociendo el tratamiento multicausal con el cual se 
debería abordar el problema objeto de estudio, es una respuesta necesaria sin ser 
efectiva ni suficiente.   
 
A pesar del optimismo con el que se ha recibido la Ley 1761 de 2015 “Ley Rosa 
Elvira Cely” sentimos escepticismo respecto al impacto que pueda generar y el 
nivel de efectividad real que tenga, pues a lo largo de la investigación concluimos 
que la solución del problema no esta en crear tipos penales con penas mas fuertes 

















• Elaborar una política integral para prevenir y combatir las diferentes formas de 
violencia contra la mujer y garantizar que las leyes y los servicios nacionales 
respondan a los principios del bloque de constitucionalidad en este tema. 
 
• Crear planes nacionales y locales de acción para poner fin a la violencia contra 
las mujeres, que logren reunir al gobierno, a las organizaciones de mujeres y a 
otras organizaciones de la sociedad civil, a los medios de comunicación y al sector 
privado en un frente coordinado y colectivo que luche contra dichas violaciones. 
 
• Teniendo en cuenta que la violencia sobre las mujeres quizás no ha aumentado, 
sino se ha visibilizado podría considerarse que la criminalidad oculta se ha 
empezado a registrar por lo se recomienda que la justicia se accesible para las 
mujeres, brindándoles servicios jurídicos y especializados en forma gratuita y 
aumentando la cantidad de mujeres en los cuerpos de policía y en los principales 
servicios. Por ejemplo: creando una Oficina de Genero dentro de la Policía, 
capacitando al personal de la Policía para hacer frente a la violencia sexual y de 
género. 
 
• Crear líneas de emergencia gratuita que trabaje las 24 horas, contando con 
intervenciones rápidas para su seguridad y protección, con viviendas y refugios 
seguros para ellas y sus hijos con un seguimiento y apoyo psicológico, con 
cuidados post-violencia si fuese el caso, y con ayuda jurídica gratuita para que 
comprendan sus derechos y opciones- Igualmente crear un servicio de atención 





• Brindar formación a aquellos que trabajan en servicios esenciales, especialmente 
a la Policía, a los abogados y a los jueces, los trabajadores sociales y el personal 
de salud, de modo que se garantice el cumplimiento de normas y protocolos de 
calidad. Los servicios tienen que ser confidenciales, sensibles y adecuados. 
 
• Recopilar, analizar y difundir los progresos y carencias en la implementación de 
las políticas, los planes y las leyes sobre violencia de género. 
 
• Invertir en la igualdad entre los géneros y el empoderamiento de las mujeres, 
incentivando la participación y el liderazgo político y económico de las mujeres, así 
como la participación y poder de decisión en todos los espacios de su vida. 
 
• Involucrar cada vez más a los medios de comunicación en la creación de una 
opinión pública y en poner en tela de juicio las normas de género perjudiciales que 
perpetúan la violencia contra las mujeres.  
 
• Trabajar para y con los jóvenes como defensores del cambio, garantizando un 
sistema educativo donde los niños y niñas establezcan relaciones de género 
basadas en la armonía, respeto mutuo y la no violencia. Por ejemplo: Una 
actividad para adolescentes pensada para que a través del debate sobre las letras 
de algunas canciones se adquiera conciencia de que la violencia de género es una 
de las formas de violencia más común pero al mismo tiempo más desconocida. 
Incluir una catedra obligatoria en los módulos educativos sobre prevención de la 
violencia y los programas educativos existentes se desarrollen siempre con 
perspectiva de género, como quiera que en esta etapa de la vida, es donde se 
forman los valores y normas relativas a la igualdad de género. 
 
• Fomentar la tolerancia, la solidaridad, el respeto a la diferencia, la comunicación 
exenta de violencia, la negociación al intentar resolver los conflictos, previniendo y 
rechazando las actitudes y los comportamientos violentos. Trabajar por un entorno 
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que proteja los derechos humanos, la democracia y la solución como se dijo 
pacíficamente de los problemas. 
 
• Crear un observatorio nacional, que incorpore un sistema de estadísticas sobre 
violencia de género que recopile datos sobre los hechos relacionados. 
 
• Animar a las mujeres que se sienten amenazadas para que recurran a los 
albergues existentes para mujeres víctimas de violencia. Es fundamental que los 
profesionales del albergue estén formados específicamente sobre los distintos 
aspectos de los crímenes de género.  
 
• Tener hogares seguros o albergues en las distintas regiones que presten 
protección y refugio a mujeres victimas de violencias con profesionales 
especializados. 
 
• Implementar otros mecanismos de sanción frente a las violencias sobre las 
mujeres, no solo tener como pena principal la pena privativa de la libertad, sino 
que ésta obligatoriamente debe acompañarse de la asistencia a terapias 
psicológicas, trabajo social, restricciones de acercamiento a la victima, 
comparecencia a talleres de perspectiva de genero etc.  
 
• Crear mecanismos de control para materializar las medidas cautelares que se 



















































































Conforme a la encuesta Nacional de demografía  y Salud que efectúa 
regularmente  PROFAMILIA se tienen los siguientes indicadores: 
 
“El 72.5 por ciento de las mujeres sufre algún tipo de control por parte de su 
esposo o  compañero y el 26 por ciento es víctima de violencia verbal. El 37 por 
ciento de las mujeres de Colombia sufre algún tipo de violencia física por parte de 
su pareja, este porcentaje disminuyó dos puntos porcentuales con respecto al 
2005. Las agresiones más comunes son: empujones, golpes con la mano, patadas 
y violación. Entre quienes sufren violencia física por parte de su esposo o 
compañero un 10 por  ciento señala haber sido violada por él. Un 6 por ciento de 
las mujeres ha sido víctima de violencia sexual” (PROFAMILIA. 2010). 
 
La Encuesta Nacional de Demografía y Salud (PROFAMILIA. 2010)señaló que el 
73% de las mujeres maltratadas físicamente no denunciaron la violencia a la cual 
se vieron enfrentadas (PROFAMILIA, 2010). Para la Defensoría del Pueblo40, el 
70% de las mujeres que fueron víctimas de violencia física y el 81,7% de las 
víctimas de agresión sexual no acudieron a ninguna institución a denunciar la 
agresión (2008, pp. 164 y 176). Específicamente en materia de violencia sexual en 
el conflicto armado, la Primera Encuesta de Prevalencia de Violencia Sexual 
impulsada por OXFAM y realizada por la Casa de la Mujer encontró que el 82,1% 
de las mujeres encuestadas no denunciaron los hechos de los que fueron 
víctimas”41 
                     
40
 Este estudio se enfoca en mujeres en condiciones de desplazamiento forzado víctimas de 
violencia intrafamiliar y sexual. 
41
 PROFAMILIA – Entidad encargada de impulsar los derechos de la familia en Colombia, no 
obstante, hay que destacar que el muestreo corresponde a la época en que aun no se había 











                                                                                              
  
 












                                              
  
    
                                                                                              
COMITÉ DE SEGUIMIENTO A LA IMPLEMENTACIÓN DE LA LEY 1257 DE 2008 
EVALUACIÓN DE LA IMPLEMENTACIÓN TERRITORIAL  
                                                 
DIRECCIÓN SECCIONAL DE 
CUNDINAMARCA 
  Nombre del Fiscal : 
                                                 Aspecto  
1. Durante los años 2012 y 2013, los 
funcionarios de la Fiscalía recibieron  
capacitación en los siguientes temas?  (SI/NO) 
a. Género   b. Enfoque Diferencial 



















c. Derechos Humanos de las mujeres   d. Ley 1257 de 2008 y sus Decretos reglamentarios 
  
2. Indique el número de denuncias que 
recibió la Fiscalía en 2012 y 2013, por los 
siguientes delitos, donde las víctimas fueron 
mujeres: 

























3. En la imputación por homicidio,  indique el número de casos en los que se ha incluido el agravante de "cuando se 
comete contra la mujer por el hecho de ser mujer" (Art. 104 de la Ley 599 de 2000, adicionado por el artículo 26 de la Ley 
1257 de 2008) 

























                                                                                              
  
 












                                              
  
    
                                                                                              
COMITÉ DE SEGUIMIENTO A LA IMPLEMENTACIÓN DE LA LEY 1257 DE 2008 
EVALUACIÓN DE LA IMPLEMENTACIÓN TERRITORIAL  
                                                 
DIRECCIÓN SECCIONAL DE 
CUNDINAMARCA 
  Nombre del Fiscal : 
                                                 Aspecto  
1. Durante los años 2012 y 2013, los 
funcionarios de la Fiscalía recibieron  
capacitación en los siguientes temas?  (SI/NO) 
a. Género   b. Enfoque Diferencial 



















c. Derechos Humanos de las mujeres   d. Ley 1257 de 2008 y sus Decretos reglamentarios 
  
2. Indique el número de denuncias que 
recibió la Fiscalía en 2012 y 2013, por los 
siguientes delitos, donde las víctimas fueron 
mujeres: 

























3. En la imputación por homicidio,  indique el número de casos en los que se ha incluido el agravante de "cuando se 
comete contra la mujer por el hecho de ser mujer" (Art. 104 de la Ley 599 de 2000, adicionado por el artículo 26 de la Ley 
1257 de 2008) 
2012 3 2013 3 
4. Cuántas sentencias condenatorias se 
profierieron en 2012 y 2013 por los siguientes 
delitos, donde las víctimas fueron mujeres:  






























5. ¿Cuántas medidas de protección  para 
mujeres vícitimas de violencia en el ambito 
diferente al familiar ha solicitado ante el Juez 
de Control de Garantías en la vigencia  año 
2013?   
0 
6.  Señale los tres tipos de 
medida de protección que 
solicitó con mayor frecuencia 
a. 
Una solicitud de 
Vigilancia por 
parte de Pol. 
Nacional (Pidio 
Pacho Local 02) 7.  ¿Cuántas medidas de atención (alojamiento, 
alimentación y transporte) para mujeres vícitimas 
de violencia en el ámbito diferente al familiar  ha 
solicitado ante el Juez de Control de Garantías en 
la vigencia  2013?   
0 
b. 
Una Medida de 
Protección de 




c   
8. Señale el procedimiento por el cual solicita 
al juez de control de garantías la medida de 
protección. 
(Especifique el tiempo en que dura el 
procedimiento) 
N/A 
9. Señale el procedimiento por 
el cual solicita al Juez de 
control de garantías la medida 
de atención. 
(Especifique el tiempo en que 
dura el procedimiento) 
N/A 
10. Cuenta la Fiscalía con un protoclo de 
atención con énfoque diferencial para 
mujeres víctimas  de violencia?   
SI   NO   
11. ¿En la Fiscalía se han 
implementado medidas de 
transversalización del enfoque 
de género que contribuyan a la 
atención en condiciones de 
dignidad para las mujeres 
víctimas? 





• EL DIA 29 DE FEBRERO DE 
2012, LA FISCALÍA GENERAL 
DE LA NACIÓN DISPUSO LA 
PUBLICACIÓN DE UNA 
FDOLLETO DENOMINADO 
“POLÍTICA DE IGUALDAD Y NO 
DISCRIMINACIÓN” 
- CUYO CONTENIDO ES LA 
IMPORTANCIA DE UNA 
POLITICA DE IGUALDAD Y NO 
DISCRIMINACIÓN 
- ACCIONES Y EXPERIENCIAS 
EN GPENERO Y ENFOQUE 
DIFERENCIAL 
- ACCESO A LA JUSTICIA Y 
GARANTIA JUDICIAL DE LOS 
DERECHOS HUMANOS DE LAS 
MUJERES, MINORÍAS Y 
POBLACIONES MÁS 
VULNERABLES 
- CONVENCIÓN BELEM DO 
PARÁ, ENTRE OTROS. 
b.   
                                                 
Fecha de diligenciamiento 
dd mm aa Nombre y cargo del Funcionario (a)  que 
diligencia el instrumento 
Heberth Fernandop Acevedo Perdomo, Asistente de 
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